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I. ALEMANIA Y LA UNIFICACIÓN: AFRONTAR EL PASADO

I.1. Cronología del proceso
de transición

1989

18 de octubre Honecker es obligado a dimitir de sus car-
gos al frente del partido y del Estado. Le
sucede  como secretario general del SED
y jefe de Estado de la RDA Egon Krenz

9 de noviembre Günter Schabowski, miembro del Politburó
del SED (Partido Unitario Socialista)  anun-
cia la apertura de fronteras. Cae el Muro
de Berlin.

13 de noviembre Hans Modrow, jefe local del SED en Dres-
den, forma nuevo gobierno. En las mani-
festaciones de los lunes, que se celebran
desde hace meses, se leen lemas como
«Alemania, madre patria unida».

3 de diciembre El Politburó y el Comité Central Bajo, pre-
sentan su dimisión presionados por las ba-
ses del SED.

7 de diciembre Reunión de «La Mesa Redonda» con repre-
sentantes de viejos y nuevos partidos y or-
ganizaciones  para proponer soluciones a
la crisis del país.

19 de diciembre Helmut Kohl (CDU),canciller de la Repú-
blica Federal de Alemania (RFA), realiza
su primera visita oficial a la RDA. Cánti-
cos con el lema «Alemania, madre patria
unida».

1990

15 de enero Numerosos manifestantes asaltan la central
de la Stasi en Berlín oriental.

28 de enero Constitución de un gobierno de transición
con representantes de viejos y nuevos par-
tidos de la RDA de los grupos de defensa
de los derechos ciudadanos que se sientan
en la Mesa Redonda.

1 de febrero El primer ministro Hans Modrow presen-
ta un concepto para la Alemania unifica-
da basado en la neutralidad militar y en es-
tructuras federales.

7 de febrero El gobierno de la RFA aprueba ofrecer a
la RDA abrir negociaciones para una unión
monetaria.

18 de marzo Se celebran las primeras elecciones libres
en la RDA. Gana la alianza conservadora
con la CDU al frente.

12 de abril El primer parlamento libremente elegido
vota a Lothar de Maiziere (CDU) (Unión
cristiano demócrata)  como primer minis-
tro.

23 de abril La coalición de gobierno de Bonn aprue-
ba las líneas generales del acuerdo de Es-
tado para la unión monetaria.

5 de mayo Celebración de la primera ronda de conver-
saciones “Dos + Cuatro” en Bonn, con la
asistencia de los ministros de asuntos ex-
teriores de Estados Unidos, URSS, Gran
Bretaña, Francia, RFA y RDA.

18 de mayo Se firma el acuerdo para la unión social,
económica y monetaria.

1 de julio La Unión Monetaria entra en vigor. La
RDA comienza a utilizar el marco de la
RFA. Se eliminan los controles de perso-
nas en las fronteras entre ambos países.

2 de julio Comienzan en Berlín las conversaciones
sobre el tratado de unificación.

16 de julio Helmut Kohl y Mjail Gorbachov, anuncian
el cierre del tema de las alianzas. Alema-
nia seguirá siendo tras la reunificación
miembro de la OTAN.

22 de julio El parlamento de la RDA aprueba la ley
para la reincorporación de sus Estados a la
RFA.

23 de agosto El parlamento de la RDA aprueba que el
3 de octubre la RDA se integrará dentro de
la RFA.

31 de agosto Se firma en Berlín oriental el acuerdo de
la unificación alemana. Los parlamentos de
la RFA y de la RDA lo ratifican el 20 de
septiembre con mayorías de dos tercios.

29 de septiembre  La RDA se separa del Pacto de Varsovia.
1 de octubre Alemania obtiene su soberanía plena. Los

derechos de los aliados sobre Berlín que-
darán sin efecto a partir del 3 de octubre.

3 de octubre Día de la Unificación alemana
3 de octubre Nombramiento de Joachim Gauck como

Delegado federal para los documentación
de la antigua Stasi. (abreviatura del alemán
Ministerium für Staatssicherheit, Ministe-
rio para la Seguridad del Estado)

1 de diciembre El tribunal de Berlin dicta orden de prisión
a Erich Honecker, jefe del partido SED y
del Gobierno

1991

20 de diciembre Publicación de la Ley de los expedientes
del antiguo servicio de seguridad de la
RDA (Stasi)

1992

12ª legislatura del Bundestag. Creación de
la Comisión de Investigación «Revisión de
la historia y consecuencias de la Dictadu-
ra del SED en Alemania».

14 de mayo Publicación del informe final de la Comi-
sión.

12 de noviembre Bajo el título «Proceso Honecker» comien-
za en el Tribunal del Land de Berlín el pri-
mer proceso contra los miembros del Con-
sejo Nacional de defensa. Estan procesados
Honecker, el Ministro de las Stasi Erich
Mielke, el Primer Ministro Willi Stoph, el
Ministro de Defensa Heinz Kessler, Fritz
Streletz y Hans Albrecht.

13 de noviembre El tribunal suspende el proceso contra
Stoph por incapacidad procesal del acusa-
do para asistir al juicio oral.
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17 de noviembre También Erich Mielke (Stasi) se retira del
proceso por motivos de salud.

1993

12 de enero Por decisión del Tribunal constitucional de
Berlín, el Tribunal del Land de Berlín so-
brese el proceso de Honecker, por la enfer-
medad del cáncer que padece. Honecker
vuela a Chile donde muere dos años des-
pués, el 29 d emayo de 1994.

16 de septiembre El tribunal del Land impone una pena de
cuatro años y medio a  Hans Albrecht y sie-
te años y medio a Heinz Kessler por ase-
sinato. Los recursos de amparo se desesti-
man en noviembre de 1996 y se ejecuta la
sentencia.

1994

13ª legislatura del Bundestag. Creación de
la Comisión de investigación «Vencimiento
de las consecuencias de la Dictadura de la
SED en el proceso de la Unificación en
Alemania».

1995

13 de noviembre Bajo el nombre «Proceso de Krenz» co-
mienza el proceso por asesinato contra
miembros del Politburo. Están acusados
Krenz, Schabowski y Kleiber, asi como el
jefe de propaganda del SED, Kurt Hager,
y dos comisarios controladores Erich Müc-
kenberger y Horst Dohlus. El también acu-
sado Presidente del FDGB Harry Tisch
murió en junio de 1995

17 de noviembre El Presidente de la Sala de lo Penal Hans-
Georg Bräutigam se inhibe de la causa por
ser el autor de un artículo en 1993 sobre
el proceso penal de los funcionarios de la
antigua RDA. También en el proceso Ho-
necker el juez fue sustituido ya que pidió
a Honecker un autógrafo para un miembro
del jurado. El juez Josef Hoch fue nombra-
do Presidente de la Sala y llevó el proce-
so hasta el final.

30 de noviembre El proceso se suspendió por motivos de sa-
lud de Kleiber.

1996

26 de febrero Schabowski se declara culpable moralmen-
te

12 de agosto Streletz fue condenado a cinco años y me-
dio en el «proceso Honecker»

12 de noviembre El Tribunal constitucional federal considera
la condena de los políticos de la RDA y de
los soldados de la frontera por disparos a
muerte como justa. El asesinato a personas
desarmadas supone una «vulneración inad-
misible y  manifiesta a los derechos pro-
tegidos del hombre». Una vulneración con-
tra el principio de retroactividad de la Ley
Fundamental no puede existir».

5 de diciembre El tribunal deniega la petición de la defensa
de llamar a Helmut Kohl como testigo.

1997

5 de junio El tribunal separa del procedimiento a Do-
hlus de 72 años por motivos de salud.

28-31 de julio El Fiscal pide once de años de condena
para Krenz, nueve para Schabowski y sie-
te y medio para Cléber.

4-11 de agosto La defensa pide la absolución.
25 de agosto Krenz es condenado por asesinato a seis

años y medio y Schabowskin y Cléber a
tres años

1998

5 de junio Creación de la Fundación para la investi-
gación de la dictadura del SED.

10 de junio Presentación del informe final de la Comi-
sión

I.2. El Tratado de Unificación y la
rehabilitación de las víctimas,
de 23 de septiembre de 1999

(BGBl II, p.885)20

Art. 17
Rehabilitación
Las partes contratantes confirman su voluntad de crear in-

mediatamente una base legal para rehabilitar a todas aquellas
personas que hayan sido víctimas políticas de medidas perse-
cutorias o de cualquier otra resolución anticonstitucional o
contraria los principios de un Estado de derecho. La rehabili-
tación de estas víctimas del régimen ilegal del SED debe ser
acompañada de un régimen de indemnizaciones adecuadas.

Art. 18
(1) Las sentencias dictadas por los Tribunales de la RDA

antes de la entrada en vigor de la adhesión mantendrán su efi-
cacia y pueden ser ejecutadas de conformidad con el derecho
entrado en vigor del Art. 8 o con el derecho que seguirá vi-
gente según el Art. 9. De acuerdo con este derecho se realiza-
rá la revisión de la compatibilidad de las sentencias y su eje-
cución con los principios del estado de derecho. El Art. 17 no
queda concernido por lo aquí dispuesto.

(2) Derogado.

Art. 19
Los actos administrativos  de la RDA dictados antes de la

entrada en vigor de la adhesión mantendrán su eficacia. Serán
derogados si son incompatibles con los principios del estado
de derecho o con la regulación de este Tratado. Por lo demás
las disposiciones sobre actos administrativos quedan integras.

I.3. Legislación vigente

1. Gesetz über die Unterlagen des Staatssicherheitsdiens-
tes der ehemaligen Deutschen Demokratischen Republik
(Stasi-Unterlagen-Gesetz)

20 Traducción publicada en el n.o 40 de la Revista de Derecho Po-
lítico, 1995, revisado por el Prof. Mariano García Pechuán.
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Ley de expedientes del servicio de seguridad del Estado de la
antigua RDA
de 20 de diciembre de 1991 (BGBl. I, S.2272), modificada por
la 5ª Ley de modificación (5.StUÄndG) de 2 de septiembre de
2002 (BGBl. I, S.3446)

Der Bundestag hat mit Zustimmung des Bundesrates das fol-
gende Gesetz beschlossen:  

Erster Abschnitt:

Allgemeine und grundsätzliche Vorschriften

§ 1 Zweck und Anwendungsbereich des Gesetzes
§ 2 Erfassung, Verwahrung und Verwaltung der Unterlagen

des Staatssicherheitsdienstes
§ 3 Rechte des einzelnen
§ 4 Zulässigkeit der Verwendung der Unterlagen des Staats-

sicherheitsdienstes durch öffentliche und nicht-öffentli-
che StellenSchutz überwiegender öffentlicher Interessen

§ 5 Besondere Verwendungsverbote
§ 6 Begriffsbestimmungen

Zweiter Abschnitt:

Erfassung der Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes

§ 7 Auffinden von Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes,
Anzeigepflichten

§ 8 Herausgabepflicht öffentlicher Stellen
§ 9 Herausgabepflicht nicht-öffentlicher Stellen
§ 10 Unterlagen der Sozialistischen Einheitspartei Deutsch-

lands, anderer mit ihr verbundener Parteien und Massen-
organisationen sowie sonstige Unterlagen im Zusammen-
hang mit dem Staatssicherheitsdienst

§ 11 Rückgabe und Herausgabe von Unterlagen anderer Be-
hörden durch den Bundesbeauftragten

Dritter Abschnitt:

Verwendung der Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes

Erster Unterabschnitt:

Rechte von Betroffenen, Dritten, Mitarbeitern des Staatssicher-
heitsdienstes und Begünstigten

§ 12 Verfahrensvorschriften für Betroffene, Dritte, Mitarbeiter
und Begünstigte des Staatssicherheitsdienstes

§ 13 Recht von Betroffenen und Dritten auf Auskunft, Ein-
sicht und Herausgabe

§ 14 (weggefallen)
§ 15 Recht von nahen Angehörigen Vermißter oder Verstor-

bener auf Auskunft, Einsicht und Herausgabe
§ 16 Recht von Mitarbeitern des Staatssicherheitsdienstes auf

Auskunft, Einsicht und Herausgabe
§ 17 Recht von Begünstigten auf Auskunft, Einsicht und

Herausgabe
§ 18 Recht auf Auskunft, Einsicht und Herausgabe bei dem

Staatssicherheitsdienst überlassenen Akten von Gerich-
ten und Staatsanwaltschaften

Zweiter Unterabschnitt:

Verwendung der Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes durch
öffentliche und nicht-öffentliche Stellen

§ 19 Zugang zu den Unterlagen durch öffentliche und nicht-
öffentliche Stellen, Verfahrensvorschriften

§ 20 Verwendung von Unterlagen, die keine personenbezoge-
nen Informationen über Betroffene oder Dritte enthalten,
durch öffentliche und nicht-öffentliche Stellen

§ 21 Verwendung von Unterlagen, die personenbezogene In-
formationen über Betroffene oder Dritte enthalten, durch
öffentliche und nicht-öffentliche Stellen

§ 22 Verwendung von Unterlagen für Zwecke parlamentari-
scher Untersuchungsausschüsse

§ 23 Verwendung von Unterlagen für Zwecke der Strafverfol-
gung und Gefahrenabwehr

§ 24 Verwendung der dem Staatssicherheitsdienst überlasse-
nen Akten von Gerichten und Staatsanwaltschaften

§ 25 Verwendung von Unterlagen für Zwecke der Nachrich-
tendienste

§ 26 Verwendung von Dienstanweisungen und Organisations-
plänen

§ 27 Mitteilungen ohne Ersuchen an öffentliche Stellen
§ 28 Mitteilungen ohne Ersuchen an nicht-öffentliche Stellen
§ 29 Zweckbindung
§ 30 Benachrichtigung von der Übermittlung
§ 31 Gerichtliche Überprüfung von Entscheidungen des Bun-

desbeauftragten auf Antrag von Behörden

Dritter Unterabschnitt:

Verwendung der Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes für
die politische und historische Aufarbeitung sowie durch Pres-
se und Rundfunk
§ 32 Verwendung von Unterlagen für die Aufarbeitung der

Tätigkeit des Staatssicherheitsdienstes
§ 32a§ 33 Verfahren
§ 34 Verwendung von Unterlagen durch Presse, Rundfunk und

Film

Vierter Abschnitt:

Bundesbeauftragter für die Unterlagen des Staatssicher-
heitsdienstes

§ 35 Bundesbeauftragter für die Unterlagen des Staatssicher-
heitsdienstes der ehemaligen Deutschen Demokratischen
Republik

§ 36 Rechtsstellung des Bundesbeauftragten
§ 37 Aufgaben und Befugnisse des Bundesbeauftragten
§ 38 Landesbeauftragte, Verhältnis zum Bundesbeauftragten
§ 39 Beirat
§ 40 Maßnahmen zur Sicherung der Unterlagen
§ 41 Automatisierte Verfahren, Informationsverarbeitung im

Auftrag

Fünfter Abschnitt:

Schlußvorschriften

§ 42 Kosten
§ 43 Vorrang des Gesetzes
§ 44 Strafvorschriften
§ 45 Bußgeldvorschriften
§ 46 Straffreiheit
§ 46a Einschränkung von Grundrechten
§ 47 Aufhebung von Vorschriften, Überleitung des Amtsin-

habers
§ 48 Inkrafttreten
Erster Abschnitt:

Allgemeine und grundsätzliche Vorschriften

§ 1 [Zweck und Anwendungsbereich des Gesetzes]
(1) Dieses Gesetz regelt die Erfassung, Erschließung, Verwal-
tung und Verwendung der Unterlagen des Ministeriums für
Staatssicherheit und seiner Vorläufer- und Nachfolgeorganisa-
tionen (Staatssicherheitsdienst) der ehemaligen Deutschen De-
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mokratischen Republik, um dem einzelnen Zugang zu den vom
Staatssicherheitsdienst zu seiner Person gespeicherten Informa-
tionen zu ermöglichen, damit er die Einflußnahme des Staats-
sicherheitsdienstes auf sein persönliches Schicksal aufklären
kann,  den einzelnen davor zu schützen, daß er durch den Um-
gang mit den vom Staatssicherheitsdienst zu seiner Person ge-
speicherten Informationen in seinem Persönlichkeitsrecht beein-
trächtigt wird, die historische, politische und juristische
Aufarbeitung der Tätigkeit des Staatssicherheitsdienstes zu ge-
währleisten und zu fördern, öffentlichen und nicht-öffentlichen
Stellen die erforderlichen Informationen für die in diesem Ge-
setz genannten Zwecke zur Verfügung zu stellen.
2) Dieses Gesetz gilt für Unterlagen des Staatssicherheitsdiens-
tes, die sich bei öffentlichen Stellen des Bundes oder der Län-
der, bei natürlichen Personen oder sonstigen nicht-öffentlichen
Stellen befinden.

§ 2 [Erfassung, Verwahrung und Verwaltung der Unterla-
gen des Staatssicherheitsdienstes]
(1) Der Bundesbeauftragte für die Unterlagen des Staatssicher-
heitsdienstes der ehemaligen Deutschen Demokratischen Re-
publik (Bundesbeauftragter) erfaßt, verwahrt, verwaltet und
verwendet die Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes nach
Maßgabe dieses Gesetzes.
(2) Der Bundesbeauftragte kann zur Erfüllung seiner Aufga-
ben nach diesem Gesetz folgende Informationen aus dem Zen-
tralen Einwohnerregister der ehemaligen Deutschen Demokra-
tischen Republik verwenden:
Name, Vorname,
Geburtsname, sonstige Namen,
Geburtsort,
Personenkennzeichen,
letzte Anschrift,
Merkmal verstorben.
Diese Daten sind auf Ersuchen den Gerichten und Strafverfol-
gungsbehörden zur Erfüllung ihrer Aufgaben zu übermitteln.

§ 3 [Rechte des einzelnen]
(1) Jeder einzelne hat das Recht, vom Bundesbeauftragten
Auskunft darüber zu verlangen, ob in den erschlossenen Un-
terlagen Informationen zu seiner Person enthalten sind. Ist das
der Fall, hat der einzelne das Recht auf Auskunft, Einsicht in
Unterlagen und Herausgabe von Unterlagen nach Maßgabe
dieses Gesetzes.
(2) Jeder einzelne hat das Recht, die Informationen und Un-
terlagen, die er vom Bundesbeauftragten erhalten hat, im Rah-
men der allgemeinen Gesetze zu verwenden.
(3) Durch die Auskunftserteilung, Gewährung von Einsicht in
Unterlagen oder Herausgabe von Unterlagen dürfen überwie-
gende schutzwürdige Interessen anderer Personen nicht beein-
trächtigt werden.

§ 4 [Zulässigkeit der Verwendung der Unterlagen des
Staatssicherheitsdienstes durch öffentliche und nicht-öffent-
liche Stellen]
(1) Öffentliche und nicht-öffentliche Stellen haben nur Zugang
zu den Unterlagen und dürfen sie nur verwenden, soweit die-
ses Gesetz es erlaubt oder anordnet. Legen Betroffene, Dritte,
nahe Angehörige Vermißter oder Verstorbener, Mitarbeiter oder
Begünstigte des Staatssicherheitsdienstes Unterlagen mit Infor-
mationen über ihre Person von sich aus vor, dürfen diese auch
für die Zwecke verwendet werden, für die sie vorgelegt wor-
den sind.
(2) Stellt der Bundesbeauftragte fest oder wird ihm mitgeteilt,
daß personenbezogene Informationen in Unterlagen unrichtig
sind, oder wird die Richtigkeit von der Person, auf die sie sich
beziehen, bestritten, so ist dies auf einem gesonderten Blatt zu
vermerken und den Unterlagen beizufügen.

(3) Sind personenbezogene Informationen aufgrund eines Er-
suchens nach den §§ 20 bis 25 übermittelt worden und erwei-
sen sie sich hinsichtlich der Person, auf die sich das Ersuchen
bezog, nach ihrer Übermittlung als unrichtig, so sind sie ge-
genüber dem Empfänger zu berichtigen, es sei denn, daß dies
für die Beurteilung eines Sachverhaltes ohne Bedeutung ist.
(4) Durch die Verwendung der Unterlagen dürfen überwiegende
schutzwürdige Interessen anderer Personen nicht beeinträch-
tigt werden.  

§ 5[Besondere Verwendungsverbote]
(1) Die Verwendung personenbezogener Informationen über
Betroffene oder Dritte, die im Rahmen der zielgerichteten In-
formationserhebung oder Ausspähung des Betroffenen ein-
schließlich heimlicher lnformationserhebung gewonnen wor-
den sind, zum Nachteil dieser Personen ist unzulässig. Dies gilt
nicht in den Fällen des § 21 Abs.1 Nr.1 und 2, wenn Angaben
des Betroffenen oder Dritten sich aufgrund der Informationen
ganz oder teilweise als unzutreffend erweisen.
(2) Die Verwendung von Unterlagen ist für einen begrenzten
Zeitraum unzulässig, wenn die zuständige Staatsanwaltschaft
oder das Gericht gegenüber dem Bundesbeauftragten erklärt,
daß für einen bestimmten Zeitraum die Verwendung die Durch-
führung eines Strafverfahrens beeinträchtigen würde. Dies gilt
nicht, wenn dadurch Personen in der Wahrnehmung ihrer Rech-
te in unzumutbarer Weise beschränkt würden. In diesem Fal-
le erfolgt die Verwendung im Einvernehmen mit der Staats-
anwaltschaft oder dem Gericht.

§ 6 [Begriffsbestimmungen]
(1) Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes sind sämtliche
Informationsträger unabhängig von der Form der Speicherung,
insbesondere Akten, Dateien, Schriftstücke, Karten, Pläne,
Filme, Bild-, Ton- und sonstige Aufzeichnungen,  deren Ko-
pien, Abschriften und sonstige Duplikate sowie  die zur Aus-
wertung erforderlichen Hilfsmittel, insbesondere Programme
für die automatisierte Datenverarbeitung,  soweit sie beim
Staatssicherheitsdienst oder beim Arbeitsgebiet 1 der Kriminal-
polizei der Volkspolizei entstanden, in deren Besitz gelangt oder
ihnen zur Verwendung überlassen worden sind,  dem Staats-
sicherheitsdienst überlassene Akten von Gerichten und Staats-
anwaltschaften.
(2) Nicht zu den Unterlagen gehören Schreiben des Staatssi-
cherheitsdienstes nebst Anlagen, die er anderen öffentlichen
oder nicht-öffentlichen Stellen zugesandt hat, soweit diese
Stellen ihm gegenüber nicht rechtlich oder faktisch weisungs-
befugt waren,  Unterlagen, die an andere Stellen aus Gründen
der Zuständigkeit weiter oder zurückgegeben worden sind und
in denen sich keine Anhaltspunkte befinden, daß der Staatssi-
cherheitsdienst Maßnahmen getroffen oder veranlaßt hat,
Unterlagen, deren Bearbeitung vor dem 8. Mai 1945 abge-
schlossen war und in denen sich keine Anhaltspunkte befin-
den, daß der Staatssicherheitsdienst sie über die archivische
Erschließung hinaus genutzt hat, Gegenstände und Unterlagen,
die Betroffenen oder Dritten vom Staatssicherheitsdienst wi-
derrechtlich weggenommen oder vorenthalten worden sind.
Soweit es sich um Schriftstücke handelt, kann der Bundesbe-
auftragte Duplikate zu seinen Unterlagen nehmen.
(3) Betroffene sind Personen, zu denen der Staatssicherheits-
dienst aufgrund zielgerichteter Informationserhebung oder
Ausspähung einschließlich heimlicher lnformationserhebung
Informationen gesammelt hat. Satz 1 gilt nicht für Mitarbeiter
des Staatssicherheitsdienstes, soweit die Sammlung der Infor-
mationen nur der Anbahnung und Werbung oder nur der Kon-
trolle ihrer Tätigkeit für den Staatssicherheitsdienst gedient hat,
und  für Begünstigte, soweit die Sammlung der Informationen
nur der Anbahnung oder nur der Kontrolle ihres Verhaltens im
Hinblick auf die Begünstigung gedient hat.
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(4) Mitarbeiter des Staatssicherheitsdienstes sind hauptamtli-
che und inoffizielle Mitarbeiter.Hauptamtliche Mitarbeiter sind
Personen, die in einem offiziellen Arbeits- oder Dienstverhältnis
des Staatssicherheitsdienstes gestanden haben und Offiziere des
Staatssicherheitsdienstes im besonderen Einsatz. Inoffizielle
Mitarbeiter sind Personen, die sich zur Lieferung von Infor-
mationen an den Staatssicherheitsdienst bereiterklärt haben.
(5) Die Vorschriften über Mitarbeiter des Staatssicherheitsdiens-
tes gelten entsprechend fürPersonen, die gegenüber Mitarbei-
tern des Staatssicherheitsdienstes hinsichtlich deren Tätigkeit
für den Staatssicherheitsdienst rechtlich oder faktisch weisungs-
befugt waren,  inoffizielle Mitarbeiter des Arbeitsgebietes 1 der
Kriminalpolizei der Volkspolizei.
(6) Begünstigte sind Personen, die vom Staatssicherheitsdienst
wesentlich gefördert worden sind, insbesondere durch Verschaf-
fung beruflicher oder sonstiger wirtschaftlicher Vorteile,  vom
Staatssicherheitsdienst oder auf seine Veranlassung bei der
Strafverfolgung geschont worden sind, mit Wissen, Duldung
oder Unterstützung des Staatssicherheitsdienstes Straftaten
gefördert, vorbereitet oder begangen haben.
(7) Dritte sind sonstige Personen, über die der Staatssicherheits-
dienst Informationen gesammelt hat.
(8) Ob Personen Mitarbeiter des Staatssicherheitsdienstes,
Begünstigte, Betroffene oder Dritte sind, ist für jede Informa-
tion gesondert festzustellen. für die Feststellung ist maßgebend,
mit welcher Zielrichtung die Informationen in die Unterlagen
aufgenommen worden sind.
(9) Die Verwendung von Unterlagen umfaßt die Weitergabe von
Unterlagen, die Übermittlung von Informationen aus den Unter-
lagen sowie die sonstige Verarbeitung und die Nutzung von
Informationen. Soweit in dieser Vorschrift nichts anderes be-
stimmt ist, gelten die Begriffsbestimmungen der §§ 2 und 3 des
Bundesdatenschutzgesetzes mit der Maßgabe, daß zu den nicht-
öffentlichen Stellen auch die Religionsgesellschaften gehören.

Zweiter Abschnitt:
Erfassung der Unterlagen des

Staatssicherheitsdienstes 

§ 7 [Auffinden von Unterlagen des Staatssicherheitsdiens-
tes, Anzeigepflichten]
(1) Alle öffentlichen Stellen unterstützen den Bundesbeauftrag-
ten bei seinen Ermittlungen zum Auffinden der Unterlagen des
Staatssicherheitsdienstes und bei deren Übernahme. Ist ihnen
bekannt oder stellen sie gelegentlich der Erfüllung ihrer Auf-
gaben fest, daß sich bei ihnen Unterlagen des Staatssicherheits-
dienstes oder Kopien, Abschriften oder sonstige Duplikate
solcher Unterlagen befinden, so haben sie dies dem Bundes-
beauftragten unverzüglich anzuzeigen.
(2) Der Bundesbeauftragte kann im Einvernehmen mit einer
öffentlichen Stelle in deren Registraturen, Archiven und sons-
tigen Informationssammlungen Einsicht nehmen, wenn hinrei-
chende Anhaltspunkte für das Vorhandensein von Unterlagen
des Staatssicherheitsdienstes vorliegen.
(3) Natürliche Personen und sonstige nicht-öffentliche Stellen
sind verpflichtet, dem Bundesbeauftragten unverzüglich anzu-
zeigen, daß sich bei ihnen Unterlagen des Staatssicherheits-
dienstes oder Kopien, Abschriften oder sonstige Duplikate
solcher Unterlagen befinden, sobald ihnen dies bekannt wird.

§ 8 [Herausgabepflicht öffentlicher Stellen]
(1) Jede öffentliche Stelle hat dem Bundesbeauftragten auf
dessen Verlangen unverzüglich bei ihr befindliche Unterlagen
des Staatssicherheitsdienstes einschließlich Kopien, Abschriften
und sonstigen Duplikaten herauszugeben.
(2) Benötigt die öffentliche Stelle Unterlagen zur Erfüllung ihrer
Aufgaben im Rahmen der Zweckbindung nach den §§ 20 bis 23

und 25, kann sie Duplikate zu ihren Unterlagen nehmen. Ori-
ginalunterlagen dürfen nur zu den Unterlagen genommen wer-
den, soweit dies im Einzelfall zur Aufgabenermitlung unerläß-
lich ist. In diesem Fall sind dem Bundesbeauftragten auf
Verlangen Duplikate herauszugeben.
(3) Unterlagen über Betroffene sind von den Nachrichtendiens-
ten des Bundes und der Länder ersatzlos und vollständig an den
Bundesbeauftragten herauszugeben.

§ 9 [Herausgabepflicht nicht-öffentlicher Stellen]
(1) Jede natürliche Person und jede sonstige nichtöffentliche
Stelle hat dem Bundesbeauftragten auf dessen Verlangen un-
verzüglich Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes herauszu-
geben, soweit diese nicht Eigentum der natürlichen Person oder
der sonstigen nicht-öffentlichen Stelle sind. Der Nachweis des
Eigentumserwerbs obliegt der natürlichen Person oder sonsti-
gen nicht-öffentlichen Stelle. Vom Eigentum der natürlichen
Person oder sonstigen nicht-öffentlichen Stelle kann ausgegan-
gen werden bei Unterlagen nach § 10 Abs.4, die sie selbst
angefertigt hat.
(2) Soweit Unterlagen an den Bundesbeauftragten herauszuge-
ben sind, sind ihm auch Kopien und sonstige Duplikate her-
auszugeben. (3) Jede natürliche Person und jede sonstige nicht-
öffentliche Stelle hat dem Bundesbeauftragten auf dessen
Verlangen Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes, die ihr
Eigentum sind, zur Anfertigung von Kopien, Abschriften oder
sonstigen Duplikaten zu überlassen.

§ 10[Unterlagen der Sozialistischen Einheitspartei Deutsch-
lands, anderer mit ihr verbundener Parteien und Massen-
organisationen sowie sonstige Unterlagen im Zusammen-
hang mit dem Staatssicherheitsdienst]
(1) Der Bundesbeauftragte kann zur Erfüllung seiner Aufga-
ben von den zuständigen Stellen Auskunft über Art, Inhalt und
Aufbewahrungsort der Unterlagen der Sozialistischen Einheits-
partei Deutschlands, anderer mit ihr verbundener Parteien und
Massenorganisationen der ehemaligen Deutschen Demokrati-
schen Republik verlangen.
(2) Der Bundesbeauftragte kann Einsicht in die Unterlagen ver-
langen. Bei der Suche nach den benötigten Unterlagen ist er
zu unterstützen.
(3) Dem Bundesbeauftragten sind auf sein Verlangen Dupli-
kate von solchen Unterlagen herauszugeben, die im Zusammen-
hang mit der Tätigkeit des Staatssicherheitsdienstes stehen und
die er zur Wahrnehmung seiner Aufgaben benötigt. Die Dup-
likate werden Bestandteil der Unterlagen nach § 6 Abs.1.
(4) Die Absätze 1 bis 3 gelten entsprechend für Unterlagen, die
erkennbar im Zusammenwirken anderer öffentlicher oder nicht-
öffentlicher Stellen der ehemaligen Deutschen Demokratischen
Republik mit dem Staatssicherheitsdienst, auf seine Veranlas-
sung oder zur Umsetzung seiner Anordnungen oder Hinweise
entstanden sind.

§ 11 [Rückgabe und Herausgabe von Unterlagen anderer
Behörden durch den Bundesbeauftragten]
(1) Der Bundesbeauftragte hat Unterlagen anderer Behörden,
in denen sich keine Anhaltspunkte dafür befinden, daß der
Staatssicherheitsdienst Maßnahmen getroffen oder veranlaßt hat,
auf Anforderung oder  wenn er gelegentlich der Erfüllung seiner
Aufgaben das Vorhanden sein solcher Unterlagen feststellt, an
die zuständigen Stellen zurückzugeben. Der Bundesbeauftragte
kann Duplikate zu seinen Unterlagen nehmen.
(2) Der Bundesbeauftragte hat in die Geheimhaltungsgrade
Geheim und höher eingestufte Unterlagen des Bundes, der
Länder sowie Unterlagen ihrer Nachrichtendienste an den
Bundesminister des Innern oder die zuständigen Landesbehör-
den herauszugeben. Der Bundesbeauftragte kann Duplikate zu
seinen Unterlagen nehmen. Unterlagen zwischen- oder über-
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staatlicher Organisationen und ausländischer Staaten, die in die
Geheimhaltungsgrade VS-Vertraulich und höher eingestuft sind
und zu deren Schutz vor unbefugter Kenntnisnahme die Bun-
desrepublik Deutschland aufgrund völkerrechtlicher Verträge
verpflichtet ist, sind an den Bundesminister des Innern als
Nationale Sicherheitsbehörde herauszugeben.
(3) Unterlagen über Betriebseinrichtungen, technische Verfah-
ren und Umweltbelastungen des Betriebsgeländes von Wirt-
schaftsunternehmen, die dem Staatssicherheitsdienst ganz oder
teilweise ein- oder angegliedert waren, sind auf Anforderung an
den jetzigen Verfügungsberechtigten herauszugeben. Der Bun-
desbeauftragte kann Duplikate zu seinen Unterlagen nehmen.
(4) Der Bundesbeauftragte hat Unterlagen über Objekte und
andere Gegenstände, insbesondere Grundrißpläne, Pläne über
Versorgungsleitungen und Telefonleitungen, an den jetzigen
Verfügungsberechtigten herauszugeben. Der Bundesbeauftragte
kann Duplikate zu seinen Unterlagen nehmen.
(5) Werden hauptamtliche Mitarbeiter des Staatssicherheitsdiens-
tes in den öffentlichen Dienst eingestellt oder im öffentlichen
Dienst weiterbeschäftigt, sind die zu ihrer Person, geführten
Personalunterlagen im erforderlichen Umfang an die zuständi-
ge personalaktenführende Stelle herauszugeben. Der Bundesbe-
auftragte kann Duplikate zu seinen Unterlagen nehmen.
(6) Soweit ehemalige Mitarbeiter des Staatssicherheitsdiens-
tes Empfänger von Renten sind, sind die zu ihrer Person ge-
führten Personalunterlagen im erforderlichen Umfang an den
Versorgungsträger herauszugeben. Der Bundesbeauftragte kann
Duplikate zu seinen Unterlagen nehmen.

Dritter Abschnitt:
Verwendung der Unterlagen des

Staatssicherheitsdienstes

Erster Unterabschnitt: Rechte von Betroffenen, Dritten,
Mitarbeitern des Staatssicherheitsdienstes und Begünstig-
ten

§ 12 [Verfahrensvorschriften für Betroffene, Dritte, Mitar-
beiter und Begünstigte des Staatssicherheitsdienstes]
(1) Der Antrag auf Auskunft, Einsicht in Unterlagen oder
Herausgabe von Unterlagen ist schriftlich zu stellen. Der An-
tragsteller hat durch eine Bestätigung der zuständigen Landes-
behörde seine Identität und, wenn er als gesetzlicher Vertre-
ter handelt, seine Vertretungsmacht nachzuweisen. Wird der
Antrag durch einen Bevollmächtigten mit Nachweis seiner
Vollmacht gestellt, wird Auskunft erteilt, Einsicht in Unterla-
gen gewährt oder werden Unterlagen herausgegeben Betroffe-
nen, Dritten, Mitarbeitern, Begünstigten oder ihrem Rechtsan-
walt, wenn er dazu ausdrücklich ermächtigt ist.
Ist ein Einsichtsberechtigter bei der Einsicht in die Unterlagen
auf fremde Hilfe angewiesen, kann er sich durch eine Person
seines Vetrauens begleiten lassen. Die Hilfsbedürftigkeit ist
glaubhaft zu machen. Der Bundesbeauftragte kann die Begleit-
person zurückweisen, wenn besondere Gründe dies rechtferti-
gen.
(2) Auskünfte werden vom Bundesbeauftragten schriftlich er-
teilt, sofern nicht im Einzelfall eine andere Form der Auskunft
angemessen ist. Die Entscheidung trifft er nach pflichtgemä-
ßem Ermessen.
(3) Soll ein Antrag auf Auskunft mit Vorrang behandelt wer-
den, ist die besondere Eilbedürftigkeit begründet darzulegen.
Von der Eilbedürftigkeit kann ausgegangen werden, wenn die
Auskunft zu Zwecken der Rehabilitierung, Wiedergutmachung,
Abwehr einer Gefährdung des Persönlichkeitsrechts oder zur
Entlastung vom Vorwurf einer Zusammenarbeit mit dem Staats-
sicherheitsdienst benötigt wird.

(4) Einsicht wird in Originalunterlagen oder in Duplikate ge-
währt. Enthalten Unterlagen außer den personenbezogenen
Informationen über den Antragsteller auch solche über ande-
re Betroffene oder Dritte, wird Einsicht in Originalunterlagen
nur gewährt, wenn andere Betroffene oder Dritte eingewilligt
haben oder eine Trennung der Informationen über andere Be-
troffene oder Dritte nicht oder nur mit unvertretbarem Aufwand
möglich ist und kein Grund zu der Annahme besteht, daß
schutzwürdige Interessen anderer Betroffener oder Dritter an
der Geheimhaltung überwiegen.
Im übrigen wird Einsicht in Duplikate gewährt, in denen die
personenbezogenen Informationen über andere Betroffene oder
Dritte anonymisiert worden sind. Die Einsichtnahme erfolgt in
der Zentralstelle oder in einer der Außenstellen.
(5) Unterlagen werden nur als Duplikate herausgegeben, in
denen die personenbezogenen Informationen über andere Be-
troffene oder Dritte anonymisiert worden sind.

(6) Das Recht auf Einsicht und Herausgabe gilt nicht für
die zur Auswertung erforderlichen Hilfsmittel (§ 6 Abs.1 Nr.1
Buchstabe c). Sind andere Unterlagen nicht oder nur mit un-
verhältnismäßigem Aufwand auffindbar, erstreckt sich das
Recht auf Einsicht und Herausgabe auf Duplikate von Karteikar-
ten, die der Auswertung der Unterlagen dienen und in denen
personenbezogene Informationen über den Antragsteller enthal-
ten sind.  

§ 13 [Recht von Betroffenen und Dritten auf Auskunft,
Einsicht und Herausgabe]
(1) Betroffenen ist auf Antrag Auskunft über die zu ihrer Per-
son vorhandenen und erschlossenen Unterlagen zu erteilen. In
dem Antrag sollen Angaben gemacht werden, die das Auffin-
den der Unterlagen ermöglichen. Der Zweck, zu dem die Aus-
kunft eingeholt wird, muß nicht angegeben werden.
(2) Die Auskunft umfaßt eine Beschreibung der zu der Person
des Betroffenen vorhandenen und erschlossenen Unterlagen und
eine Wiedergabe ihres wesentlichen Inhaltes. Die Auskunft kann
zunächst auf die Mitteilung beschränkt werden, daß Unterla-
gen vorhanden sind und der Betroffene Einsicht in diese Un-
terlagen nehmen kann.
(3) Dem Betroffenen ist auf Antrag Einsicht in die zu seiner
Person vorhandenen und erschlossenen Unterlagen zu gewäh-
ren.
(4) Dem Betroffenen sind auf Antrag Duplikate von Unterla-
gen herauszugeben. In den Duplikaten sind die personenbezo-
genen Informationen über andere Betroffene oder Dritte zu
anonymisieren.
(5) Sind in den zur Person des Betroffenen vorhandenen und
erschlossenen Unterlagen, in die der Betroffene Einsicht ge-
nommen oder von denen er Duplikate erhalten hat, Decknamen
von Mitarbeitern des Staatssicherheitsdienstes, die Informati-
onen über ihn gesammelt oder verwertet oder die diese Mitar-
beiter geführt haben, enthalten, so sind ihm auf Verlangen die
Namen der Mitarbeiter und weitere Identifizierungsangaben
bekanntzugeben, soweit sie sich aus den Unterlagen des Staats-
sicherheitsdienstes eindeutig entnehmen lassen. Satz 1 gilt auch
für andere Personen, die den Betroffenen schriftlich denunziert
haben, wenn der Inhalt der Denunziation geeignet war, dem
Betroffenen Nachteile zu bereiten. Interessen von Mitarbeitern
und Denunzianten an der Geheimhaltung ihrer Namen stehen
der Bekanntgabe der Namen nicht entgegen.
(6) Absatz 5 Satz 1 und 2 gilt nicht, wenn der Mitarbeiter des
Staatssicherheitsdienstes oder der Denunziant im Zeitpunkt
seiner Tätigkeit gegen den Betroffenen das 18.Lebensjahr noch
nicht vollendet hatte.
(7) Für Dritte gelten die Absätze 1 bis 6 entsprechend mit der
Maßgabe, daß der Antragsteller Angaben zu machen hat, die
das Auffinden der Informationen ermöglichen. Die Auskunft
wird nur erteilt, wenn der dafür erforderliche Aufwand nicht
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außer Verhältnis zu dem vom Antragsteller geltend gemach-
ten Informationsinteresse steht.

§ 15 [Recht von nahen Angehörigen Vermißter oder Ver-
storbener auf Auskunft, Einsicht und Herausgabe]
(1) Nahen Angehörigen ist auf Antrag Auskunft zu erteilen zur
Rehabilitierung Vermißter oder Verstorbener,  zum Schutze des
Persönlichkeitsrechts Vermißter oder Verstorbener, insbeson-
dere zur Klärung des Vorwurfs der Zusammenarbeit mit dem
Staatssicherheitsdienst, zur Aufklärung des Schicksals Vermiß-
ter oder Verstorbener. In dem Antrag sind der Zweck, zu dem
die Auskunft eingeholt wird, glaubhaft zu machen und das
Verwandtschaftsverhältnis zu der vermißten oder verstorbenen
Person nachzuweisen.
(2) § 13 Abs. 1 Satz 2 und Abs.2 bis 6 gilt entsprechend.
(3) Nahe Angehörige sind Ehegatten, Kinder, Enkelkinder,
Eltern und Geschwister.
(4) Absatz 1 gilt nicht, wenn der Vermißte oder Verstorbene
eine andere Verfügung hinterlassen hat oder sein entgegenste-
hender Wille sich aus anderen Umständen eindeutig ergibt.

§ 16 Recht von Mitarbeitern des Staatssicherheitsdienstes
auf Auskunft, Einsicht und Herausgabe]
(1) Mitarbeitern des Staatssicherheitsdienstes ist auf Antrag
Auskunft über ihre personenbezogenen Informationen zu er-
teilen, die in den zu ihrer Person geführten Unterlagen enthalten
sind.
(2) Die Auskunft kann außerdem eine Umschreibung von Art
und Umfang der Tätigkeit, des Personenkreises, über den be-
richtet worden ist, sowie der Häufigkeit der Berichterstattung
umfassen.
(3) Dem Mitarbeiter ist auf Antrag Einsicht in die zu seiner
Person geführten Unterlagen zu gewähren. § 12 Abs.4 Satz 2
Nr.2 gilt nicht.
(4) Dem Mitarbeiter kann auf Antrag Auskunft aus den von ihm
erstellten Berichten erteilt und Einsicht in diese gewährt wer-
den, wenn er glaubhaft macht, daß er hieran ein rechtliches
Interesse hat. Dies gilt nicht, wenn das berechtigte Interesse
Betroffener oder Dritter an der Geheimhaltung überwiegt.
(5) Dem Mitarbeiter sind auf Antrag Duplikate der zu seiner
Person geführten Unterlagen herauszugeben. In den Duplika-
ten sind die personenbezogenen Informationen über Betroffe-
ne oder Dritte zu anonymisieren.  

§ 17[Recht von Begünstigten auf Auskunft, Einsicht und
Herausgabe]
(1) Für das Recht von Begünstigten auf Auskunft, Einsicht in
Unterlagen und Herausgabe von Unterlagen gilt § 16 Abs.1, 3
und 5 entsprechend.
(2) Der Begünstigte hat Angaben zu machen, die das Auffin-
den der Informationen ermöglichen.
(3) Absatz 1 gilt nicht, wenn die zuständige oberste Bundesbe-
hörde oder die zuständige Landesbehörde gegenüber dem Bun-
desbeauftragten erklärt, daß eine Auskunft, Gewährung von
Einsicht in Unterlagen oder Herausgabe von Unterlagen wegen
eines überwiegenden öffentlichen Interesses unterbleiben muß.

§ 18 [Recht auf Auskunft, Einsicht und Herausgabe bei dem
Staatssicherheitsdienst überlassenen Akten von Gerichten
und Staatsanwaltschaften]
Bei den vom Bundesbeauftragten verwahrten Akten von Ge-
richten und Staatsanwaltschaften gelten für das Recht auf
Auskunft, Einsicht in Akten und Herausgabe von Akten anstelle
des § 12 Abs.4 bis 6 und der §§ 13, 15 bis 17 und 43 die je-
weiligen gesetzlichen Verfahrensordnungen.
ZweiterUnterabschnitt: Verwendung der Unterlagen des Staats-
sicherheitsdienstes durch öffentliche und nicht-öffentliche Stel-
len.

§ 19 [Zugang zu den Unterlagen durch öffentliche und nicht-
öffentliche Stellen, Verfahrensvorschritten]
(1) Der Bundesbeauftragte macht Mitteilungen an öffentliche
und nicht-öffentliche Stellen, gewährt ihnen Einsicht in Unter-
lagen und gibt ihnen Unterlagen heraus, soweit deren Verwen-
dung nach den §§ 20 bis 23, 25 und 26 zulässig ist. (Die Sät-
ze 2 bis 4 treten am 1. August 1998 in Kraft) In den Fällen §§ 20
und 21 jeweils Absatz 1 Nr.6 Buchstabe d bis f, Nr.7 Buchstabe
b bis f unterbleibt eine Mitteilung, Einsichtgewährung und
Herausgabe, wenn keine Hinweise vorhanden sind, daß nach
dem 31. Dezember 1975 eine inoffiziele Tätigkeit für den
Staatssicherheitsdienst oder einen ausländischen Nachrichten-
dienst vorgelegen hat. Satz 2 gilt nicht für Personen, die sich
um ein Amt, eine Funktion, die Zulassung oder Einstellung in
den Fällen der §§ 20 und 21 jeweils Absatz 1 Nr.6 Buchstabe
a bis c oder Nr.7 Buchstabe a bewerben. Satz 2 gilt ebenfalls
nicht, wenn sich aus den Unterlagen Anhaltspunkte dafür er-
geben, daß ein Mitarbeiter im Zusammenhang mit seiner in-
offizielen Tätigkeit ein Verbrechen begangen oder gegen
Grundsätze der Menschlichkeit oder Rechtsstaatlichkeit versto-
ßen hat.
(2) Ersuchen können von der zur Erfüllung der jeweiligen
Aufgabe zuständigen öffentlichen Stelle an den Bundesbeauf-
tragten gerichtet werden. Wer für eine nicht-öffentliche Stel-
le ein Ersuchen stellt, hat seine Berechtigung hierzu schrift-
lich unter Hinweis auf die Rechtsgrundlage nachzuweisen.
(3) Der Bundesbeauftragte prüft, ob sich ein Ersuchen um
Mitteilung, Einsichtnahme oder Herausgabe auf einen zuläs-
sigen Verwendungszweck bezieht, im Rahmen der Aufgaben
des Empfängers liegt und inwieweit die Verwendung für den
angegebenen Zweck erforderlich ist. Bei Ersuchen von Gerich-
ten, Staatsanwaltschaften und Polizeibehörden, soweit sie als
Hilfsorgane der Staatsanwaltschaften handeln, prüft der Bun-
desbeauftragte die Zulässigkeit nur, soweit dazu Anlaß besteht.
(4) Mitteilungen werden vom Bundesbeauftragten schriftlich
gemacht, sofern nicht im Einzelfall eine andere Form der Mit-
teilung angemessen ist. Die Entscheidung trifft er nach pflicht-
gemäßem Ermessen.
(5) Soll ein Ersuchen um Mitteilung mit Vorrang behandelt
werden, ist die besondere Eilbedürftigkeit begründet darzule-
gen. Von der Eilbedürftigkeit kann ausgegangen werden,wenn
die Mitteilung zu Zwecken der Rehabilitierung, Wiedergutma-
chung, Abwehr einer Gefährdung des Persönlichkeitsrechts oder
zur Entlastung vom Vorwurf einer Zusammenarbeit mit dem
Staatssicherheitsdienst benötigt wird, bei der Aufklärung, Er-
fassung und Sicherung des Vermögens der ehemaligen Deut-
schen Demokratischen Republik und der ehemaligen Rechts-
träger mit Sitz in ihrem Gebiet sowie des Vermögens, das dem
Bereich der Kommerziellen Koordinierung zugeordnet war, bei
der Überprüfung von Personen in den Fällen des § 20 Abs.1
Nr.6 und 7 und des § 21 Abs.1 Nr.6 und 7,  bei der Strafver-
folgung und Gefahrenabwehr in den Fällen des § 23 Abs.1
Satz 1 Nr.1 Buchstabe a und b und Nr.2.
(6) Einsicht wird gewährt, wenn Mitteilungen nicht ausreichen.
§ 12 Abs.4 gilt entsprechend mit der Maßgabe, daß an die Stelle
des Antragstellers die Person tritt, auf die sich das Ersuchen
bezieht.
(7) Unterlagen sind herauszugeben, wenn die ersuchende Stelle
begründet darlegt, daß Mitteilungen und Einsichtnahme nicht
ausreichen oder die Einsichtnahme mit unvertretbarem Aufwand
verbunden wäre. Originalunterlagen werden nur herausgege-
ben, wenn dies insbesondere für Beweiszwecke unerläßlich ist.
Sie sind an den Bundesbeauftragten unverzüglich zurückzuge-
ben, sobald sie für den Verwendungszweck nicht mehr benö-
tigt werden. Enthalten die Unterlagen außer den personenbe-
zogenen Informationen über Personen, auf die sich das Ersuchen
bezieht, auch solche über andere Betroffene oder Dritte, gilt
§ 12 Abs.4 Satz 2 und 3 entsprechend.
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(8) In den Fällen der §§ 20 und 21 jeweils Absatz 1 Nr.6 und 7
unterbleibt eine Mitteilung, Einsichtgewährung und Herausgabe,
wennsich die Information auf eine Tätigkeit während der Ab-
leistung des gesetzlich vorgeschriebenen Wehrdienstes in den
Streitkräften der ehemaligen DDR oder eines dem Wehrdienst
entsprechenden Dienstes außerhalb des Ministeriums für Staats-
sicherheit beziehen, dabei keine personenbezogenen Informa-
tionen geliefert worden sind und die Tätigkeit nach Ablauf des
Dienstes nicht fortgesetzt worden ist oder nach dem Inhalt der
erschlossenen Unterlagen feststeht, daß trotz einer Verpflich-
tung zur Mitarbeit keine Informationen geliefert worden sind.
Absatz 3 Satz 1 bleibt unberührt.

§ 20 [Verwendung von Unterlagen, die keine personenbe-
zogenen Informationen über Betroffene oder Dritte enthal-
ten, durch öffentliche und nicht-öffentliche Stellen]
(1) Unterlagen, soweit sie keine personenbezogenen Informa-
tionen über Betroffene oder Dritte enthalten, dürfen durch öf-
fentliche und nicht-öffentliche Stellen in dem erforderlichen
Umfang für folgende Zwecke verwendet werden: Rehabilitie-
rung von Betroffenen, Vermißten und Verstorbenen, Wieder-
gutmachung, Leistungen nach dem Häftlingshilfegesetz,  Schutz
des Persönlichkeitsrechts,  Aufklärung des Schicksals Vermißter
und ungeklärter Todesfälle, Ruhen von Versorgungsleistungen
nach dem Versorgungsruhensgesetz sowie Kürzung oder Ab-
erkennung oder Ruhen von Leistungen, auf die das Versor-
gungsruhensgesetz entsprechende Anwendung findet,  Aufklä-
rung, Erfassung und Sicherung des Vermögens der ehemaligen
Deutschen Demokratischen Republik und der ehemaligen
Rechtsträger mit Sitz in ihrem Gebiet sowie des Vermögens,
das dem Bereich der Kommerziellen Koordinierung zugeord-
net war, Überprüfung der folgenden Personen nach Maßgabe
der dafür geltenden Vorschriften und mit ihrer Kenntnis zur
Feststellung, ob sie hauptamtlich oder inoffiziell für den Staats-
sicherheitsdienst tätig waren, soweit es sich nicht um Tätigkei-
ten für den Staatssicherheitsdienst vor Vollendung des 18.Le-
bensjahres gehandelt hat:
Mitglieder der Bundesregierung oder einer Landesregierung
sowie sonstige in einem ötfentlich-rechtlichen Amtsverhältnis
stehende Personen,  Abgeordnete und Angehörige kommuna-
ler Vertretungskörperschaften,  Mitglieder des Beirates nach
§ 39,  Personen, die im öffentlichen Dienst des Bundes, der
Länder einschließlich der Gemeinden und der Gemeindever-
bände, über- oder zwischenstaatlicher Organisationen, in de-
nen die Bundesrepublik Deutschland Mitglied ist, im kirchli-
chen Dienst sowie als Mitarbeiter von Abgeordneten und
Fraktionen des Deutschen Bundestages und der Läderparla-
mente beschäftigt sind oder weiterverwendet werden sollen,
Personen, die als Notar weiterverwendet werden oder als
Rechtsanwalt tätig bleiben sollen,  Vorstandsmitglieder, Ge-
schäftsführer, Betriebsleiter oder leitende Angestellte in Betrie-
ben einer juristischen Person, durch Gesetz, Satzung oder
Gesellschaftsvertrag zur Vertretung der Personenmehrheit be-
rufene Personen, Geschäftsführer, Betriebsleiter oder leitende
Angestellte in Betrieben einer Personenmehrheit, Beschäftig-
te der aus dem Sondervermögen Deutsche Bundespost hervor-
gegangen Unternehmen,  Sicherheitsüberprüfungen von Perso-
nen, denen im öffentlichen Interesse geheimhaltungsbedürftige
Talsachen, Gegenstände oder Erkenntnisse anvertraut werden,
die Zugang dazu erhalten sollen oder ihn sich verschaffen
können oder  die an sicherheitsempfindlichen Stellen von le-
bens- oder verteidigungswichtigen Einrichtungen beschäftigt
sind oder werden sollen;  die Feststellung kann sich auch auf
die Tätigkeit für einen ausländischen Nachrichtendienst bezie-
hen,  Überprüfung der folgenden Personen mit ihrer Einwilli-
gung zur Feststellung, ob sie hauptamtlich oder inoffiziell für
den Staatssicherheitsdienst tätig waren, soweit es sich nicht um
Tätigkeiten für den Staatssicherheitsdienst vor Vollendung des

18.Lebensjahres gehandelt hat:
Vorstände von politischen Parteien bis hinunter zur Kreisebe-
ne,  Personen, die als ehrenamtliche Richter tätig sind,  Per-
sonen, die in einem kirchlichen Ehrenamt tätig sind.
Personen, die in Verbänden auf Bundes- oder Landesebene lei-
tende Funktionen wahrnehmen; soweit es sich nicht um gericht-
liche Verfahren handelt, wird nur eine Mitteilung gemacht,
Betriebsräte,  Personen, die sich  in den vorgenannten Fällen oder
in den Fällen der Nummer 6 Buchstabe a bis f  um das Amt, die
Funktion, die Zulassung oder die Einstellung bewerben;
die Feststellung kann sich auch auf die Tätigkeit für einen
ausländischen Nachrichtendienst beziehen; wenn tatsächliche
Anhaltspunkte für den Verdacht einer Tätigkeit für den Staats-
sicherheitsdienst oder einen ausländischen Nachrichtendienst
vorliegen, genügt anstelle der Einwilligung die Kenntnis der
zu überprüfenden Person, Verfahren zur Erteilung oder zum
Entzug einer Erlaubnis nach dem Waffengesetz, dem Bundes-
jagdgesetz, dem Sprengstoffgesetz, dem Kriegswaffenkontroll-
gesetz und dem Außenwirlschaftsgesetz, soweit sich aus den
Unterlagen Hinweise auf die persönliche Zuverlässigkeit ehe-
maliger Mitarbeiter des Staatssicherheitsdienstes ergeben,
Anerkennung von Beschäftigungszeiten, Zahlung und Überfüh-
rung der Renten ehemaliger Angehöriger des Staatssicherheits-
dienstes, Ordensangelegenheiten.
(2) § 26 bleibt unberührt.
(3) Die Verwendung für die in Absatz 1 Nr.6 und 7 genann-
ten Zwecke ist nach Ablauf einer Frist von 15 Jahren unzulässig.
Die Frist beginnt am Tage des Inkraftretens dieses Gesetzes.
Nach Ablauf der Frist darf die Tatsache einer Tätigkeit für den
Staatssicherheitsdienst dem Mitarbeiter im Rechtsverkehr nicht
mehr vorgehalten und nicht zu seinem Nachteil verwertet
werden. Die Ausnahmen des § 52 Abs.1 des Bundeszentralre-
gistergesetzes gelten entsprechend. Im Zusammenhang mit der
Tätigkeit des Mitarbeiters entstandene Rechte anderer Perso-
nen, gesetzliche Rechtsfolgen der Tätigkeit und Entscheidun-
gen von Gerichten oder Verwaltungsbehörden, die im Zusam-
menhang mit der Tätigkeit ergangen sind, bleiben unberührt.

§ 21 [Verwendung von Unterlagen, die personenbezogene
Informationen über Betroffene oder Dritte enthalten, durch
öffentliche und nicht-öffentliche Stellen]
(1) Unterlagen, soweit sie personenbezogene Informationen
über Betroffene oder Dritte enthalten, dürfen durch öffentliche
und nicht-öffentliche Stellen in dem erforderlichen Umfang für
folgende Zwecke verwendet werden:
Rehabilitierung von Betroffenen, Vermißten und Verstorbenen,
Wiedergutmachung, Leistungen nach dem Häftlingshilfegesetz,
Schutz des Persönlichkeitsrechts,  Aufklärung des Schicksals
Vermißter und ungeklärter Todesfälle,  Ruhen von Versorgungs-
leistungen nach dem Versorgungsruhensgesetz sowie Kürzung
oder Aberkennung oder Ruhen von Leistungen, auf die das
Versorgungsruhensgesetz entsprechende Anwendung findet,
Aufklärung, Erfassung und Sicherung des Vermögens der ehe-
maligen Deutschen Demokratischen Republik und der ehema-
ligen Rechtsträger mit Sitz in ihrem Gebiet sowie des Vermö-
gens, das dem Bereich der Kommerziellen Koordinierung
zugeordnet war,  Überprüfung der folgenden Personen nach
Maßgabe der dafür geltenden Vorschriften und mit ihrer Kennt-
nis zur Feststellung, ob sie hauptamtlich oder inoffiziell für den
Staatssicherheitsdienst tätig waren, soweit die Feststellung nicht
mit den in § 20 genannten Unterlagen getroffen werden kann
und es sich nicht um Tätigkeiten für den Staatssicherheitsdienst
vor Vollendung des 18.Lebensjahres gehandelt hat:
Mitglieder der Bundesregierung oder einer Landesregierung
sowie sonstige in einem öffentlich-rechtlichen Amtsverhältnis
stehende Personen,
Abgeordnete und Angehörige kommunaler Vertretungskörper-
schaften,
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Mitglieder des Beirates nach § 39,
Personen, die im öffentlichen Dienst des Bundes, der Länder
einschließlich der Gemeinden und der Gemeindeverbände, über-
oder zwischenstaatlicher Organisationen, in denen die Bundes-
republik Deutschland Mitglied ist, im kirchlichen Dienst so-
wie als Mitarbeiter von Abgeordneten und Fraktionen des
Deutschen Bundestages und der Läderparlamente beschäftigt
sind oder weiterverwendet werden sollen,
Personen, die als Notar weiterverwendet werden oder als
Rechtsanwalt tätig bleiben sollen,
Vorstandsmitglieder, Geschäftsführer, Betriebsleiter oder lei-
tende Angestellte in Betrieben einer juristischen Person,durch
Gesetz, Satzung oder Gesellschaftsvertrag zur Vertretung der
Personenmehrheit berufene Personen, Geschäftsführer, Betriebs-
leiter oder leitende Angestellte in Betrieben einer Personenme-
hrheit, Beschäftigte der aus dem Sondervermögen Deutsche
Bundespost hervorgegangen Unternehmen,  Sicherheitsüber-
prüfungen von Personen, denen im öffentlichen Interesse ge-
heimhaltungsbedürftige Tatsachen, Gegenstände oder Erkennt-
nisse anvertraut werden, die Zugang dazu erhalten sollen oder
ihn sich verschaffen können oder die an sicherheitsempfindli-
chen Stellen von lebens- oder verteidigungswichtigen Einrich-
tungen beschäftigt sind oder werden sollen; die Feststellung
kann sich auch auf die Tätigkeit für einen ausländischen Na-
chrichtendienst beziehen,  Überprüfung der folgenden Perso-
nen mit ihrer Einwilligung zur Feststellung, ob sie hauptamt-
lich oder inoffiziell für den Staatssicherheitsdienst tätig waren,
soweit die Feststellung nicht mit den in § 20 genannten Un-
terlagen getroffen werden kann und es sich nicht um Tätigkeiten
für den Staatssicherheitsdienst vor Vollendung des 18. Lebens-
jahres gehandelt hat:
Vorstände von politischen Parteien bis hinunter zur Kreisebene,
Personen, die als ehrenamtliche Richter tätig sind,
Personen, die in einem kirchlichen Ehrenamt tätig sind,
Personen, die in Verbänden auf Bundes- oder Landesebene
leitende Funktionen wahrnehmen; soweit es sich nicht um
gerichtliche Verfahren handelt, wird nur eine Mitteilung ge-
macht,  Betriebsräte,
Personen, die sich in den vorgenannten Fällen oder  in den
Fällen der Nummer 6 Buchstabe a bis f  um das Amt, die Funk-
tion, die Zulassung oder die Einstellung bewerben;
die Feststellung kann sich auch auf die Tätigkeit für einen
ausländischen Nachrichtendienst beziehen; wenn tatsächliche
Anhaltspunkte für den Verdacht einer Tätigkeit für den Staats-
sicherheitsdienst oder einen ausländischen Nachrichtendienst
vorliegen, genügt anstelle der Einwilligung die Kenntnis der
zu überprüfenden Person.
(2) Das besondere Verwendungsverbot nach § 5 Abs.1 bleibt
unberührt.

(3) Die Verwendung für die in Absatz 1 Nr.6 und 7 genann-
ten Zwecke ist nach Ablauf einer Frist von 15 Jahren unzulässig.
Die Frist beginnt am Tage des Inkraftretens dieses Gesetzes.
Nach Ablauf der Frist darf die Tatsache einer Tätigkeit für den
Staatssicherheitsdienst dem Mitarbeiter im Rechtsverkehr ni-
cht mehr vorgehalten und nicht zu seinem Nachteil verwertet
werden. Die Ausnahmen des § 52 Abs.1 des Bundeszentralre-
gistergesetzes gelten entsprechend. Im Zusammenhang mit der
Tätigkeit des Mitarbeiters entstandene Rechte anderer Perso-
nen, gesetzliche Rechtsfolgen der Tätigkeit und Entscheidun-
gen von Gerichten oder Verwaltungsbehörden, die im Zusam-
menhang mit der Tätigkeit ergangen sind, bleiben unberührt.

§ 22 [Verwendung von Unterlagen für Zwecke parlamen-
tarischer Untersuchungsausschüsse]
(1) Das Recht auf Beweiserhebung durch parlamentarische
Untersuchungsausschüsse nach Artikel 44 Abs.1 und 2 des
Grundgesetzes erstreckt sich auch auf Unterlagen des Staats-
sicherheitsdienstes.

(2) Absatz 1 gilt entsprechend für parlamentarische Untersu-
chungsausschüsse der Länder.  

§ 23 [Verwendung von Unterlagen für Zwecke der Straf-
verfolgung und Gefahrenabwehr]

(1)Unterlagen, soweit sie personenbezogene Informationen
über Betroffene oder Dritte enthalten, dürfen in dem erforder-
lichen Umfang verwendet werden zur Verfolgung von Straf-
taten im Zusammenhang mit dem Regime der ehemaligen
Deutschen Demokratischen Republik, insbesondere Straftaten
im Zusammenhang mit der Tätigkeit des Staatssicherheitsdiens-
tes, anderer Sicherheits-, Strafverfolgungs- und Strafvollzugs-
behörden sowie der Gerichte,  Verbrechen in den Fällen der
§§ 211, 212 oder 220a, 239a, 239b, 306 bis 306c, 307 bis 309,
313, 314 oder 316c des Strafgesetzbuches sowie von Strafta-
ten nach§ 52a Abs.1 bis 3, § 53 Abs.1 Satz 1 Nr.1, 2, Satz 2
des Waffengesetzes,§ 19 Abs.1 bis 3, § 20 Abs.1 oder 2,
jeweils auch in Verbindung mit § 21, oder § 22a Abs.1 bis 3
des Gesetzes über die Kontrolle von Kriegswaffen,§ 29 Abs.3
Nr.1, 4, § 30 Abs.1 Nr.1, 2 des Betäubungsmittelgesetzes,§ 30
Abs.1 Nr.4 des Betäubungsmittelgesetzes, sofern die Strafta-
ten gewerbsmäßg oder als Mitglied einer Bande begangen
worden sind,  Straftaten im Zusammenhang mit dem natio-
nalsozialistischen Regime,  Straftaten nach § 44 dieses Gese-
tzes,  zur Abwehr einer drohenden erheblichen Gefahr für die
öffentliche Sicherheit, insbesondere zur Verhütung von dro-
henden Straftaten.
(2)§ 5 Abs.1 ist nicht anzuwenden. Verwendungsverbote nach
den Vorschritten der Strafprozeßordnung bleiben unberührt.
Andere Unterlagen dürfen auch verwendet werden, soweit dies
zur Verfolgung anderer Straftaten einschließlich der Rechts-
hilfe in Strafsachen sowie der Abwehr einer erheblichen Ge-
fahr für die öffentliche Sicherheit, insbesondere zur Verhütung
von Straftaten, erforderlich ist.

§ 24 [Verwendung der dem Staatssicherheitsdienst überlas-
senen Akten von Gerichten und Staatsanwaltschaften]
(1) Für die Verwendung der vom Bundesbeauftragten verwahrten
Akten von Gerichten und Staatsanwaltschaften gelten anstelle
der §§ 19 bis 21, 23, 25 bis 30 und 43 die jeweiligen gesetzlichen
Verfahrensordnungen. § 5 Abs.1 ist nicht anzuwenden, soweit
es sich um Straftaten nach § 23 Abs.1 Nr.1 handelt.
(2) Der Bundesbeauftragte gibt auf Anforderung die in Absatz 1
Satz 1 genannten Unterlagen an Gerichte, Staatsanwaltschaf-
ten und Polizeibehörden, soweit sie als Hilfsorgane der Staats-
anwaltschaft handeln, heraus. Die Unterlagen sind unverzüg-
lich zurückzugeben, sobald sie für den Verwendungszweck
nicht mehr benötigt werden.

§ 25 [Verwendung von Unterlagen für Zwecke der Nach-
richtendienste]
(1) Unterlagen, soweit sie personenbezogene Informationen
über Betroffene oder Dritte enthalten, dürfen nicht durch oder
für Nachrichtendienste verwendet werden. Ausgenommen sind
Unterlagen, soweit sie personenbezogene Informationen ent-
halten überMitarbeiter der Nachrichtendienste des Bundes, der
Länder oder der Verbündeten und die Verwendung zum Schutze
dieser Mitarbeiter oder der Nachrichtendienste erforderlich ist,
oder  Mitarbeiter anderer Nachrichtendienste und die Verwen-
dung zur Spionageabwehr erforderlich ist.
(2) Unterlagen, soweit sie keine personenbezogenen Informa-
tionen über Betroffene oder Dritte enthalten, dürfen durch oder
für Nachrichtendienste des Bundes und der Länder im Rahmen
ihrer gesetzlichen Aufgaben sowie durch oder für Nachrich-
tendienste der Verbündeten verwendet werden, wenn sie Infor-
mationen enthalten, die die Spionage oder Spionageabwehr,  den
Bereich des gewalttätigen Extremismus oder des Terrorismus
im Sinne des Bundesverfassungsschutzgesetzes betreffen.
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(3) In den Fällen des Absatzes 1 Satz 2 bleibt § 5 Abs.1 un-
berührt.
(4) In den Fällen des Absatzes 1 Satz 2 und des Absatzes 2 kann
der Bundesminister des Innern die ersatzlose Herausgabe von
Unterlagen anordnen, wenn das Verbleiben der Unterlagen beim
Bundesbeauftragten dem Wohl des Bundes oder eines Landes
Nachteile bereiten würde. Die Anordnung bedarf der Zustim-
mung der Parlamentarischen Kontrollkommission nach dem
Gesetz über die parlamentarische Kontrolle nachrichtendienst-
licher Tätigkeit des Bundes.
(5) Außerdem dürfen durch oder für Nachrichtendienste im
Rahmen ihrer gesetzlichen Aufgaben die in § 26 genannten
Unterlagen verwendet werden.

§ 26 [Verwendung von Dienstanweisungen und Organisa-
tionsplänen]
Richtlinien, Dienstanweisungen, Organisationspläne und Stel-
lenpläne des Staatssicherheitsdienstes, soweit sie keine perso-
nenbezogenen Informationen über Betroffene oder Dritte enthal-
ten, dürfen auch für andere Zwecke verwendet werden. Das
gleiche gilt für Pläne und Verzeichnisse von Objekten und an-
deren Gegenständen des Staatssicherheitsdienstes, insbesondere
Grundrißpläne, Pläne über Versorgungsleitungen und Telefon-
leitungen.

§ 27 [Mitteilungen ohne Ersuchen an öffentliche Stellen]
(1) Stellt der Bundesbeauftragte gelegentlich der Erfüllung seiner
Aufgaben nach § 37 eine hauptamtliche oder inoffizielle Tätig-
keit für den Staatssicherheitsdienst fest von Personen, die ein
Amt oder eine Funktion nach § 20 Abs.1 Nr.6 Buchstabe a bis c
innehaben oder ausüben, einem Beamten, der jederzeit in den
einstweiligen Ruhestand versetzt werden kann, oder einem
Angestellten in entsprechender Funktion, einem Beamten oder
Angestellten, der eine Behörde leitet, einem Wahlbeamten oder
Ehrenbeamten, einem Richter oder Staatsanwalt, einem Rechts-
anwalt oder Notar, einer Person, die im kirchlichen Dienst be-
schäftigt ist, Personen, wegen deren Tätigkeit die Verwendung
von Unterlagen nach § 20 Abs.1 Nr.4 oder § 21 Abs.1 Nr.4 zu-
lässig ist,  so hat er dies von sich aus der zuständigen Stelle
mitzuteilen.
(2) Stellt der Bundesbeauftragte gelegentlich der Erfüllung seiner
Aufgaben nach § 37 fest, daß sich aus den Unterlagen Anhalts-
punkte ergeben für eine Straftat im Zusammenhang mit der
Tätigkeit des Staatssicherheitsdienstes,  eine der in § 23 Abs.1
Nr.1 Buchstabe b genannten Straftaten,  eine erhebliche Gefahr
für die öffentliche Sicherheit,  das Vorhandensein von Vermö-
gen im Sinne des § 20 Abs.1 Nr.5 und § 21 Abs.1 Nr.5,  so hat
er dies von sich aus der zuständigen Stelle mitzuteilen.
(3) Stellt der Bundesbeauftragte gelegentlich der Erfüllung seiner
Aufgaben nach § 37 fest, daß sich in den Unterlagen Informa-
tionen über Spionage, Spionageabwehr, gewalttätigen Extremis-
mus oder Terrorismus im Sinne des Bundesverfassungsschutz-
gesetzes befinden, so hat er dies von sich aus dem
Bundesminister des Innern als Nationale Sicherheitsbehörde
mitzuteilen.
(4) Mitteilungen nach den Absätzen 1 bis 3 sind nur zulässig,
soweit sie auch auf Ersuchen erfolgen dürfen.

§ 28 [Mitteilungen ohne Ersuchen an nicht-öffentliche Stel-
len]
(1) Stellt der Bundesbeauftragte gelegentlich der Erfüllung
seiner Ausgaben nach § 37 fest, daß Vorstände von politischen
Parteien bis hinunter zur Kreisebene,  Personen, die in  Ver-
bänden auf Bundes- oder Landesebene leitende Funktionen
wahrnehmen,  in Betrieben einer juristischen Person ein Vor-
standsmitglied, ein Geschäftsführer, ein Betriebsleiter oder ein
leitender Angestellter, in Betrieben einer Personenmehrheit eine
durch Gesetz, Satzung oder Gesellschaftsvertrag zur Vertretung

der Personenmehrheit berufene Person, ein Geschäftsführer, ein
Betriebsleiter oder ein leitender Angestellter, hauptamtlich oder
inoffiziell für den Staatssicherheitsdienst tätig gewesen ist, so
hat er dies von sich aus den zuständigen Stellen mitzuteilen.
(2) Mitteilungen nach Absatz 1 sind nur zulässig, soweit sie
auch auf Ersuchen erfolgen dürfen.

§ 29 [Zweckbindung]
(1) Nach den §§ 19 bis 23 und 25 sowie den §§ 27 und 28
übermittelte personenbezogene Informationen dürfen nur für
die Zwecke verarbeitet und genutzt werden, für die sie über-
mittelt worden sind. für andere Zwecke dürfen sie nur verar-
beitet oder genutzt werden, soweit die Voraussetzungen der
§§ 20 bis 23 und 25 vorliegen.
(2) Sollen personenbezogene Informationen über Betroffene
oder Dritte nach Absatz 1 Satz 2 für einen anderen Zweck
verarbeitet oder genutzt werden, ist die Zustimmung des Bun-
desbeauftragten erforderlich.
(3) Die Absätze 1 und 2 gelten entsprechend für personenbe-
zogene Informationen in den Unterlagen, die nach § 8 Abs.2
bei öffentlichen Stellen verbleiben.

§ 30 Benachrichtigung von der Übermittlung]
(1) Werden vom Bundesbeauftragten personenbezogene Infor-
mationen über einen Betroffenen nach den §§ 21, 27 Abs.1
und 28 übermittelt, ist dem Betroffenen die Art der übermit-
telten Informationen und deren Empfänger mitzuteilen.
(2) Eine Pflicht zur Benachrichtigung besteht nicht, wenn der
Betroffene auf andere Weise Kenntnis von der Übermittlung
erlangt hat oder die Benachrichtigung nur mit unvertretbarem
Aufwand möglich wäre.
(3) Eine Benachrichtigung unterbleibt während des Zeitraums,
für den die zuständige oberste Bundes- oder Landesbehörde
gegenüber dem Bundesbeauftragten festgestellt hat, daß das
Bekanntwerden der Übermittlung die öffentliche Sicherheit
gefährden oder sonst dem Wohle des Bundes oder eines Lan-
des Nachteile bereiten würde.

§ 31[Gerichtliche Überprüfung von Entscheidungen des
Bundesbeauftragten auf Antrag von Behörden]
(1) Lehnt der Bundesbeauftragte ein Ersuchen einer Behörde
um Mitteilung, Einsichtnahme oder Herausgabe ab, entschei-
det über die Rechtmäßigkeit dieser Ablehnung auf Antrag der
betroffenen Behörde das Oberverwaltungsgericht nach münd-
licher Verhandlung durch Beschluß. Der Beschluß ist unanfecht-
bar. Ein Vorverfahren findet nicht statt. Zuständig ist das
Oberverwaltungsgericht, in dessen Bezirk der Bundesbeauftrag-
te seinen Sitz hat.
(2) Der Vorsitzende kann aus besonderen Gründen die Einsicht
in die Akten oder in Aktenteile sowie die Fertigung oder Ertei-
lung von Auszügen und Abschriften versagen oder beschränken.
Dieser Beschluß und der Beschluß des Oberverwaltungsgerichts
über die Verpflichtung zur Vorlage von Urkunden nach § 99
Abs.2 der Verwaltungsgerichtsordnung sind nicht anfechtbar. Im
übrigen sind die Beteiligten zur Geheimhaltung von Tatsachen
verpflichtet, die ihnen durch Akteneinsicht zur Kenntnis gelangt
sind.

Dritter Unterabschnitt:Verwendung der Unterlagen des
Staatssicherheitsdienstes für die politische und Histori-
sche Aufarbeitung sowie durch Presse und Rundfunk

§ 32 [Verwendung von Unterlagen für die Aufarbeitung der
Tätigkeit des Staatssicherheitsdienstes]
(1) Für die Forschung zum Zwecke der politischen und histori-
schen Aufarbeitung der Tätigkeit des Staatssicherheitsdienstes
sowie für Zwecke der politischen Bildung stellt der Bundesbe-
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auftragte folgende Unterlagen zur Verfügung:Unterlagen, die
keine personenbezogenen Informationen enthalten, Duplikate
von Unterlagen, in denen die personenbezogenen Informationen
anonymisiert worden sind, es sei denn, die Informationen sind
offenkundig, Unterlagen mit personenbezogenen Informationen
überMitarbeiter des Staatssicherheitsdienstes, soweit es sich
nicht um Tätigkeiten für den Staatssicherheitsdienst vor Voll-
endung des 18. Lebensjahres gehandelt hat, oder Begünstigte des
Staatssicherheitsdienstes, Unterlagen mit personenbezogenen
Informationen über Personen der Zeitgeschichte, Inhaber poli-
tischer Funktionen oder Amtsträger, soweit es sich um Informa-
tionen handelt, die ihre zeitgeschichtliche Rolle, Funktions- oder
Amtsausübung betreffen, Unterlagen mit anderen personenbe-
zogenen Informationen, wenn die schriftlichen Einwilligungen
der betreffenden Personen vorgelegt werden; die Einwilligun-
gen müssen den Antragsteller, das Vorhaben und die durchfüh-
renden Personen bezeichnen. Unterlagen mit personenbezoge-
nen Informationen nach Satz 1 Nr. 3 und 4 dürfen nur zur
Verfügung gestellt werden, soweit durch deren Verwendung
keine überwiegenden schutzwürdigen Interessen der dort ge-
nannten Personen beeinträchtig werden. Bei der Abwägung ist
insbesondere zu berücksichtigen, ob die Informationserhebung
erkennbar auf einer Menschenrechtsverletzung beruht.
(2) Unterlagen, die sich nach § 37 Abs.1 Nr.3 Buchstabe b bis d
in besonderer Verwahrung befinden, dürfen nur mit Einwilli-
gung des Bundesministers des Innern verwendet werden.
(3) Personenbezogene Informationen dürfen nur veröffentlicht
werden, wenn diese offenkundig sind, es sich um Informationen
handelt über Mitarbeiter des Staatssicherheitsdienstes, soweit
diese nicht um Tätigkeiten für den Staatssicherheitsdienst vor
Vollendung des 18.Lebensjahres betreffen, oder  Begünstigte des
Staatssicherheitsdienstes, es sich um Informationen handelt über
Personen der Zeitgeschichte, Inhaber politischer Funktionen oder
Amtsträger soweit diese ihre zeitgeschichtliche Rolle, Funkti-
ons- oder Amtsausübung betreffen, oder die Personen, über die
personenbezogene Informationen veröffentlicht werden sollen,
eingewilligt haben. handelt und durch die Veröffentlichung keine
überwiegenden schutzwürdigen Interessen der genannten Per-
sonen beeinträchtigt werden. Durch die Veröffentlichung der in
Satz 1 Nr. 2 und 3 genannten personenbezogenen Informationen
dürfen keine überwiegenden schutzwürdigen Interessen der
genannten Personen beeinträchtig werden. Bei der Abwägung ist
insbesondere zu berücksichtigen, ob die Informationserhebung
erkennbar auf einer Menschenrechtsverletzung beruht.
(4) Die Absätze 1 bis 3 gelten sinngemäß auch für Zwecke der
politischen und historischen Aufarbeitung der nationalsozialis-
tischen Vergangenheit.  

§ 32a
(1) Sollen Unterlagen nach § 32 Abs. 1 Satz 1 Nr. 4 zur Ver-
fügung gestellt werden, sind die hiervon betroffenen Personen
zuvor rechtzeitig darüber und über den Inhalt der Information
zu benachrichtigen, damit Einwände gegen ein Zugänglichma-
chen solcher Unterlagen vorgebracht werden können. Der
Bundesbeauftragte berücksichtig diese Einwände bei der nach
§ 32 Abs. 1 vorzunehmenden Interessenabwägung. Soweit kein
Einvernehmen erzielt wird, dürfen Unterlagen zwei Wochen
nach Mitteilung des Ergebnisses der Abwägung zugänglich
gemacht werden.
(2) Eine Benachrichtigung kann entfallen, wenn die Beeinträch-
tigung schutzwürdiger Interessen der betreffenden Person
nicht zu befürchten ist, die Benachrichtigung nicht möglich ist
oder diese nur mit unverhältnismäßigen Aufwand möglich wäre.

§ 33 [Verfahren]
(1) Für Zwecke der Forschung und der politischen Bildung kann
in der Zentralstelle oder in einer der Außenstellen des Bundes-
beauftragten Einsicht in Unterlagen genommen werden.

(2) Die Einsichtnahme kann wegen der Bedeutung oder des
Erhaltungszustandes der Unterlagen auf die Einsichtnahme in
Duplikate beschränkt werden.
(3) Soweit die Einsichtnahme in Unterlagen gestattet ist, kön-
nen auf Verlangen Duplikate der Unterlagen herausgegeben
werden.
(4) Duplikate, die nach Absatz 3 herausgegeben worden sind,
dürfen von dem Empfänger weder für andere Zwecke Verwen-
det noch an andere Stellen weitergegeben werden.
(5) Die Einsichtnahme in noch nicht erschlossene Unterlagen
ist nicht zulässig.

§ 34 [Verwendung von Unterlagen durch Presse, Rundfunk
und Film]
(1) Für die Verwendung von Unterlagen durch Presse, Rund-
funk, Film, deren Hilfsunternehmen und die für sie journalis-
tisch-redaktionell tätigen Personen gelten die §§ 32 und 33
entsprechend.
(2) Führt die Veröffentlichung personenbezogener Informati-
onen durch Rundfunkanstalten des Bundesrechts zu Gegendar-
stellungen von Personen, die in der Veröffentlichung genannt
sind, so sind diese Gegendarstellungen den personenbezoge-
nen Informationen beizufügen und mit ihnen aufzubewahren.
Die Informationen dürfen nur zusammen mit den Gegendar-
stellungen erneut veröffentlicht werden.

Vierter Abschnitt:
Bundesbeauftragter für die Unterlagen des Staatssicher-

heitsdienstes

§ 35 [Bundesbeauftragter für die Unterlagen des Staatssi-
cherheitsdienstes der ehemaligen Deutschen Demokrati-
schen Republik]
(1) Der Bundesbeauftragte für die Unterlagen des Staatssicher-
heitsdienstes der ehemaligen Deutschen Demokratischen Repu-
blik ist eine Bundesoberbehörde im Geschäftsbereich des Bun-
desministers des Innern. Er hat eine Zentralstelle in Berlin und
Außenstellen in den Ländern Berlin, Brandenburg, Mecklenburg-
Vorpommern, Sachsen, Sachsen-Anhalt und Thüringen.
(2) Der Leiter der Behörde wird auf Vorschlag der Bundesre-
gierung vom Deutschen Bundestag mit mehr als der Hälfte der
gesetzlichen Zahl seiner Mitglieder gewählt. Er muß bei sei-
ner Wahl das 35.Lebensjahr vollendet haben. Der Gewählte
führt als Amtsbezeichnung die Bezeichnung seiner Behörde.
Er ist vom Bundespräsidenten zu ernennen.
(3) Der Bundesbeauftragte leistet vor dem Bundesminister des
Innern folgenden Eid: «Ich schwöre, daß ich meine Kraft dem
Wohle des deutschen Volkes widmen, seinen Nutzen mehren,
Schaden von ihm wenden, das Grundgesetz und die Gesetze
des Bundes wahren und verteidigen, meine Pflichten gewissen-
haft erfüllen und Gerechtigkeit gegen jedermann üben werde.
So wahr mir Gott helfe.» Der Eid kann auch ohne religiöse
Beteuerung geleistet werden.
(4) Die Amtszeit des Bundesbeauftragten beträgt fünf Jahre.
Einmalige Wiederwahl ist zulässig. (5) Der Bundesbeauftrag-
te steht nach Maßgabe dieses Gesetzes zum Bund in einem
öffentlich-rechtlichen Amtsverhältnis. Er ist in Ausübung seines
Amtes unabhängig und nur dem Gesetz unterworfen. Er unter-
steht der Rechtsaufsicht der Bundesregierung. Die Dienstauf-
sicht führt der Bundesminister des Innern.

§ 36 [Rechtsstellung des Bundesbeauftragten]
(1) Das Amtsverhältnis des Bundesbeauftragten beginnt mit der
Aushändigung der Errennungsurkunde. Es endet mit Ablauf der
Amtszeit,  mit der Entlassung.
Der Bundespräsident entläßt den Bundesbeauftragten, wenn
dieser es verlangt oder auf Vorschlag der Bundesregierung,
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wenn Gründe vorliegen, die bei einem Richter auf Lebenszeit
die Entlassung aus dem Dienst rechtfertigen. Im Falle der
Beendigung des Amtsverhältnisses erhält der Bundesbeauftragte
eine vom Bundespräsidenten vollzogene Urkunde. Eine Ent-
lassung wird mit der Aushändigung der Urkunde wirksam. Auf
Ersuchen des Bundesministers des Innern ist der Bundesbeauf-
tragte verpflichtet, die Geschäfte bis zur Ernennung seines
Nachfolgers weiterzuführen.
(2) Der Bundesbeauftragte darf neben seinem Amt kein ande-
res besoldetes Amt, kein Gewerbe und keinen Beruf ausüben
und weder der Leitung oder dem Aufsichtsrat oder Verwaltungs-
rat eines auf Erwerb gerichteten Unternehmens noch einer
Regierung oder einer gesetzgebenden Körperschaft des Bun-
des oder eines Landes angehören. Er darf nicht gegen Entgelt
außergerichtliche Gutachten abgeben.
(3) Der Bundesbeauftragte hat dem Bundesminister des Innern
Mitteilungen über Geschenke zu machen, die er in bezug auf
sein Amt erhält. Der Bundesminister des Innern entscheidet über
die Verwendung der Geschenke.
(4) Der Bundesbeauftragte ist, auch nach Beendigung seines
Amtsverhältnisses, verpflichtet, über die ihm amtlich bekannt-
gewordenen Angelegenheiten Verschwiegenheit zu bewahren.
Dies gilt nicht für Mitteilungen im dienstlichen Verkehr oder
über Tatsachen, die offenkundig sind oder ihrer Bedeutung nach
keiner Geheimhaltung bedürfen. Der Bundesbeauftragte darf,
auch wenn er nicht mehr im Amt ist, über solche Angelegen-
heiten ohne Genehmigung des Bundesministers des Innern
weder vor Gericht noch außergerichtlich aussagen oder Erklä-
rungen abgeben. Unberührt bleibt die gesetzlich begründete
Pflicht, Straftaten anzuzeigen und bei Gefährdung der freiheit-
lichen demokratischen Grundordnung für deren Erhaltung ein-
zutreten.
(5) Die Genehmigung, als Zeuge auszusagen, soll nur versagt
werden, wenn die Aussage dem Wohle des Bundes oder eines
deutschen Landes Nachteile bereiten oder die Erfüllung öffent-
licher Aufgaben ernstlich gefährden oder erheblich erschwe-
ren würde. Die Genehmigung, ein Gutachten zu erstatten, kann
versagt werden, wenn die Erstattung den dienstlichen Interes-
sen Nachteile bereiten würde. § 28 des Gesetzes über das Bun-
desverfassungsgericht in der Fassung der Bekanntmachung vom
12. Dezember 1985 (BGBl. I, S.2229) bleibt unberührt.
(6) Der Bundesbeauftragte erhält vom Beginn des Kalender-
monats an, in dem das Amtsverhältnis beginnt, bis zum Schluß
des Kalendermonats, in dem das Amtsverhältnis endet, im Falle
des Absatzes 1 Satz 6 bis zum Ende des Monats, in dem die
Geschäftsführung endet, Amtsbezüge in Höhe der einem Bun-
desbeamten der Besoldungsgruppe B9 zustehenden Besoldung.
Das Bundesreisekostengesetz und das Bundesumzugskosten-
gesetz sind entsprechend anzuwenden. Im übrigen sind die
§§ 13 bis 20 des Bundesministergesetzes in der Fassung der
Bekanntmachung vom 27. Juli 1971 (BGBl. I, S.1166), zuletzt
geändert durch Artikel 4 des Gesetzes vom 18. Dezember 1989
(BGBl. I, S.2210), mit der Maßgabe anzuwenden, daß an die
Stelle der zweijährigen Amtszeit in § 15 Abs.1 des Bundesmi-
nistergesetzes eine Amtszeit von fünf Jahren tritt. Abweichend
von Satz 3 in Verbindung mit den §§ 15 bis 17 des Bundes
ministergesetzes berechnet sich das Ruhegehalt des Bundesbe-
auftragten unter Hinzurechnung der Amtszeit als ruhegehalts-
fähige Dienstzeit in entsprechender Anwendung des Beamten-
versorgungsgesetzes, wenn dies günstiger ist und der
Bundesbeauftragte sich unmittelbar vor seiner Wahl zum Bun-
desbeauftragten als Beamter oder Richter mindestens in dem
letzten gewöhnlich vor Erreichen der Besoldungsgruppe B9 zu
durchlaufenden Amt befunden hat.

§ 37 [Aufgaben und Befugnisse des Bundesbeauftragten]
(1) Der Bundesbeauftragte hat nach Maßgabe dieses Gesetzes
folgende Aufgaben und Befugnisse:Erfassung der Unterlagen

des Staatssicherheitsdienstes,  nach archivischen Grundsätzen
Bewertung, Ordnung, Erschließung, Verwahrung und Verwal-
tung der Unterlagen, Verwaltung der Unterlagen im zentralen
Archiv der Zentralstelle und in den regionalen Archiven der
Außenstellen; gesondert zu verwahren sind die dem Staatssi-
cherheitsdienst überlassenen Akten von Gerichten und Staats-
anwaltschaften,  Duplikate nach § 11 Abs.2 Satz 2,
Unterlagen über Mitarbeiter von Nachrichtendiensten des Bun-
des, der Länder und der Verbündeten,
Unterlagen über Mitarbeiter anderer Nachrichtendienste,  mit
technischen oder sonstigen fachlichen Anweisungen oder Be-
schreibungen über Einsatzmöglichkeiten von Mitteln und
Methoden auf den Gebieten der Spionage, Spionageabwehr oder
des Terrorismus, wenn der Bundesminister des Innern im Ein-
zelfall erklärt, daß das Bekanntwerden der Unterlagen die öf-
fentliche Sicherheit gefährden oder sonst dem Wohl des Bun-
des oder eines Landes Nachteile bereiten würde;  für die
gesonderte Verwahrung nach Buchstabe b bis d gelten die
Vorschriften über den Umgang mit Verschlußsachen der Ge-
heimhaltungsgrade VS -Vertraulich und höher,  Erteilung von
Auskünften, Mitteilungen aus Unterlagen, Gewährung von
Einsicht in Unterlagen, Herausgabe von Unterlagen,
Aufarbeitung der Tätigkeit des Staatssicherheitsdienstes durch
Unterrichtung der Öffentlichkeit über Struktur, Methoden und
Wirkungsweise des Staatssicherheitsdienstes; für die Veröffent-
lichung personenbezogener Informationen gilt § 32 Abs.3,
Unterstützung der Forschung und der politischen Bildung bei
der historischen und politischen Aufarbeitung der Tätigkeit des
Staatssicherheitsdienstes durch Gewährung von Einsicht in
Unterlagen und Herausgabe von Duplikaten von Unterlagen,
Information und Beratung von natürlichen Personen, anderen
nicht-öffentlichen Stellen und öffentlichen Stellen; die Infor-
mation und Beratung kann auch in den Außenstellen erfolgen,
Einrichtung und Unterhaltung von Dokumentations und Aus-
stellungszentren.
(2) Der Bundesbeauftragte gewährleistet die Einhaltung ein-
heitlicher Grundsätze bei der Erfüllung seiner Aufgaben.
(3) Der Bundesbeauftragte erstattet dem Deutschen Bundestag
auf dessen Ersuchen, im übrigen mindestens alle zwei Jahre,
erstmals zum 1. Juli 1993, einen Tätigkeitsbericht. Ab seinem
zweiten regelmäßigen Tätigkeitsbericht hat er mitzuteilen, in
weichem Umfang und in welchen Zeitraum Unterlagen für die
Erfüllung seiner Aufgaben voraussichtlich nicht mehr benötigt
werden. Auf Anforderung des Deutschen Bundestages oder der
Bundesregierung hat der Bundesbeauftragte Gutachten zu er-
stellen und Berichte zu erstatten. Der Bundesbeauftragte kann
sich jederzeit an den Deutschen Bundestag wenden. In Ange-
legenheiten einer gesetzgebenden Körperschaft berichtet er
dieser Körperschaft unmittelbar.

§ 38 [Landesbeauftragte, Verhältnis zum Bundesbeauftrag-
ten]
(1) Zur Unterstützung der Arbeit des Bundesbeauftragten bei
der Wahrnehmung seiner Aufgaben nach § 37 kann in den
Ländern Berlin, Brandenburg, Mecklenburg-Vorpommern,
Sachsen, Sachsen-Anhalt und Thüringen eine Stelle als Lan-
desbeauftragter für die Unterlagen des Staatssicherheitsdiens-
tes der ehemaligen Deutschen Demokratischen Republik be-
stimmt werden. Die näheren Einzelheiten richten sich nach
Landesrecht.
(2) Der Bundesbeauftragte gibt den Landesbeauftragten Gele-
genheit, zu landesspezifischen Besonderheiten bei der Verwen-
dung der Unterlagen nach dem Dritten Abschnitt dieses Ge-
setzes Stellung zu nehmen. (3) Landesrecht kann bestimmen,
daß die Landesbeauftragten die Beteiligten bei der Wahrneh-
mung ihrer Rechte nach den §§ 13 bis 17 beraten. Diese Tä-
tigkeit kann sich auch auf die psychosoziale Beratung nach
Abschluß der Verfahren nach § 12 erstrecken.  
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§ 39 [Beirat]
(1) Beim Bundesbeauftragten wird ein Beirat gebildet. Der
Beirat besteht aus neun Mitgliedern, die von den Ländern
Berlin, Brandenburg, Mecklenburg-Vorpommern, Sachsen,
Sachsen-Anhalt und Thüringen benannt werden, und  sieben
Mitgliedern, die vom Deutschen Bundestag gewählt werden.
Die Mitglieder des Beirats werden durch den Bundesminister
des lnnern für die Dauer von fünf Jahren bestellt.
(2) Der Bundesbeauftragte unterrichtet den Beirat über grund-
sätzliche oder andere wichtige Angelegenheiten und erörtert sie
mit ihm. Der Beirat berät den Bundesbeauftragten insbesondere
in folgenden Angelegenheiten:
vollständige Erfassung der Unterlagen des Staatssicherheits-
dienstes und Auswertung der Unterlagen nach § 10,
Festlegung der archivischen Grundsätze bei der Bewertung,
Ordnung, Erschließung, Verwahrung und Verwaltung der
Unterlagen,
Festlegung einheitlicher Grundsätze für die Einsichtgewährung
und Herausgabe,
Festlegung von Bewerlungskriterien in den Fällen des § 20
Abs.1 Nr.6 und 7 und des § 21 Abs.1 Nr.6 und 7,
Festlegung von Prioritäten bei Anträgen von einzelnen und
Ersuchen von öffentlichen und nicht-öffentlichen Stellen,
Festlegung der Aufgaben der Außenstellen bei ihrer Beratungs-
tätigkeit,
Arbeitsprogramme für die Aufarbeitung der Tätigkeit des
Staatssicherheitsdienstes und die Unterrichtung der Öffentlich-
keit und
Unterstützung der Forschung und der politischen Bildung.
Ferner berät der Beirat die Tätigkeitsberichte nach § 37 Abs.3
Satz 1 vor.
(3) Der Bundesbeauftragte leitet die Sitzungen des Beirates.
(4) Der Beirat gibt sich eine Geschäftsordnung, die der Zustim-
mung der Bundesregierung bedarf.
(5) Mitglieder des Beirates sind bei ihrer Bestellung zur Ver-
schwiegenheit über die ihnen bei ihrer Tätigkeit bekanntgewor-
denen Tatsachen, soweit sie nicht offenkundig sind, zu ver-
pflichten. Die Verschwiegenheitspflicht besteht auch nach
Beendigung ihrer Mitgliedschaft im Beirat fort.

§ 40 [Maßnahmen zur Sicherung der Unterlagen]
(1) Der Bundesbeauftragte trifft für seine Behörde die organi-
satorischen und technischen Maßnahmen, die erforderlich sind,
um die Unterlagen gegen unbefugten Zugriff zu sichern.
(2) Es ist insbesondere sicherzustellen, daß  die Mitarbeiter des
Bundesbeauftragten auf Unterlagen und Datenverarbeitungssys-
teme ausschließlich im Rahmen ihrer Aufgabenzuweisung zu-
greifen können und jeder Zugriff auf Unterlagen unter Angabe
des Anlasses protokolliert wird,  die unbefugte Erstellung von
archivischen Findmitteln und die unbefugte Eingabe von Infor-
mationen sowie die unbefugte Kenntnisnahme, Veränderung
oder Löschung gespeicherter Informationen verhindert wird,
dokumentiert wird, weiche Unterlagen oder Informationen aus
Unterlagen zu welcher Zeit an wen herausgegeben oder übermit-
telt worden sind,  nachträglich feststellt und überprüfbar ist,
weiche Informationen zu welcher Zeit in Datenverarbeitungssys-
teme eingegeben worden sind,  Gebäude, in denen die Unterla-
gen des Staatssicherheitsdienstes untergebracht sind, gegen
unbefugtes Eindringen geschützt sind,  Unbefugte keinen Zugang
zu den Archiven und zu Datenverarbeitungssystemen, mit denen
Informationen aus den Unterlagen verarbeitet werden, erhalten,
Unterlagen nicht unbefugt gelesen, kopiert, verändert, vernichtet
oder entfernt werden können,
Unterlagen und Datenträger beim Transport nicht unbefugt
gelesen, kopiert, verändert, gelöscht oder vernichtet werden
können,  die innerbehördliche Organisation insgesamt so ge-
staltet ist, daß sie den besonderen Anforderungen des Daten-
schutzes gerecht wird.

§ 41 [Automatisierte Verfahren, Informationsverarbeitung
im Auftrag]
(1) Personenbezogene lnformationen aus Unterlagen des Staats-
sicherheitsdienstes darf der Bundesbeauftragte in automatisierten
Dateien nur als Hilfsmittel zur Erfüllung seiner Aufgaben spei-
chern, verändern und nutzen. Die Dateien enthalten nur die In-
formationen, die zum Auffinden von Unterlagen und der dazu
notwendigen ldentifizierung von Personen erforderlich sind. Auf
diese Dateien ist § 20 des Bundesdatenschutzgesetzes anzuwen-
den.
(2) Die Einrichtung automatisierter Abrufverfahen zum Zwe-
cke der Übermittlung ist unzulässig.
(3) Die Verarbeitung von Informationen aus den Unterlagen im
Auftrag ist nur durch öffentliche Stellen und nur dann zuläs-
sig, wenn die Verarbeitung beim Bundesbeauftragten mit ei-
genen Mitteln nicht oder nur mit unverhältnismäßigem Aufwand
möglich ist und der Auftragnehmer unter besonderer Berück-
sichtigung der Eignung gerade für den Umgang mit diesen
Informationen ausgewählt worden ist. Der Auftragnehmer darf
die Informationen ausschließlich entsprechend den Weisungen
des Bundesbeauftragten verarbeiten.

Fünfter Abschnitt:
Schlußvorschriften 

§ 42 [Kosten]
(1) Für Amtshandlungen nach den §§ 13 und 15 bis 17 sowie
gegenüber nicht-öffentlichen Stellen nach den §§ 20, 21, 32
und 34 sind Kosten (Gebühren und Auslagen) zu erheben. In
den Fällen des Widerufs oder der Rücknahme einer Amtshand-
lung, der Ablehnung oder Zurücknahme eines Antrags auf Vor-
nahme einer Amtshandlung sowie der Zurückweisung oder Zu-
rücknahme eines Widerspruchs sind ebenfalls Kosten zu
erheben. Für Auskünfte an Betroffene, Dritte und nahe Ange-
hörige Vermißter oder Verstorbener sowie für die ihnen ge-
währte Einsicht in die Unterlagen werden Kosten nicht erho-
ben.
(2) Der Bundesminister des lnnern wird ermächtigt, durch
Rechtsverordnung die gebührenpflichtigen Tatbestände und die
Gebührensätze zu bestimmen.

§ 43 [Vorrang dieses Gesetzes]
Die Regelungen dieses Gesetzes gehen Vorschriften über die
Zulässigkeit der Übermittlung personenbezogener Informa-
tionen in anderen Gesetzen vor. Das Bundesdatenschutzge-
setz findet mit Ausnahme der Vorschriften über die Daten-
schutzkontrolle keine Anwendung, soweit nicht in § 6 Abs.9
und § 41 Abs.1 Satz 3 dieses Gesetzes etwas anderes bestimmt
ist.

§ 44 [Strafvorschriften]
Wer von diesem Gesetz geschützte Originalunterlagen oder
Duplikate von Originalunterlagen mit personenbezogenen In-
formationen über Betroffene oder Dritte ganz oder in wesent-
lichen Teilen im Wortlaut öffentlich mitteilt, wird mit
Freiheitsstrafe bis zu drei Jahren oder mit Geldstrafe bestraft.
Dies gilt nicht, wenn der Betroffene oder Dritte eingewilligt
hat.

§ 45 [Bußgeldvorschriften]
(1) Ordnungswidrig handelt, wer vorsätzlich oder fahrlässig
entgegen § 7 Abs.3 eine Anzeige nicht oder nicht rechtzeitig
erstattet,  entgegen § 9 Abs.1 Satz 1 und Abs.2 Unterlagen oder
Kopien und sonstige Duplikate von Unterlagen nicht oder nicht
rechtzeitig auf Verlangen des Bundesbeauftragten herausgibt
oder  entgegen § 9 Abs.3 Unterlagen dem Bundesbeauftragten
nicht übermittelt.
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(2) Die Ordnungswidrigkeit kann mit einer Geldbuße bis zu
fünfhunderttausend Deutsche Mark geahndet werden.

§ 46 [Straffreiheit]
Wer Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes durch strafbare
Vergehen erlangt hat, wird nicht bestraft, wenn er der Anzei-
gepflicht nach § 7 Abs.3 innerhalb einer Frist von drei Mona-
ten nach lnkrafttreten dieses Gesetzes nachkommt.

§ 46a [Einschränkung von Grundrechten]
Das Brief-, Post- und Fernmeldegeheimnis (Artikel 10 des
Grundgesetzes) wird nach Maßgabe dieses Gesetzes einge-
schränkt.

§ 47 [Aufhebung von Vorschriften, Überleitung des Amts-
inhabers]
Die Regelungen in Anlage 1 Kapitel II Sachgebiet B Ab-
schnitt 11 Nr.2 Buchstabe b des Einigungsvertrages vom
31. August 1990 (BGBl. II, S.885, 912) werden aufgehoben.
(2) Das Rechtsverhältnis des aufgrund der in Absatz 1 genann-
ten Regelungen berufenen und bei Inkrafttreten dieses Geset-
zes vorhandenen Amtsinhabers richtet sich nach diesem Ge-
setz. Die aufgrund des Einigungsvertrages ergangenen
besoldungs- und versorgungsrechtlichen Übergangsvorschrif-
ten gelten sinngemäß.

§ 48 [Inkrafttreten]
(1) Dieses Gesetz tritt am Tage nach der Verkündung in Kraft.
(2) § 35 Abs.2 Satz 1 ist erstmalig bei der Neuberufung des
Leiters der Bundesoberbehörde nach Ablauf der Amtszeit des
jetzigen Amtsinhabers anzuwenden.

————————

§ 3 Mindestbetrag einer Gebühr, Abrundung
Der Mindestbetrag einer Gebühr ist 5,11 Euro. Centbeträge sind
auf volle Eurobeträge abzurunden.*

§ 4 Kostenbefreiung
Von der Zahlung der Kosten sind befreit:
Betroffene im Sinne des § 6 Abs. 3, Dritte im Sinne des § 6
Abs. 7 und nahe Angehörige im Sinne des § 15 Abs. 3 des Stasi-
Unterlagen-Gesetzes, soweit an sie Auskünfte erteilt werden
oder ihnen Einsicht in Unterlagen gewährt wird;
über- oder zwischenstaatliche Organisationen, in denen die
Bundesrepublik Deutschland Mitglied ist.

§ 5 Kostenschuldner
(1) Zur Zahlung der Kosten ist verpflichtet,  wer die Amtshand-
lung veranlasst oder zu wessen Gunsten sie vorgenommen wird;
wer die Kosten durch eine gegenüber dem  undesbeauftragten
abgegebene oder dem Bundesbeauftragten mitgeteilte Erklärung
übernommen hat;  wer für die Kostenschuld eines anderen kraft
Gesetzes haftet.
(2) Mehrere Kostenschuldner haften als Gesamtschuldner.

§ 6 Vorauszahlung, Rücknahme von Anträgen, erfolglose
Widerspruchsverfahren
(1) Der Bundesbeauftragte kann die Zahlung eines Kostenvor-
schusses verlangen. Er kann die Vornahme der Amtshandlung
von der Zahlung oder Sicherstellung des Vorschusses abhän-
gig machen.
 (2) Wird ein Antrag auf Vornahme einer Amtshandlung zu-
rückgenommen, nachdem mit der sachlichen Bearbeitung be-
gonnen, die Amtshandlung aber noch nicht beendet ist, oder
wird ein Antrag aus anderen Gründen als wegen Unzuständig-
keit abgelehnt, oder wird eine Amtshandlung zurückgenommen
oder widerrufen, ermäßigt sich die vorgesehene Gebühr um ein
Viertel; sie kann bis zu einem Viertel der vorgesehenen Ge-
bühr ermäßigt oder es kann von ihrer Erhebung abgesehen
werden, wenn dies der Billigkeit entspricht. Bei einem erfolg-
losen Widerspruch wird eine Gebühr bis zur Höhe der für die
angefochtene Amtshandlung festgesetzten Gebühr erhoben.

§ 7 Unrichtige Sachbehandlung, Kostenermäßigung
(1)Kosten, die bei richtiger Behandlung der Sache durch den
Bundesbeauftragten nicht entstanden wären, werden nicht er-
hoben. Das gleiche gilt für Auslagen, die durch eine von Amts
wegen veranlasste Verlegung oder Vertagung eines Termins
entstanden sind.
(2) Der Bundesbeauftragte kann ausnahmsweise, wenn dies mit
Rücksicht auf die wirtschaftlichen Verhältnisse des Zahlungs-
pflichtigen oder sonst aus Billigkeitsgründen geboten erscheint,
die Kosten für Amtshandlungen nach den §§ 13 bis 17, 20, 21,
32 und 34 des Stasi-Unterlagen-Gesetzes unter die Sätze des
Kostenverzeichnisses ermäßigen. § 3 bleibt unberührt.

§ 8 Inkrafttreten
Diese Verordnung tritt am Tage nach der Verkündung in Kraft.
Der Bundesrat hat zugestimmt
Bonn, den 13. Juli 1992
Der Bundesminister des Innern
. Seiters

————————

4. Gesetz über die Rehabilitierung und Entschädigung von
Opfern rechtsstaatswidriger Strafverfolgungsmassnahmen
im Beitrittsgebiet
Ley de rehabilitación e indemnización a las víctimas  por per-
secución de delitos declarados contrarios a los principios de
un Estado de Derecho, en los territorios de adhesión

2. Verordnung über die Kosten beim Bundesbeauftragten
für die Unterlagen des Staatssicherheitsdienstes der ehema-
ligen Deutschen Demokratischen Republik (Stasi-Unterla-
gen-Kostenordnung - StUKostV)
Decreto de los costes ante el Delegado federal para los expe-
dientes del servicio de seguridad del Estado de la antigua RDA
de 13 de julio de 1992 (BGBl. I 1992, S. 1241), modificado
el 08.05.1995, BGBl. I 1995, S. 625,

Auf Grund des § 42 Abs. 2 in Verbindung mit Abs. 1 des Sta-
si-Unterlagen-Gesetzes vom 20. Dezember 1991 (BGBl. I S.
2272), der durch Artikel 1 Nr. 2 des Gesetzes vom 26. Juli 1994
(BGBl. I S. 1748) geändert worden ist, in Verbindung mit dem
2. Abschnitt des Verwaltungskostengesetzes vom 23. Juni 1970
(BGBl. I S. 821) verordnet der Bundesminister des Innern:

§ 1 Geltungsbereich
Für Amtshandlungen des Bundesbeauftragten für die Unterla-
gen des Staatssicherheitsdienstes der ehemaligen Deutschen
Demokratischen Republik (Bundesbeauftragter) nach den §§ 13
bis 17 sowie gegenüber nicht-öffentlichen Stellen nach den §§
20, 21, 32 und 34 des Stasi-Unterlagen-Gesetzes werden Kosten
(Gebühren und Auslagen) nur nach den Vorschriften dieser
Verordnung erhoben.

§ 2 Kosten
(1) Die Kosten bestimmen sich nach dem anliegenden Kosten-
verzeichnis.
(2) Auslagen werden zusätzlich zu den Gebühren erhoben.
Erreichen die Auslagen nicht die Höhe von 2,56 Euro, werden
sie nicht erhoben.
§ 35 Auslagen sind auch dann zu erheben, wenn eine Gebühr
für die Amtshandlung nicht erhoben wird. § 42 Abs. 1 Satz 3
des Stasi-Unterlagen-Gesetzes bleibt unberührt.
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BGBl I 29 de octubre de 1992, p.1814, modificada el
17.12.1999 I 2664 y el 3.8.2005.

Abschnitt 1
Rehabilitierung und Folgeansprüche

§ 1 Aufhebung rechtsstaatswidriger Entscheidungen
(1) Die strafrechtliche Entscheidung eines staatlichen deutschen
Gerichts in dem in Artikel 3 des Einigungsvertrages genann-
ten Gebiet (Beitrittsgebiet) aus der Zeit vom 8. Mai 1945 bis
zum 2. Oktober 1990 ist auf Antrag für rechtsstaatswidrig zu
erklären und aufzuheben (Rehabilitierung), soweit sie mit
wesentlichen Grundsätzen einer freiheitlichen rechtsstaatlichen
Ordnung unvereinbar ist, insbesondere weil
1. die Entscheidung politischer Verfolgung gedient hat; dies
gilt in der Regel für Verurteilungen nach folgenden Vorschrif-
ten:
a) Landesverräterische Nachrichtenübermittlung (§ 99 des Straf-
gesetzbuches der Deutschen Demokratischen Republik vom 12.
Januar 1968 in der Fassung der Bekanntmachung vom 14.
Dezember 1988, GBl. 1989 I Nr. 3 S. 33);
b) Staatsfeindlicher Menschenhandel (§ 105 des Strafgesetz-
buches der
Deutschen Demokratischen Republik vom 12. Januar 1968 in
der Fassung der Bekanntmachung vom 14. Dezember 1988,
GBl. 1989 I Nr. 3 S. 33);
c) Staatsfeindliche Hetze (§ 106 Abs. 1 Nr. 1 bis 4, Abs. 2 und
3 des Strafgesetzbuches der Deutschen Demokratischen Repu-
blik vom 12. Januar 1968 in der Fassung der Bekanntmachung
vom 14. Dezember 1988, GBl. 1989 I Nr. 3 S. 33);
d) Ungesetzliche Verbindungsaufnahme (§ 219 des Strafgesetz-
buches der Deutschen Demokratischen Republik vom 12. Ja-
nuar 1968 in der Fassung der Bekanntmachung vom 14. De-
zember 1988, GBl. 1989 I Nr. 3 S. 33);
e) Ungesetzlicher Grenzübertritt (§ 213 Abs. 1, 2, 3 Satz 2 Nr.
3 bis 6, oder Abs. 4 des Strafgesetzbuches der Deutschen
Demokratischen Republik vom 12. Januar 1968 in der Fassung
der Bekanntmachung vom 14. Dezember 1988, GBl. 1989 I Nr.
3 S. 33);
f) Boykotthetze gemäß Artikel 6 Abs. 2 der Verfassung der
Deutschen Demokratischen Republik vom 7. Oktober 1949
(GBl. I Nr. 1 S. 5);
g) Wehrdienstentziehung und Wehrdienstverweigerung (§ 256
des Strafgesetzbuches der Deutschen Demokratischen Republik
vom 12. Januar 1968 in der Fassung der Bekanntmachung vom
14. Dezember 1988, GBl. 1989 I Nr. 3 S. 33) oder § 43 des
Gesetzes über den Wehrdienst in der Deutschen Demokratischen
Republik vom 25. März 1982 (GBl. I Nr. 12 S. 221);
h) nach Vorschriften, die den unter den Buchstaben a bis g
genannten Vorschriften inhaltlich entsprechen, sowie i) Hoch-
verrat, Spionage, Anwerbenlassen zum Zwecke der Spionage,
Landesverräterische Agententätigkeit, Staatsverbrechen, die
gegen einen verbündeten Staat gerichtet sind, Unterlassung der
Anzeige einer dieser Straftaten, Geheimnisverrat (§§ 96, 97,
98, 100, 108, 225 Abs. 1 Nr. 2 in Verbindung mit diesen Vor-
schriften, §§ 245 oder 246 des Strafgesetzbuches der Deutschen
Demokratischen Republik vom 12. Januar 1968 in der Fassung
der Bekanntmachung vom 14. Dezember 1988, GBl. 1989 I Nr.
3 S. 33) oder nach inhaltlich entsprechenden Vorschriften, wenn
die Tat für die Bundesrepublik Deutschland, einen mit ihr
verbündeten Staat oder für eine Organisation begangen wor-
den sein soll, die den Grundsätzen einer freiheitlichen rechts-
staatlichen Ordnung verpflichtet ist, oder
2. die angeordneten Rechtsfolgen in grobem Missverhältnis zu
der zu Grunde liegenden Tat stehen.
2) Mit wesentlichen Grundsätzen einer freiheitlichen rechtsstaat-
lichen Ordnung unvereinbar sind die Entscheidungen des Land-

gerichts Chemnitz, Außenstelle Waldheim, aus dem Jahr 1950
(«Waldheimer Prozesse»).
(3) Ist eine Entscheidung auf die Verletzung mehrerer Straf-
vorschriften gestützt und liegen die Voraussetzungen des Ab-
satzes 1 nur hinsichtlich eines Teiles der Strafvorschriften vor,
kann die Entscheidung insgesamt aufgehoben werden, wenn die
übrigen Gesetzesverletzungen für die Anordnung der Rechts-
folgen von untergeordneter Bedeutung gewesen sind.
(4) Kommt eine vollständige Aufhebung der Entscheidung nicht
in Betracht, hebt das Gericht den Teil der Entscheidung auf,
für den die Voraussetzungen des Absatzes 1 vorliegen.
(5) Für strafrechtliche Maßnahmen, die keine gerichtlichen
Entscheidungen sind, gelten die Vorschriften dieses Gesetzes
entsprechend.
(6) Ein Antrag nach Absatz 1 ist unzulässig, soweit nach dem
2. Oktober 1990 über einen auf denselben Sachverhalt gestütz-
ten zulässigen Antrag auf Rehabilitierung oder Kassation rechts-
kräftig entschieden worden ist. Dies gilt nicht, soweit darge-
legt wird, dass der frühere Antrag nach den Vorschriften dieses
Gesetzes Erfolg gehabt hätte.

§ 2 Rechtsstaatswidrige Entscheidungen über Freiheitsent-
zug außerhalb eines Strafverfahrens
(1) Die Vorschriften dieses Gesetzes finden auf eine außerhalb
eines  Strafverfahrens ergangene gerichtliche oder behördliche
Entscheidung, mit der eine Freiheitsentziehung angeordnet
worden ist, entsprechende Anwendung. Dies gilt insbesondere
für eine Einweisung in eine psychiatrische Anstalt, die der
politischen Verfolgung oder sonst sachfremden Zwecken ge-
dient hat.
(2) Der Freiheitsentziehung werden Leben unter haftähnlichen
Bedingungen oder Zwangsarbeit unter haftähnlichen Bedingun-
gen gleichgestellt.

§ 3 Folgeansprüche
(1) Die Aufhebung einer Entscheidung nach § 1 begründet
Ansprüche nach Maßgabe dieses Gesetzes.
(2) Wird eine Einziehung von Gegenständen oder eine Vermö-
genseinziehung aufgehoben, richtet sich die Rückübertragung
oder Rückgabe von Vermögenswerten nach dem Vermögens-
gesetz und dem Investitionsvorranggesetz.

§ 4 Beendigung der Vollstreckung
(1) Die Vollstreckung einer strafgerichtlichen Entscheidung
endet mit der Rechtskraft der aufhebenden Entscheidung, wenn
die Vollstreckung noch nicht beendet ist. Durch einen Antrag
nach § 1 wird die Vollstreckung einer noch nicht vollstreck-
ten Rechtsfolge nicht gehemmt. Das Gericht kann einen Auf-
schub oder eine Unterbrechung der Vollstreckung anordnen.
(2) Soweit die Entscheidung nicht aufgehoben wird, hat das
Gericht die Vollstreckung für erledigt zu erklären, wenn ihre
Fortsetzung unter Berücksichtigung der bereits vollstreckten
Rechtsfolgen unverhältnismäßig wäre.

§ 5 Bundeszentralregister
(1) Die rechtskräftige Entscheidung und die durch Beschwer-
de angefochtene stattgebende Entscheidung des Gerichts sind
dem Bundeszentralregister mitzuteilen; dies gilt nicht, wenn der
Betroffene verstorben ist.
(2) In das Bundeszentralregister ist die durch Beschwerde an-
gefochtene stattgebende Entscheidung einzutragen, wenn die
dem Rehabilitierungsverfahren zugrundeliegende Entscheidung
in das Bundeszentralregister eingetragen ist. Verurteilun-
gen, bei denen die stattgebende Entscheidung vermerkt ist,
werden nicht in das Führungszeugnis aufgenommen; wird in
der Entscheidung dem Rehabilitierungsantrag nur teilweise
stattgegeben, ist im Führungszeugnis darauf hinzuweisen. Ist
das Rehabilitierungsverfahren rechtskräftig abgeschlossen, wird
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die Eintragung nach Satz 1 aus dem Bundeszentralregister ent-
fernt.
(3) Eintragungen im  einer gerichtlichen Entscheidung beru-
hen, die nach diesem Gesetz aufgehoben wird, werden nicht
in das Bundeszentralregister übernommen. Ist die aufgehobe-
ne Entscheidung nicht im Strafregister der Deutschen Demo-
kratischen Republik oder im Bundeszentralregister eingetragen,
erfolgt keine Eintragung in das Bundeszentralregister. Eine
Eintragung im Bundeszentralregister, die auf einer gerichtli-
chen Entscheidung beruht, die nach diesem Gesetz aufgeho-
ben ist, wird entfernt.
(4) Die Zurückweisung eines Antrags nach § 1 ist im  Bundes-
zentralregister zu vermerken, falls die angegriffene gerichtli-
che Entscheidung im Bundeszentralregister eingetragen ist. Ist
die angegriffene Entscheidung im Strafregister der Deutschen
Demokratischen Republik eingetragen, wird die Eintragung in
das Bundeszentralregister übernommen und die Zurückweisung
des Antrags vermerkt; § 64a Abs. 3 des Bundeszentralregis-
tergesetzes bleibt unberührt.
(5) Für die Fristberechnung gelten § 36 Nr. 3, § 64a Abs. 5
des Bundeszentralregistergesetzes entsprechend.

§ 6 Erstattung von Geldstrafen, Kosten des Verfahrens und
notwendigen Auslagen des Betroffenen
(1) Soweit eine Entscheidung aufgehoben wird, besteht ein
Anspruch auf Erstattung gezahlter Geldstrafen, Kosten des
Verfahrens und notwendiger Auslagen des Betroffenen im
Verhältnis von zwei Mark der Deutschen Demokratischen
Republik zu einer Deutschen Mark. Bereits erfolgte Erstattun-
gen sind anzurechnen.
(2) Die Höhe des Erstattungsanspruchs nach Absatz 1 kann
geschätzt werden, wenn eine genaue Feststellung nicht oder nur
mit nverhältnismäßigem Aufwand möglich wäre. 3) § 17 Abs.
4 und § 25 Abs. 1 gelten entsprechend.

Abschnitt 2
Gerichtliches Verfahren

§ 7 Antrag
(1) Der Antrag nach § 1 kann bis zum 31. Dezember 2007
1. von dem durch die Entscheidung unmittelbar in seinen Rech-
ten Betroffenen oder seinem gesetzlichen Vertreter,
2. nach dem Tode des Betroffenen von seinem Ehegatten, seinen
Verwandten in gerader Linie, seinen Geschwistern oder von
Personen, die ein berechtigtes Interesse an der Rehabilitierung
des von der rechtsstaatswidrigen Entscheidung Betroffenen
haben, oder
3. von der Staatsanwaltschaft, jedoch nicht, soweit der unmit-
telbar in seinen Rechten Betroffene widersprochen hat, gestellt
werden. § 20 Abs. 2 Satz 3 des Beruflichen Rehabilitierungs-
gesetzes gilt entsprechend.
(2) Der Antrag kann bei jedem Gericht schriftlich oder zu Pro-
tokoll der Geschäftsstelle erklärt werden. Der Antrag ist zu
begründen.
(3) Der Antrag kann auf bestimmte Beschwerdepunkte be-
schränkt werden.
(4) Die in Absatz 1 Nr. 1 und 2 genannten Verfahrensbetei-
ligten können sich durch einen Bevollmächtigten vertreten
lassen. Zu Bevollmächtigten können die im Geltungsbereich
dieses Gesetzes zugelassenen Rechtsanwälte sowie Rechtsleh-
rer an deutschen Hochschulen gewählt werden. Andere Per-
sonen können mit Zustimmung des Gerichts zu Bevollmäch-
tigten gewählt werden. Für die Prozesskostenhilfe gelten
dieselben Vorschriften wie in bürgerlichen Rechtsstreitigkei-
ten.
(5) Verstirbt der Betroffene nach Antragstellung, können die
nach Absatz 1 Nr. 2 oder

3 Antragsberechtigten binnen sechs Monaten die Fortsetzung
des Verfahrens beantragen.

§ 8 Zuständiges Gericht
(1) Für die Entscheidung nach § 1 ist das Bezirksgericht oder
das an dessen Sitz errichtete Landgericht zuständig, in dessen
Bezirk nach Maßgabe der Bezirksgerichtsgrenzen vom 3. Okto-
ber 1990 das  Erstinstanzliche Strafverfahren oder das Ermitt-
lungsverfahren durchgeführt worden ist. Soweit in erster Ins-
tanz das Oberste Gericht der Deutschen Demokratischen
Republik entschieden hat, ist das Landgericht Berlin zustän-
dig.
(2) Hat sich der Gerichtsbezirk nach Erlass der angegriffenen
Entscheidung geändert, bleibt das Gericht örtlich zuständig, das
zum Zeitpunkt des Ergehens der angegriffenen Entscheidung
nach Absatz 1 zuständig gewesen wäre.

§ 9 Besetzung der Rehabilitierungssenate oder Rehabilitie-
rungskammern
(1) Das Bezirksgericht entscheidet durch Rehabilitierungsse-
nate, das Landgericht durch Rehabilitierungskammern, die
jeweils mit drei Berufsrichtern besetzt sind.
(2) Wer vor dem 3. Oktober 1990 im Beitrittsgebiet als Berufs-
richter oder Staatsanwalt tätig war, ist von der Mitwirkung an
Rehabilitierungsentscheidungen kraft Gesetzes ausgeschlossen,
solange er nicht auf Grund des Deutschen Richtergesetzes und
der dazu ergangenen Maßgaben des Einigungsvertrages in ein
Richterverhältnis berufen worden ist. An einer Rehabilitierungs-
entscheidung darf nicht mehr als ein Richter mitwirken, der vor
dem 3. Oktober 1990 im Beitrittsgebiet als Berufsrichter oder
Staatsanwalt tätig war.

§ 10 Ermittlung des Sachverhalts
(1) Das Gericht ermittelt den Sachverhalt von Amts wegen.
Dabei bestimmt es Art und Umfang der Ermittlungen,
insbesondere etwaiger Beweiserhebungen, nach pflichtgemä-
ßem Ermessen.
(2) Das Gericht kann dem Antragsteller aufgeben, für die Ent-
scheidung benötigte Unterlagen und andere Beweismittel vorzu-
legen oder zu bezeichnen und die den Antrag begründenden
Tatsachen glaubhaft zu machen. § 11 Abs. 4 Satz 2 und 3 dieses
Gesetzes sowie § 294 Abs. 1 der Zivilprozessordnung gelten
entsprechend.
(3) Dem Antragsteller sind auf sein Verlangen Abschriften der
angegriffenen  Entscheidung und der Anklageschrift zu ertei-
len, soweit diese zugänglich sind.
(4) Das Gericht kann die Durchführung einzelner Ermittlun-
gen der Staatsanwaltschaft übertragen.

§ 11 Gerichtliches Verfahren
(1) Ein Antrag soll bevorzugt bearbeitet werden, wenn dies
unter den Gesichtspunkten der sozialen Dringlichkeit oder des
Lebensalters des Antragstellers geboten erscheint.
(2) Vor der Entscheidung gibt das Gericht der Staatsanwalt-
schaft Gelegenheit zur Stellungnahme. Hat die Staatsanwalt-
schaft den Antrag gestellt, ist der nach § 7 Abs. 1 Nr. 1 An-
tragsberechtigte zu hören.
(3) Das Gericht entscheidet in der Regel ohne mündliche Er-
örterung. Es kann eine mündliche Erörterung anordnen, wenn
es dies zur Aufklärung des Sachverhalts oder aus anderen
Gründen für erforderlich hält.
(4) Das Gericht kann das persönliche Erscheinen des Antrag-
stellers anordnen. Leistet der Antragsteller dieser Anordnung
keine Folge, kann das Gericht das Ruhen des Verfahrens an-
ordnen. Der Antragsteller kann binnen sechs Monaten die
Fortsetzung des Verfahrens beantragen.
(5) Ist zu erwarten, dass die Entscheidung über den Antrag
unmittelbare Wirkung auf die Rechte eines Dritten haben wird,
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so ist auch dieser an dem Verfahren zu beteiligen. Absatz 1 und
Absatz 3 Satz 1 gelten insoweit entsprechend.

§ 12 Rehabilitierungsentscheidung
(1) Das Gericht entscheidet durch Beschluss. Die Entscheidung
ergeht im schriftlichen Verfahren, wenn nicht die Vorausset-
zungen einer Verkündung nach § 35 Abs. 1 der Strafprozess-
ordnung vorliegen.
(2) In den Beschluss sind die Namen der Richter, der Verfah-
rensbeteiligten und ihrer Bevollmächtigten aufzunehmen. Der
Beschluss enthält weiterhin
1. die Bezeichnung der angegriffenen Entscheidung,
2. die Feststellung, hinsichtlich welchen Vorwurfs und welcher
Rechtsfolge die angegriffene Entscheidung aufgehoben wird,
3. die Dauer der zu Unrecht erlittenen Freiheitsentziehung,
4. den Betrag einer nach § 6 zu erstattenden Geldstrafe sowie die
Feststellung, ob sonst ein Anspruch nach § 6 dem Grunde nach
besteht.
(3) Der Beschluss ist zu begründen, soweit er mit der Beschwer-
de anfechtbar ist.
(4) Der Beschluss ist mit einer Rechtsmittelbelehrung zu ver-
sehen und den Verfahrensbeteiligten zuzustellen.

§ 13 Beschwerde
(1) Gegen den Beschluss kann innerhalb eines Monats nach
seiner Zustellung Beschwerde eingelegt werden.
(2) Der Beschluss unterliegt nicht der Beschwerde, soweit
1. einem Rehabilitierungsantrag stattgegeben worden ist
und kein Verfahrensbeteiligter dem Antrag widersprochen
hat,
2. das Gericht einstimmig und auf Antrag der Staatsanwalt-
schaft, der zu begründen ist,
entschieden hat, dass die Rechtsfolgen der angegriffenen Ent-
scheidung nicht in grobem Missverhältnis zu der zu Grunde
liegenden Tat stehen, oder   einen Antrag nach § 1 Abs. 6 als
unzulässig verworfen hat. Satz 1 Nr. 2 gilt nicht, soweit die
erfolgreiche Anfechtung zur Verkürzung einer noch zu voll-
streckenden Freiheitsstrafe führen würde.
(3) Über die Beschwerde entscheidet das Bezirksgericht oder
das Oberlandesgericht, in dessen Bezirk die Landesregierung
ihren Sitz hat, in Berlin das Kammergericht. Das Beschwer-
degericht entscheidet durch besondere Beschwerdesenate für
Rehabilitierungssachen. § 9 gilt entsprechend.
(4) Will der Beschwerdesenat bei der Entscheidung einer
Rechtsfrage von einer Entscheidung eines anderen Bezirksge-
richts oder eines  Oberlandesgerichts oder des Bundesgerichts-
hofes abweichen, hat er die Sache dem Bundesgerichtshof in
entsprechender Anwendung von § 121 Abs. 2 des Gerichtsver-
fassungsgesetzes vorzulegen.

§ 14 Kosten des Verfahrens und notwendige Auslagen
(1) Kosten des Verfahrens werden nicht erhoben.
(2) Wird dem Antrag ganz oder teilweise stattgegeben, fallen
die notwendigen Auslagen des Antragstellers der Staatskasse
zur Last. Im Übrigen kann das Gericht die notwendigen Aus-
lagen des Antragstellers ganz oder teilweise der Staatskasse
auferlegen, wenn es unbillig wäre, den Antragsteller damit zu
belasten.
(3) Die Entscheidung nach Absatz 2 Satz 2 ist unanfechtbar.
(4) Für die notwendigen Auslagen des Antragstellers im Be-
schwerdeverfahren gilt § 473 Abs. 1 bis 4 der Strafprozessord-
nung entsprechend.

§ 15 Anwendbarkeit des Gerichtsverfassungsgesetzes und
der Strafprozessordnung
Soweit in diesem Gesetz nichts anderes bestimmt ist, gelten die
Vorschriften des Gerichtsverfassungsgesetzes und der  Straf-
prozessordnung entsprechend.

Abschnitt 3
Soziale Ausgleichsleistungen

§ 16 Soziale Ausgleichsleistungen
(1) Die Rehabilitierung begründet einen Anspruch auf soziale
Ausgleichsleistungen für Nachteile, die dem Betroffenen durch
eine Freiheitsentziehung entstanden sind.
(2) Soziale Ausgleichsleistungen nach diesem Gesetz werden
nicht gewährt, wenn der Berechtigte oder derjenige, von dem
sich die Berechtigung ableitet, gegen die Grundsätze der
Menschlichkeit oder Rechtsstaatlichkeit verstoßen oder in
schwerwiegendem Maße seine Stellung zum eigenen Vorteil
oder zum Nachteil anderer missbraucht hat.
(3) Die sozialen Ausgleichsleistungen nach Absatz 1 werden
auf Antrag als Kapitalentschädigung und Unterstützungsleis-
tung nach Maßgabe der §§ 17 bis 19 sowie als Versorgung nach
Maßgabe der §§ 21 bis 24 gewährt.
(4) Die Leistungen nach den §§ 17 bis 19 bleiben als Einkom-
men bei Sozialleistungen, deren Gewährung von anderen Ein-
kommen abhängig ist, unberücksichtigt.

§ 17 Kapitalentschädigung
(1) Die Kapitalentschädigung beträgt 600 Deutsche Mark für
jeden angefangenen Kalendermonat einer mit wesentlichen
Grundsätzen einer freiheitlichen rechtsstaatlichen Ordnung
unvereinbaren  Freiheitsentziehung.
(2) Auf die Kapitalentschädigung sind auf Grund desselben
Sachverhaltes unmittelbar nach anderen gesetzlichen Vorschrif-
ten erbrachte  Entschädigungsleistungen, insbesondere nach dem
Häftlingshilfegesetz, anzurechnen.
(3) Die Kapitalentschädigung ist ab Antragstellung, frühestens
jedoch ab dem 18. September 1990, übertragbar und vererblich.
(4) Der Antrag auf Gewährung einer Kapitalentschädigung ist
bis zum 31. Dezember 2007 zu stellen. Danach kann ein An-
trag nur innerhalb eines Jahres seit Rechtskraft der Entschei-
dung nach § 12 gestellt werden.
(5) Berechtigte, denen bereits eine Kapitalentschädigung nach
§ 17 Abs. 1 in Verbindung mit Abs. 2 in der bis zum 31. De-
zember 1999 geltenden Fassung gewährt worden ist, erhalten
auf Antrag eine Nachzahlung. Soweit die zusätzliche Kapital-
entschädigung nach § 17 Abs. 1 Satz 2 in der bis zum 31.
Dezember 1999 geltenden Fassung bewilligt worden ist, beträgt
die Nachzahlung 50 Deutsche Mark, in den übrigen Fällen 300
Deutsche Mark für jeden angefangenen Kalendermonat einer
mit wesentlichen Grundsätzen einer freiheitlichen rechtsstaat-
lichen Ordnung unvereinbaren Freiheitsentziehung. Der An-
spruch auf Nachzahlung ist übertragbar und vererblich, soweit
auch die Kapitalentschädigung gemäß Absatz 3 übertragbar und
vererblich ist. Absatz 4 Satz 1 gilt entsprechend.

§ 18 Unterstützungsleistungen
(1) Berechtigte nach § 17 Abs. 1, die in ihrer wirtschaftlichen
Lage besonders beeinträchtigt sind, erhalten Unterstützungs-
leistungen. Für die Gewährung der Leistungen nach Satz 1 ist
die nach § 15 des Häftlingshilfegesetzes errichtete Stiftung für
ehemalige politische Häftlinge zuständig.
(2) Der Stiftungsrat der Stiftung für ehemalige politische Häft-
linge stellt Richtlinien für die Verwendung der Mittel auf, in
denen er bestimmt, unter welchen Voraussetzungen und bis zu
welcher Höhe Unterstützungsleistungen gewährt werden. Die
Richtlinien bedürfen der Genehmigung des für dieses Gesetz
federführenden Bundesministers im Einvernehmen mit den
Bundesministern des Innern und der Finanzen.
Die §§ 22 und 23 des Häftlingshilfegesetzes gelten entspre-
chend.
(3) Nach dem Tod des Berechtigten gilt für seine nächsten
Angehörigen (Ehegatten, Kinder und Eltern) Absatz 1 in Ver-
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bindung mit Absatz 2 entsprechend, soweit sie durch die Frei-
heitsentziehung nicht unerheblich unmittelbar mitbetroffen
waren. Die nächsten Angehörigen von 1. Hingerichteten oder
2. während der Freiheitsentziehung oder im Anschluss an die
Freiheitsentziehung an deren Folgen Verstorbenen erhalten die
Leistungen nach Satz 1 auch dann, wenn sie nicht in ihrer
wirtschaftlichen Lage besonders beeinträchtigt sind.
(4) Absatz 3 gilt entsprechend für die nächsten Angehörigen
von Personen, die aus den in § 1 Abs. 1 Nr. 1 des Häftlings-
hilfegesetzes genannten Gründen aus dem Beitrittsgebiet flie-
hen wollten oder geflohen sind und infolge von Maßnahmen
zur Verhinderung der Flucht ihr Leben verloren haben, soweit
eine Bescheinigung nach § 10 Abs. 4 des Häftlingshilfegeset-
zes ausgestellt worden ist.
(5) Absatz 3 gilt entsprechend für die nächsten Angehörigen
von Personen, die aus Anlass der Niederschlagung des Aufstan-
des vom 17. Juni 1953 im Beitrittsgebiet ihr Leben verloren
haben, soweit eine Entscheidung nach § 12 des Verwaltungs-
rechtlichen Rehabilitierungsgesetzes ergangen ist.

§ 19 Härteregelung
Ergibt sich eine besondere Härte daraus, dass keine  Kapital-
entschädigung gezahlt wird, kann die zuständige Behörde dem
Antragsteller diese Leistung zuerkennen.

§ 20 Kostenregelung
Der Bund trägt 65 vom Hundert der Ausgaben, die den Län-
dern durch Leistungen nach diesem Gesetz entstehen.

§ 21 Beschädigtenversorgung
(1) Ein Betroffener, der infolge der Freiheitsentziehung eine
gesundheitliche Schädigung erlitten hat, erhält wegen der
Gesundheitlichen und wirtschaftlichen Folgen dieser Schädi-
gung auf Antrag Versorgung in entsprechender Anwendung des
Bundesversorgungsgesetzes. Dies gilt nicht, soweit er wegen
desselben schädigenden Ereignisses bereits Versorgung auf
Grund des Bundesversorgungsgesetzes oder auf Grund von
Gesetzen, die eine entsprechende Anwendung des Bundesver-
sorgungsgesetzes vorsehen, erhält.
(2) Einer Schädigung im Sinne des Absatzes 1 steht eine ge-
sundheitliche Schädigung gleich, die durch einen Unfall unter
den Voraussetzungen des § 1 Abs. 2 Buchstabe e oder f des
Bundesversorgungsgesetzes  herbeigeführt worden ist.
(3) Wer als Berechtigter oder Leistungsempfänger nach Absatz
1 dieser Vorschrift oder § 22 dieses Gesetzes in Verbindung
mit § 10 Abs. 4 oder 5 des Bundesversorgungsgesetzes, als
Pflegeperson oder als Begleitperson bei einer notwendigen
Begleitung des Beschädigten durch einen Unfall unter den
Voraussetzungen des § 8a des Bundesversorgungsgesetzes eine
gesundheitliche Schädigung erleidet, erhält Versorgung nach
Absatz 1.
(4) Einer gesundheitlichen Schädigung im Sinne der Absätze
1 bis 3 steht die Beschädigung eines am Körper getragenen
Hilfsmittels, einer Brille, von Kontaktlinsen oder von Zahner-
satz gleich.
(5) Zur Anerkennung einer Gesundheitsstörung als Folge ei-
ner Schädigung genügt die Wahrscheinlichkeit des ursächlichen
Zusammenhanges. Wenn die Wahrscheinlichkeit nur deshalb
nicht gegeben ist, weil über die Ursache des festgestellten
Leidens in der medizinischen Wissenschaft Ungewissheit be-
steht, kann mit Zustimmung des Bundesministers für Arbeit und
Sozialordnung die Gesundheitsstörung als Folge einer Schädi-
gung anerkannt werden; die Zustimmung kann allgemein er-
teilt werden. Eine Anerkennung nach den Sätzen 1 und 2 und
hierauf beruhende Verwaltungsakte können mit Wirkung für
die Vergangenheit zurückgenommen werden, wenn unzweifel-
haft feststeht, dass die Gesundheitsstörung nicht Folge einer
Schädigung ist; erbrachte Leistungen sind nicht zu erstatten.

§ 22 Hinterbliebenenversorgung
(1) Ist der Betroffene an den Folgen der Schädigung gestor-
ben, erhalten die Hinterbliebenen auf Antrag Versorgung in
entsprechender Anwendung des Bundesversorgungsgesetzes.
Dies gilt nicht, soweit die  Hinterbliebenen bereits Versorgung
auf Grund des Bundesversorgungsgesetzes oder auf Grund von
Gesetzen, die eine entsprechende Anwendung des Bundesver-
sorgungsgesetzes vorsehen, erhalten. § 21 Abs. 3 dieses Ge-
setzes und die §§ 48 und 52 des Bundesversorgungsgesetzes
sind entsprechend anzuwenden.
(2) Ist ein Todesurteil infolge einer strafrechtlichen Entschei-
dung nach § 1 am Betroffenen vollstreckt worden, gilt Absatz
1 entsprechend.

§ 23 Zusammentreffen von Ansprüchen
(1) Treffen Ansprüche aus § 21 dieses Gesetzes mit Ansprü-
chen aus § 1 des Bundesversorgungsgesetzes oder aus Geset-
zen zusammen, die eine entsprechende Anwendung des Bun-
desversorgungsgesetzes vorsehen, wird die Versorgung unter
Berücksichtigung der durch die gesamten Schädigungsfolgen
bedingten Minderung der Erwerbsfähigkeit nach diesem Ge-
setz gewährt.
(2) Treffen Leistungen nach § 21 oder § 22 dieses Gesetzes mit
Leistungen zusammen, die nach dem Bundesversorgungsgesetz
oder nach Gesetzen, die eine entsprechende Anwendung des
Bundesversorgungsgesetzes vorsehen, gewährt werden, findet
§ 55 des Bundesversorgungsgesetzes Anwendung.
(3) Bei der Feststellung der Elternrente sind auch die Kinder
zu berücksichtigen, die infolge einer Schädigung im Sinne des
Bundesversorgungsgesetzes gestorben oder verschollen sind.
Besteht bereits ein Anspruch auf Elternrente nach dem Bun-
desversorgungsgesetz, wird sie nach diesem Gesetz nicht ge-
währt. Die Sätze 1 und 2 gelten entsprechend für den Anspruch
auf Elternrente nach Gesetzen, die eine entsprechende Anwen-
dung des Bundesversorgungsgesetzes vorsehen; § 51 Abs. 2
Satz 2 des Bundesversorgungsgesetzes ist entsprechend anzu-
wenden.

§ 24 Anwendung des Bundesversorgungsgesetzes
Die Bestimmungen über die entsprechende Anwendung des
Bundesversorgungsgesetzes und der zu seiner Durchführung
erlassenen Vorschriften gelten mit den in Anlage I Kapitel VIII
Sachgebiet K Abschnitt III des Einigungsvertrages vom 31.
August 1990 (BGBl. 1990 II S. 885, 1067) aufgeführten Maß-
gaben.

§ 25 Zuständigkeiten
(1) Für die Gewährung der Leistungen nach den §§ 17 und 19
und zur  Prüfung der Voraussetzungen des § 16 Abs. 2 ist die
Landesjustizverwaltung zuständig, in deren Geschäftsbereich
die Rehabilitierungsentscheidung ergangen ist. Die Landesre-
gierungen können durch Rechtsverordnung andere Zuständig-
keiten begründen. Über Streitigkeiten bei der Anwendung des
§ 16 Abs. 2 sowie der §§ 17 und 19 entscheidet das nach § 8
zuständige Gericht. Die Vorschriften des Abschnitts 2 dieses
Gesetzes gelten sinngemäß. Der Antrag auf gerichtliche Ent-
scheidung ist innerhalb eines Monats seit Zustellung der Ent-
scheidung nach Satz 1 zu stellen.
(2) Die Leistungen nach den §§ 17 bis 19 werden auch Perso-
nen gewährt, die eine Bescheinigung nach § 10 Abs. 4 des
Häftlingshilfegesetzes erhalten haben
1. für einen Gewahrsam, der auf einer Verurteilung durch ein
deutsches Gericht oder auf einer der in § 1 Abs. 5 genannten
strafrechtlichen Maßnahmen beruht, wenn diese Bescheinigung
vor Inkrafttreten dieses Gesetzes beantragt worden ist, oder
2. weil sie im Zusammenhang mit der Errichtung oder Aufrech-
terhaltung der kommunistischen Gewaltherrschaft im Beitritts-
gebiet dort ohne Verurteilung durch ein deutsches Gericht oder
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ohne eine der in § 1 Abs. 5 genannten strafrechtlichen Maß-
nahmen in Gewahrsam genommen oder in Gewahrsam gehal-
ten wurden.
Für die Gewährung der Leistungen nach den §§ 17 und 19 an
Berechtigte nach Satz 1 sind ausschließlich die in § 10 Abs. 2
des  Häftlingshilfegesetzes bestimmten Stellen zuständig. Der
Antrag auf Gewährung einer Kapitalentschädigung ist bis zum
31. Dezember 2007 zu stellen. Danach kann ein Antrag nur
innerhalb eines Jahres seit Bestandskraft der Bescheinigung
nach § 10 Abs. 4 des Häftlingshilfegesetzes gestellt werden.
Über Streitigkeiten bei der Anwendung der Sätze 1 und 2 ent-
scheidet das Verwaltungsgericht.
(3) Die Bundesregierung wird ermächtigt, durch Rechtsverord-
nung mit Zustimmung des Bundesrates den Zeitpunkt und die
Reihenfolge der Gewährung der Leistung, auf die nach Absatz
2 ein Anspruch besteht, nach den Gesichtspunkten der sozia-
len Dringlichkeit zu bestimmen.
(4) Für die Gewährung von Leistungen nach den §§ 21 und 22
sind die Behörden zuständig, denen die Durchführung des
Bundesversorgungsgesetzes obliegt. Soweit die Verwaltungs-
behörden der Kriegsopferversorgung zuständig sind, richtet sich
das Verfahren nach den für die Kriegsopferversorgung gelten-
den Vorschriften.
(5) Soweit dieses Gesetz von den für die Kriegsopferversor-
gung zuständigen Verwaltungsbehörden durchgeführt wird,
entscheiden über öffentlich-rechtliche Streitigkeiten die Gerichte
der Sozialgerichtsbarkeit. Für diese Verfahren sind die Vor-
schriften des Sozialgerichtsgesetzes für Angelegenheiten der
Kriegsopferversorgung maßgebend. § 51 Abs. 1 Nr. 6 des
Sozialgerichtsgesetzes bleibt unberührt.

§ 25a Verwendung personenbezogener Daten
Personenbezogene Daten aus einem strafrechtlichen  Rehabi-
litierungsverfahren dürfen auch für andere Verfahren zur Re-
habilitierung, Wiedergutmachung oder Gewährung von Leis-
tungen nach dem Häftlingshilfegesetz soweit erforderlich
verarbeitet und genutzt werden.

Abschnitt 4
Überleitungs- und Schlussvorschriften

§ 26 Übergangsvorschrift
(1) Anhängige Rehabilitierungs- und Kassationsverfahren sind
nach den Vorschriften dieses Gesetzes fortzuführen.
(2) War ein Gericht in einem Verfahren, das vor dem Inkraft-
treten dieses Gesetzes anhängig geworden ist, örtlich zustän-
dig, bleibt diese Zuständigkeit auch nach dem Inkrafttreten
dieses Gesetzes bestehen.
(3) Ist ein Rehabilitierungsverfahren bis zum Inkrafttreten dieses
Gesetzes abgeschlossen, gelten für die Folgeansprüche die
Vorschriften dieses Gesetzes entsprechend. Ist ein Kassations-
verfahren nach den vom 3. Oktober 1990 bis zum Inkrafttre-
ten dieses Gesetzes geltenden Vorschriften abgeschlossen, treten
an die Stelle von  Entschädigungsansprüchen die Folgeansprü-
che nach den Vorschriften dieses Gesetzes.

§ 27 (Aufhebung und Änderung anderer Vorschriften)

——————

Vollzitat:»Verwaltungsrechtliches Rehabilitierungsgesetz in der
Fassung der Bekanntmachung vom 1. Juli 1997 (BGBl. I S.
1620), zuletzt geändert durch Artikel 2 des Gesetzes vom 22.
Dezember 2003 (BGBl. I S. 2834)».
Das G wurde als Artikel 1 des G v. 23.6.1994 I 1311 (SED-
UnBerG 2) vom Bundestag mit Zustimmung des Bundesrates
beschlossen. Es ist gem. Art. 11 Abs. 1 dieses G mWv 1.7.1994
in Kraft getreten.
§ 1 Aufhebung rechtsstaatswidriger Verwaltungsentscheidun-
gen
(1) Die hoheitliche Maßnahme einer deutschen behördlichen
Stelle zur Regelung eines Einzelfalls in dem in Artikel 3 des
Einigungsvertrages genannten Gebiet (Beitrittsgebiet) aus der
Zeit vom 8. Mai 1945 bis zum 2. Oktober 1990 (Verwaltungs-
entscheidung), die zu einer gesundheitlichen Schädigung (§ 3),
einem Eingriff in Vermögenswerte (§ 7) oder einer beruflichen
Benachteiligung (§ 8) geführt hat, ist auf Antrag aufzuheben,
soweit sie mit tragenden Grundsätzen eines Rechtsstaates
schlechthin unvereinbar ist und ihre Folgen noch unmittelbar
schwer und unzumutbar fortwirken. Auf Verwaltungsentschei-
dungen in Steuersachen und auf Maßnahmen, die vom Vermö-
gensgesetz oder vom Entschädigungsrentengesetz erfaßt wer-
den, findet dieses Gesetz keine Anwendung. Dies gilt auch für
die in § 1 Abs. 8 des Vermögensgesetzes erwähnten Fallgrup-
pen.
(2) Mit tragenden Grundsätzen eines Rechtsstaates schlechthin
unvereinbar sind Maßnahmen, die in schwerwiegender Weise
gegen die Prinzipien der Gerechtigkeit, der Rechtssicherheit
oder der Verhältnismäßigkeit verstoßen haben und die der
politischen Verfolgung gedient oder Willkürakte im Einzelfall
dargestellt haben.
(3) Mit tragenden Grundsätzen eines Rechtsstaates schlechthin
unvereinbar sind die Zwangsaussiedlungen aus dem Grenzge-
biet der früheren Deutschen Demokratischen Republik auf der
Grundlage der Verordnung über Maßnahmen an der Demarka-
tionslinie zwischen der Deutschen Demokratischen Republik
und den westlichen Besatzungszonen Deutschlands vom 26. Mai
1952 (GBl. Nr. 65 S. 405) oder der Verordnung über Aufent-
haltsbeschränkung vom 24. August 1961 (GBl. II Nr. 55 S. 343).
Das gleiche gilt für die mit den Zwangsaussiedlungen in Zu-
sammenhang stehenden Eingriffe in Vermögenswerte.
(4) Besteht die Maßnahme nach Absatz 1 in der Aufhebung
einer Verwaltungsentscheidung, so wird die Maßnahme nur
aufgehoben, wenn eine Verwaltungsentscheidung gleichen
Inhalts erneut erlassen werden könnte. Andernfalls tritt an die
Stelle der Aufhebung der Maßnahme die Feststellung ihrer
Rechtsstaatswidrigkeit. Satz 2 gilt auch für Maßnahmen, die
einen Eingriff in ein Ausbildungsverhältnis oder ein Dienstver-
hältnis bei den bewaffneten Organen zum Gegenstand haben.
(5) Für eine hoheitliche Maßnahme, die nicht auf die Herbei-
führung einer Rechtsfolge gerichtet ist, gelten die Vorschrif-
ten dieses Gesetzes entsprechend. An die Stelle der Aufhebung
der Maßnahme tritt die Feststellung ihrer Rechtsstaatswidrig-
keit.
(6) Für Maßnahmen der Sozialistischen Einheitspartei Deutsch-
lands oder der von ihr beherrschten Parteien und gesellschaft-
lichen Organisationen gelten die Vorschriften dieses Gesetzes
entsprechend.

§ 1a Feststellung der Rechtsstaatswidrigkeit in sonstigen
Fällen
(1) Für eine Verwaltungsentscheidung nach § 1 Abs. 1 oder eine
Maßnahme nach § 1 Abs. 5 Satz 1 oder Abs. 6, die nicht zu
einer Beeinträchtigung der in § 1 Abs. 1 Satz 1 genannten
Rechtsgüter geführt hat, ist auf Antrag die Rechtsstaatswidrig-
keit festzustellen, soweit die Verwaltungsentscheidung oder die
Maßnahme mit tragenden Grundsätzen eines Rechtsstaates
schlechthin unvereinbar ist und aus Gründen der politischen

Gesetz über die Aufhebung rechtsstaatswidriger Verwal-
tungsentscheidungen im Beitrittsgebiet und die daran an-
knüpfenden Folgeansprüche Verwaltungsrechtliches Reha-
bilitierungsgesetz VwRehaG
Ley de derogación de decisiones administrativas contrarias a
Derecho en los territorios de la adhesión y de las reclamaciones
derivadas de ellas.
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Verfolgung zu einer schweren Herabwürdigung des Betroffe-
nen im persönlichen Lebensbereich geführt hat.
(2) § 1 Abs. 3 Satz 1 in Verbindung mit Abs. 2 gilt entspre-
chend.

§ 2 Folgeansprüche
(1) Die Aufhebung oder die Feststellung der Rechtsstaatswid-
rigkeit einer Maßnahme nach § 1 begründet Ansprüche nach
Maßgabe dieses Gesetzes.
(2) Folgeansprüche nach diesem Gesetz sind ausgeschlossen,
wenn der Berechtigte oder derjenige, von dem er seine Rech-
te herleitet, gegen die Grundsätze der Menschlichkeit oder
Rechtsstaatlichkeit verstoßen oder in schwerwiegendem Maße
seine Stellung zum eigenen Vorteil oder zum Nachteil ande-
rer mißbraucht hat.
(3) Andere Ansprüche wegen Maßnahmen nach § 1 können
gegen die Bundesrepublik Deutschland oder andere Körper-
schaften oder Anstalten des öffentliche Rechts nur geltendge-
macht werden, wenn sie in einem Gesetz, das Ansprüche die-
ser Art regelt, vorgesehen sind. Für Ansprüche aus Pacht- oder
Nutzungsverträgen zwischen dem Rat des Kreises und dem
Eigentümer eines landwirtschaftlichen Grundstückes oder Be-
triebes wegen mangelnder Instandhaltung oder sonstiger Ver-
schlechterung der verpachteten oder zur Nutzung überlassenen
Sache gilt Satz 1 entsprechend.
(4) Bei den Folgeansprüchen sind auf Grund desselben Sach-
verhalts erbrachte andere Ausgleichsleistungen zu berücksich-
tigen, soweit diese tatsächlich zugeflossen sind. Dies gilt
insbesondere für die von der Deutschen Demokratische Repu-
blik gewährten Entschädigungen. Bei Folgeansprüchen im Sinne
des § 7 Abs. 1 Satz 1 sind Entschädigungen für lebendes oder
totes Inventar, das nicht wesentlicher Bestandteil eines Grund-
stückes oder eines Gebäudes ist, nur zu berücksichtigen, so-
weit das Inventar zurückübertragen oder zurückgegeben wird.
In Mark der Deutschen Demokratischen Republik gezahlte
Beträge sind im Verhältnis 2:1 auf Deutsche Mark umzustel-
len. Wurde als Entschädigung ein Ersatzgrundstück übereig-
net, so hat der Berechtigte das Eigentum an diesem aufzuge-
ben oder dessen Verkehrswert zu entrichten. Befindet sich das
Ersatzgrundstück nicht mehr im Eigentum des Berechtigten, so
ist dessen Wert zum Zeitpunkt des Eigentumsverlustes maß-
gebend. Das Ersatzgrundstück betreffende Maßnahmen oder
Rechtsgeschäfte des Berechtigten bleiben bei der Ermittlung
des Verkehrswerts außer Betracht. Das Aneignungsrecht an dem
Ersatzgrundstück oder der Anspruch auf dessen Verkehrswert
sowie der Anspruch auf herauszugebende andere Ausgleichs-
leistungen stehen dem Entschädigungsfonds zu.

§ 3 Beschädigtenversorgung
(1) Ein Betroffener, der infolge einer Maßnahme nach § 1 eine
gesundheitliche Schädigung erlitten hat, erhält wegen der ge-
sundheitlichen und wirtschaftlichen Folgen dieser Schädigung
auf Antrag Versorgung in entsprechender Anwendung des
Bundesversorgungsgesetzes. Dies gilt nicht, soweit er wegen
desselben schädigenden Ereignisses bereits Versorgung auf
Grund des Bundesversorgungsgesetzes oder auf Grund von
Gesetzen, die eine entsprechende Anwendung des Bundesver-
sorgungsgesetzes vorsehen, erhält.
(2) Einer Schädigung im Sinne des Absatzes 1 steht eine ge-
sundheitliche Schädigung gleich, die durch einen Unfall unter
den Voraussetzungen des § 1 Abs. 2 Buchstabe e oder f des
Bundesversorgungsgesetzes herbeigeführt worden ist.
(3) Wer als Berechtigter oder Leistungsempfänger nach Absatz
1 dieser Vorschrift oder § 4 dieses Gesetzes in Verbindung mit
§ 10 Abs. 4 oder 5 des Bundesversorgungsgesetzes, als Pfle-
geperson oder als Begleitperson bei einer notwendigen Beglei-
tung des Beschädigten durch einen Unfall unter den Voraus-
setzungen des § 8a des Bundesversorgungsgesetzes eine

gesundheitliche Schädigung erleidet, erhält Versorgung nach
Absatz 1.
(4) Einer gesundheitlichen Schädigung im Sinne der Absätze
1 bis 3 steht die Beschädigung eines am Körper getragenen
Hilfsmittels, einer Brille, von Kontaktlinsen oder von Zahner-
satz gleich.
(5) Zur Anerkennung einer Gesundheitsstörung als Folge ei-
ner Schädigung genügt die Wahrscheinlichkeit des ursächlichen
Zusammenhanges. Wenn die Wahrscheinlichkeit nur deshalb
nicht gegeben ist, weil über die Ursache des festgestellten
Leidens in der medizinischen Wissenschaft Ungewißheit be-
steht, kann mit Zustimmung des Bundesministeriums für Ar-
beit und Sozialordnung die Gesundheitsstörung als Folge ei-
ner Schädigung anerkannt werden; die Zustimmung kann
allgemein erteilt werden. Eine Anerkennung nach den Sätzen
1 und 2 und hierauf beruhende Verwaltungsakte können mit
Wirkung für die Vergangenheit zurückgenommen werden, wenn
unzweifelhaft feststeht, daß die Gesundheitsstörung nicht Folge
einer Schädigung ist; erbrachte Leistungen sind nicht zu erstat-
ten.

§ 4 Hinterbliebenenversorgung
Ist der Betroffene an den Folgen der Schädigung gestorben,
erhalten die Hinterbliebenen auf Antrag Versorgung in entspre-
chender Anwendung des Bundesversorgungsgesetzes. Dies gilt
nicht, soweit die Hinterbliebenen bereits Versorgung auf Grund
des Bundesversorgungsgesetzes oder auf Grund von Gesetzen,
die eine entsprechende Anwendung des Bundesversorgungsge-
setzes vorsehen, erhalten. § 3 Abs. 3 dieses Gesetzes und die
§§ 48 und 52 des Bundesversorgungsgesetzes sind entsprechend
anzuwenden.

§ 5 Zusammentreffen von Ansprüchen
(1) Treffen Ansprüche aus § 3 mit Ansprüchen aus § 1 des
Bundesversorgungsgesetzes oder aus Gesetzen zusammen, die
eine entsprechende Anwendung des Bundesversorgungsgesetzes
vorsehen, so ist unter Berücksichtigung der durch die gesam-
ten Schädigungsfolgen bedingten Minderung der Erwerbsfähig-
keit eine einheitliche Rente festzusetzen. Die Kosten, die durch
das Hinzutreten der weiteren Schädigung verursacht werden,
sind von dem Leistungsträger zu übernehmen, der für die Ver-
sorgung wegen der weiteren Schädigung zuständig ist.
(2) Treffen Leistungen nach § 3 oder § 4 mit Leistungen zu-
sammen, die nach dem Bundesversorgungsgesetz oder nach
Gesetzen, die eine entsprechende Anwendung des Bundesver-
sorgungsgesetzes vorsehen, gewährt werden, findet § 55 des
Bundesversorgungsgesetzes Anwendung.
(3) Bei der Feststellung der Elternrente sind auch die Kinder
zu berücksichtigen, die infolge einer Schädigung im Sinne des
Bundesversorgungsgesetzes gestorben oder verschollen sind.
Besteht bereits ein Anspruch auf Elternrente nach dem Bun-
desversorgungsgesetz, wird sie nach diesem Gesetz nicht ge-
währt. Die Sätze 1 und 2 gelten entsprechend für den Anspruch
auf Elternrente nach Gesetzen, die eine entsprechende Anwen-
dung des Bundesversorgungsgesetzes vorsehen; § 51 Abs. 2
Satz 2 des Bundesversorgungsgesetzes ist entsprechend anzu-
wenden.

§ 6 Anwendung des Bundesversorgungsgesetzes
Die Bestimmungen des Bundesversorgungsgesetzes und die zu
seiner Durchführung erlassenen Vorschriften, die nach diesem
Gesetz entsprechende Anwendung finden sollen, gelten jeweils
mit den in Anlage I Kapitel VIII Sachgebiet K Abschnitt III
des Einigungsvertrages vom 31. August 1990 (BGBl. 1990 II
S. 885, 1067) aufgeführten Maßgaben. Abweichend hiervon
beginnen Leistungen in entsprechender Anwendung des Bun-
desversorgungsgesetzes mit dem Monat des Inkrafttretens dieses
Gesetzes.
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§ 7 Eingriff in Vermögenswerte
(1) Hat die Maßnahme nach § 1 die Entziehung eines Vermö-
genswertes im Sinne des § 2 Abs. 2 des Vermögensgesetzes
zur Folge, so richtet sich nach deren Aufhebung oder Feststel-
lung der Rechtsstaatswidrigkeit die Rückübertragung, Rückgabe
oder Entschädigung nach dem Vermögensgesetz, dem Inves-
titionsvorranggesetz und dem Entschädigungsgesetz. § 5 Abs.
2 des Vermögensgesetzes und § 7 Abs. 1 und 2 des Vermö-
gensgesetzes finden mit der Maßgabe Anwendung, daß die
maßgeblichen tatsächlichen Umstände am 15. Februar 1992
vorgelegen haben müssen. Der Antragsteller erhält von der
Rehabilitierungsbehörde eine Bescheinigung über die Antrag-
stellung zur Vorlage bei der nach dem Vermögensgesetz zu-
ständigen Behörde, sofern sein Antrag nicht offensichtlich
unbegründet ist. Mit Vorlage der Bescheinigung bei dieser
Behörde treten die Verfügungsbeschränkungen des § 3 Abs. 3
des Vermögensgesetzes ein. Die nach dem Vermögensgesetz
zuständige Behörde trifft in dem Bescheid über die Rücküber-
tragung des entzogenen Vermögenswertes auch die nach § 2
Abs. 4 erforderlichen Entscheidungen.
(2) Wurde durch eine sonstige Maßnahme nach § 1 in ein
Grundstück eingegriffen und dadurch an diesem eine Wertmin-
derung verursacht, so kann der Eigentümer das Eigentum an
dem Grundstück aufgeben und statt dessen Entschädigung nach
dem Entschädigungsgesetz wählen. Mit dem Wirksamwerden
des Verzichts wird er von allen Verpflichtungen frei, die aus
dem durch den Eingriff verursachten Zustand des Grundstückes
bestehen. Die Verpflichtungen gehen auf das Bundesland über,
in dessen Gebiet das Grundstück liegt.

§ 8 Berufliche Benachteiligung
Hatte eine Maßnahme nach § 1 Auswirkungen auf den Beruf
oder ein Ausbildungsverhältnis und wurde dadurch eine Be-
nachteiligung nach § 1 Abs. 1 des Beruflichen Rehabilitierungs-
gesetzes oder nach § 3 Abs. 1 des Beruflichen Rehabilitierungs-
gesetzes verursacht, so findet nach der Aufhebung oder
Feststellung der Rechtsstaatswidrigkeit der Maßnahme das
Berufliche Rehabilitierungsgesetz Anwendung. Eine schwere
und unzumutbare Folge im Sinne des § 1 Abs. 1 liegt
insbesondere dann vor, wenn infolge der Maßnahme ein Aus-
gleich von Nachteilen in der Rentenversicherung nach dem
Beruflichen Rehabilitierungsgesetz in Betracht kommt.

§ 9 Antrag
(1) Der Antrag nach § 1 kann von einer natürlichen Person, die
durch die Maßnahme unmittelbar in ihren Rechten betroffen
ist und nach deren Tod von demjenigen, der ein rechtliches
Interesse an der Rehabilitierung des unmittelbar Betroffenen
hat, gestellt werden.
(2) Der Antrag nach § 1a kann von einer natürlichen Person,
die durch die Maßnahme unmittelbar betroffen ist, und nach
deren Tod von demjenigen, der ein berechtigtes Interesse an
der Rehabilitierung des unmittelbar Betroffenen hat, gestellt
werden.
(3) Der Antrag nach § 1 oder § 1a ist bis zum Ablauf des 31.
Dezember 2007 schriftlich bei der zuständigen Rehabilitierungs-
behörde zu stellen. Die Antragsfrist gilt auch dann als gewahrt,
wenn der Antrag fristgemäß bei einer anderen inländischen
Behörde oder bei einem deutschen Gericht gestellt worden ist.
§ 20 Abs. 2 Satz 3 des Beruflichen Rehabilitierungsgesetzes
gilt entsprechend.

§ 10 Inhalt des Antrags
(1) Der Antrag soll enthalten
1.  Angaben zu den persönlichen und wirtschaftlichen Verhält-
nissen,
2.  eine Darstellung des die Aufhebung der Maßnahme recht-
fertigenden Sachverhalts,

3.  Angabe von Beweismitteln,
4.  Angaben über Art und Umfang von Folgeansprüchen sowie
5.  eine Erklärung, ob der Antragsteller andere Ausgleichsleis-
tungen bereits erhalten und ob und wo er schon früher einen
Antrag gestellt hat.
(2) Der Antrag nach § 1a soll neben den notwendigen Anga-
ben zu den persönlichen Verhältnissen die in Absatz 1 Nr. 2
und 3 vorgeschriebenen Angaben enthalten.

§ 11 Verwendung personenbezogener Daten
Personenbezogene Daten aus einem verwaltungsrechtlichen
Rehabilitierungsverfahren dürfen auch für andere Verfahren zur
Rehabilitierung, Wiedergutmachung oder Gewährung von
Leistungen nach dem Häftlingshilfegesetz soweit erforderlich
verarbeitet und genutzt werden.

§ 12 Rehabilitierungsbehörde
(1) Die Aufhebung oder die Feststellung der Rechtsstaatswid-
rigkeit einer Maßnahme nach § 1 sowie die Entscheidung über
Ausschließungsgründe nach § 2 Abs. 2 obliegt der Rehabili-
tierungsbehörde des Landes, in dessen Gebiet nach dem Stand
vom 3. Oktober 1990 die Maßnahme ergangen ist. Sind hiernach
die Rehabilitierungsbehörden mehrerer Länder zuständig, so
entscheidet die Behörde, die zuerst mit der Sache befaßt wor-
den ist. Die Feststellungen der Rehabilitierungsbehörde sind für
die Behörden und Stellen bindend, die über die Folgeansprü-
che entscheiden.
(2) Die Feststellung der Rechtsstaatswidrigkeit einer Maßnahme
im Sinne des § 1a obliegt der Rehabilitierungsbehörde des
Landes, in dessen Gebiet nach dem Stand vom 3. Oktober 1990
die Maßnahme ergangen ist.
(3) Rehabilitierungsbehörden werden in den Ländern Berlin,
Brandenburg, Mecklenburg-Vorpommern, Sachsen, Sachsen-
Anhalt und Thüringen errichtet.
(4) Werden Ansprüche nach den §§ 3 und 4 geltend gemacht,
trifft die Rehabilitierungsbehörde Feststellungen zur Rechts-
staatswidrigkeit der Maßnahme im Sinne des § 1 sowie über
Ausschließungsgründe nach § 2 Abs. 2. Die nach dem Bundes-
versorgungsgesetz erforderlichen Feststellungen treffen die
Behörden, denen die Durchführung des Bundesversorgungsge-
setzes obliegt. Soweit die Verwaltungsbehörden der Kriegsop-
ferversorgung zuständig sind, richtet sich das Verfahren nach
den für die Kriegsopferversorgung geltenden Vorschriften.
§ 13 Verwaltungsverfahren
(1) In dem Verfahren vor der Rehabilitierungsbehörde sind
Zeugen zur Aussage und Sachverständige zur Erstattung von
Gutachten verpflichtet. § 65 des Verwaltungsverfahrensgesetzes
gilt entsprechend.
(2) Die Angaben des Antragstellers, die sich auf die Rechts-
staatswidrigkeit einer Maßnahme im Sinne des § 1 oder § 1a
beziehen, können, wenn Beweismittel nicht vorhanden oder
nicht zu beschaffen oder ohne Verschulden des Antragstellers
oder desjenigen, von dem er seine Rechte herleitet, verloren-
gegangen sind, der Entscheidung zugrunde gelegt werden,
soweit sie glaubhaft erscheinen. Unter den Voraussetzungen des
Satzes 1 kann die Rehabilitierungsbehörde vom Antragsteller
die Versicherung an Eides Statt gemäß § 27 des Verwaltungs-
verfahrensgesetzes verlangen.
(3) Soweit in diesem Gesetz nichts anderes bestimmt ist, gel-
ten bis zum Erlaß entsprechender landesrechtlicher Bestimmun-
gen die Vorschriften des Verwaltungsverfahrensgesetzes, des
Verwaltungszustellungsgesetzes und des Verwaltungs-Vollstre-
ckungsgesetzes.

§ 14 Kosten
Das Verwaltungsverfahren vor den Rehabilitierungsbehörden
einschließlich des Widerspruchsverfahrens ist kostenfrei. Wurde
ein Antrag im Verwaltungsverfahren oder ein Widerspruch als
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offensichtlich unbegründet zurückgewiesen, so können dem
Antragsteller die Kosten auferlegt werden.

§ 15 Bestandskraft nach allgemeinen Vorschriften
Für die Wirksamkeit von Verwaltungsentscheidungen gelten die
verwaltungsverfahrensrechtlichen Nichtigkeitsbestimmungen
erst ab dem 3. Oktober 1990. Soweit diese Maßnahmen noch
wirksam sind, finden die allgemeinen Aufhebungsvorschriften
Anwendung. Eine Aufhebung mit Wirkung für die Vergangen-
heit darf nicht für die Zeit vor dem 3. Oktober 1990 erfolgen.

§ 16 Rechtsweg
(1) In Streitigkeiten nach diesem Gesetz ist der Verwaltungs-
rechtsweg gegeben. Die Berufung gegen ein Urteil und die
Beschwerde gegen eine andere Entscheidung des Verwaltungs-
gerichts sind ausgeschlossen. Das gilt nicht für die Beschwerde
gegen die Nichtzulassung der Revision nach § 135 in Verbin-
dung mit § 133 der Verwaltungsgerichtsordnung und die Be-
schwerde gegen Beschlüsse über den Rechtsweg nach § 17a
Abs. 2 und 3 des Gerichtsverfassungsgesetzes. Auf die Be-
schwerde gegen die Beschlüsse über den Rechtsweg findet §
17a Abs. 4 Satz 4 bis 6 des Gerichtsverfassungsgesetzes ent-
sprechend Anwendung.
(2) Soweit dieses Gesetz von den für die Kriegsopferversor-
gung zuständigen Verwaltungsbehörden durchgeführt wird,
entscheiden über öffentlich-rechtliche Streitigkeiten die Gerichte
der Sozialgerichtsbarkeit. Für diese Verfahren sind die Vor-
schriften des Sozialgerichtsgesetzes für Angelegenheiten der
Kriegsopferversorgung maßgebend. § 51 Abs. 1 Nr. 6 des
Sozialgerichtsgesetzes bleibt unberührt.

§ 17 Kostenregelung
Der Bund trägt 60 vom Hundert der Ausgaben, die den Län-
dern durch Geldleistungen nach diesem Gesetz entstehen. Zu
den Geldleistungen gehören nicht solche Geldbeträge, die zur
Abgeltung oder anstelle einer Sachleistung gezahlt werden.

§ 18 Übergangsregelung
Ist die zu zahlende Entschädigung entgegen § 2 Abs. 4 Satz 3
festgesetzt worden, ist der Verwaltungsakt insoweit mit Wir-
kung für die Vergangenheit zurückzunehmen und ein bereits
gezahlter Betrag zu erstatten.

——————

Gesetz über den Ausgleich beruflicher Benachteilungen für
Opfer politischer Verfolgung im Beitrrittsgebiet
Ley de compensación por discriminación profesional para las
víctimas por persecución política en los territorios de la ad-
hesión.
23 de junio de 1994 BGBl I 1994, p. 1311. Nueva regulación
de 1. 7.1997 I 1625; últimamente modificada por el art.. 28 G
v. 27.12.2003 I 3022

Erster Abschnitt Allgemeine Vorschriften

§ 1 Begriff des Verfolgten
(1) Wer in der Zeit vom 8. Mai 1945 bis zum 2. Oktober 1990
1.infolge einer in dem in Artikel 3 des Einigungsvertrages
genannten Gebiet (Beitrittsgebiet) zu Unrecht erlittenen Frei-
heitsentziehung,
2. infolge eines Gewahrsams nach § 25 Abs. 2 Satz 1 Nr. 1 oder
2 des Strafrechtlichen Rehabilitierungsgesetzes,
3. durch eine hoheitliche Maßnahme nach § 1 des Verwaltungs-
rechtlichen Rehabilitierungsgesetzes oder
4. durch eine andere Maßnahme im Beitrittsgebiet, wenn die-
se der politischen Verfolgung gedient hat, zumindest zeitwei-
lig weder seinen bisher ausgeübten, begonnenen, erlernten oder

durch den Beginn einer berufsbezogenen Ausbildung nachweis-
bar angestrebten noch einen sozial gleichwertigen Beruf aus-
üben konnte (Verfolgter), hat Anspruch auf Leistungen nach
diesem Gesetz.
(2) In den Fällen des Absatzes 1 Nr. 1 bis 3 muß der Zeitraum
einer zu Unrecht erlittenen Freiheitsentziehung in einem Re-
habilitierungs- oder Kassationsverfahren oder der Zeitraum
eines Gewahrsams in einer Bescheinigung nach § 10 Abs. 4
des Häftlingshilfegesetzes festgestellt sein oder die Aufhebung
oder Feststellung der Rechtsstaatswidrigkeit der Maßnahme
nach dem Verwaltungsrechtlichen Rehabilitierungsgesetz er-
folgt sein.

§ 2 Verfolgungszeit
(1) Verfolgungszeit ist
1. der gemäß § 1 Abs. 2 festgestellte Zeitraum einer zu Un-
recht erlittenen Freiheitsentziehung oder eines Gewahrsams
sowie
2. die Zeit, in der der Verfolgte auf Grund einer Maßnahme nach
§ 1 Abs. 1 Nr. 3 oder 4 oder als Folge einer Maßnahme nach §
1 Abs. 1 Nr. 1 oder 2 seine bisherige oder eine angestrebte Er-
werbstätigkeit nicht ausgeübt oder ein geringeres Einkommen
als aus der bisherigen Erwerbstätigkeit erzielt hat.
Die Verfolgungszeit nach Satz 1 Nr. 2 endet mit dem Verlas-
sen des Beitrittsgebiets, spätestens mit Ablauf des 2. Oktober
1990.
(2) Die Zeit, während derer der Verfolgte das Fortwirken der
beruflichen Benachteiligung zu vertreten hat, ist keine Verfol-
gungszeit.

§ 3 Verfolgte Schüler
(1) Wer in dem in § 1 Abs. 1 genannten Zeitraum infolge ei-
ner Maßnahme nach § 1 Abs.
1 Nr. 1 bis 3 1. nicht zu einer zur Hochschulreife führenden
Bildungseinrichtung zugelassen wurde,
2. die Ausbildung an einer zur Hochschulreife führenden Bil-
dungseinrichtung nicht fortsetzen konnte,
3. nicht zu einer Abschlußprüfung zur Erlangung der Hoch-
schulreife,
4. nicht zur Ausbildung an einer Fach- oder Hochschule zu-
gelassen wurde oder
5. die Ausbildung an einer anderen als einer zur Hochschul-
reife führenden Bildungseinrichtung nicht fortsetzen konnte, hat
Anspruch auf Leistungen nach dem Zweiten Abschnitt. Die
Regelung über Verfolgungszeiten als Anrechnungszeiten in §
12 Abs. 2 ist anzuwenden.
(2) § 1 Abs. 2 gilt entsprechend.

§ 4 Ausschließungsgründe
Leistungen nach diesem Gesetz werden nicht gewährt, wenn
der Verfolgte gegen die Grundsätze der Menschlichkeit oder
Rechtsstaatlichkeit verstoßen oder in schwerwiegendem Maße
seine Stellung zum eigenen Vorteil oder zum Nachteil ande-
rer mißbraucht hat.

§ 5 Ausschluß von Ansprüchen
Andere Ansprüche wegen einer aus politischen Gründen erfolg-
ten Benachteiligung im Beruf oder in der Ausbildung sind
ausgeschlossen, wenn sie Verbindlichkeiten im Sinne des Ar-
tikels 135a Abs. 2 des Grundgesetzes betreffen.

Zweiter Abschnitt Bevorzugte berufliche Fortbildung
und Umschulung

§ 6 Arbeitslosengeld bei beruflicher Weiterbildung
(1) Verfolgte, die an nach § 77 Abs. 1 Nr. 3 in Verbindung mit
§§ 84, 85 des Dritten Buches Sozialgesetzbuch für die Förde-
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rung zugelassenen Maßnahmen der beruflichen Weiterbildung
teilnehmen und die einen Anspruch auf Arbeitslosengeld bei
beruflicher Weiterbildung nach dem Dritten Buch Sozialgesetz-
buch nicht haben, erhalten auf Antrag Arbeitslosengeld bei
beruflicher Weiterbildung in entsprechender Anwendung des
§ 124a des Dritten Buches Sozialgesetzbuch.
(2) Hat ein Verfolgter auf Grund einer Teilnahme an einer
Maßnahme zur beruflichen Fortbildung und Umschulung vor
Inkrafttreten dieses Gesetzes ein Unterhaltsgeld nach § 44 Abs.
2a des Arbeitsförderungsgesetzes in der bis zum 31. Dezem-
ber 1993 geltenden Fassung erhalten, so wird das Darlehen auf
Antrag in einen Zuschuß umgewandelt, soweit es am Tage der
Antragstellung noch nicht zurückgezahlt ist.
(3) Auf das Arbeitslosengeld bei beruflicher Weiterbildung nach
Absatz 1 sind die Vorschriften des Dritten, Fünften und Sechs-
ten Buches Sozialgesetzbuch sowie das Einkommensteuerge-
setz und sonstige Gesetze, die das Arbeitslosengeld bei beruf-
licher Weiterbildung oder Bezieher dieser Leistung betreffen,
entsprechend anzuwenden.

§ 7 Erstattung von Kosten
Verfolgte, die an nach den Vorschriften des Dritten Buches
Sozialgesetzbuch für die Weiterbildungsförderung zugelasse-
nen Maßnahmen der beruflichen Weiterbildung teilnehmen und
für die Weiterbildungskosten nicht nach dem Dritten Buch
Sozialgesetzbuch übernommen werden, erhalten auf Antrag die
Weiterbildungskosten in entsprechender Anwendung der §§ 79
bis 83 des Dritten Buches Sozialgesetzbuch erstattet.

Dritter Abschnitt Ausgleichsleistungen

§ 8 Anspruchsvoraussetzungen
(1) Verfolgte nach § 1 Abs. 1 mit Wohnsitz oder gewöhnlichem
Aufenthalt im Geltungsbereich dieses Gesetzes, die in ihrer
wirtschaftlichen Lage besonders beeinträchtigt sind, erhalten
auf Antrag Ausgleichsleistungen in Höhe von 184 Euro mo-
natlich. Wenn der Verfolgte eine Rente aus der gesetzlichen
Rentenversicherung aus eigener Versicherung bezieht, betra-
gen die Ausgleichsleistungen 123 Euro monatlich.
(2) Ausgleichsleistungen werden nicht gewährt, wenn die in der
Bescheinigung nach § 17 oder § 18 festgestellte Verfolgungs-
zeit vor Ablauf des 2. Oktober 1990 endet, es sei denn, die
Verfolgungszeit beträgt mehr als drei Jahre. Die Gewährung
von Ausgleichsleistungen nach Absatz 1 Satz 2 setzt außerdem
voraus, daß zwischen dem Beginn der Verfolgungszeit und dem
Zeitpunkt, von dem an der Verfolgte die Rente bezieht, ein
Zeitraum von mehr als sechs Jahren liegt.
(3) Als in seiner wirtschaftlichen Lage besonders beeinträch-
tigt gilt ein Verfolgter, dessen entsprechend § 82 Abs. 1 Satz
1 und Abs. 2 des Zwölften Buches Sozialgesetzbuch ermittel-
tes Einkommen die folgende maßgebliche Einkommensgren-
ze nicht übersteigt:
1. für den Verfolgten selbst den Grundbetrag nach § 85 Abs.
1 Nr. 1, § 86 des Zwölften Buches Sozialgesetzbuch, für sei-
nen nicht dauernd getrennt lebenden Ehegatten 80 vom Hun-
dert und für jedes minderjährige, zum Haushalt gehörende Kind
50 vom Hundert des Grundbetrages zuzüglich
2. der Kosten der Unterkunft, einschließlich der Heizkosten,
in tatsächlicher Höhe.
Bei der Einkommensermittlung nach Satz 1 ist bei nicht dau-
ernd getrennt lebenden Ehegatten das Einkommen beider Ehe-
gatten zu berücksichtigen. Für Personen, die in eheähnlicher
Gemeinschaft leben, gelten die Sätze 1 und 2 entsprechend.
(4) Übersteigt das ermittelte Einkommen die maßgebliche Ein-
kommensgrenze um einen Betrag, der geringer ist als der Be-
trag der Ausgleichsleistungen nach Absatz 1, erhält der Ver-
folgte Ausgleichsleistungen in Höhe des Differenzbetrages.

(5) Die Ausgleichsleistungen werden monatlich im voraus,
beginnend mit dem auf die Antragstellung folgenden Monat,
gezahlt.

§ 9 Anrechnungsfreiheit, Unpfändbarkeit
(1) Ausgleichsleistungen nach diesem Abschnitt werden bei
Sozialleistungen, deren Gewährung vom Einkommen abhän-
gig ist, nicht als Einkommen angerechnet.
(2) Der Anspruch auf die Ausgleichsleistungen ist unpfändbar.

Vierter Abschnitt Ausgleich von Nachteilen in der
Rentenversicherung Erster Unterabschnitt Allgemeines

§ 10 Allgemeines
Die Vorschriften dieses Abschnitts ergänzen zugunsten des
Verfolgten die allgemein anzuwendenden rentenrechtlichen
Vorschriften. Leistungen nach diesem Abschnitt werden auf
Antrag erbracht; im Einzelfall können sie auch von Amts we-
gen erbracht werden.
Renten nach den Vorschriften des Sechsten Buches Sozialge-
setzbuch Zweiter Unterabschnitt

§ 11 Verfolgungszeiten als Pflichtbeitragszeiten
Für Verfolgungszeiten, in denen der Verfolgte eine die Versi-
cherungs- und Beitragspflicht begründende Beschäftigung oder
selbständige Tätigkeit wegen Verfolgungsmaßnahmen nicht
ausgeübt hat, gelten Pflichtbeiträge für eine Beschäftigung oder
selbständige Tätigkeit im Beitrittsgebiet als gezahlt. Zeiten nach
Satz 1 und Pflichtbeitragszeiten, die während einer Verfolgungs-
zeit zurückgelegt worden sind, gelten mit Ausnahme der Zei-
ten, für die Werte nach § 13 Abs. 2 Satz 1 zugrunde zu legen
sind, insgesamt nur insoweit als beitragsgeminderte Zeiten, als
sich für die Summe aller Entgeltpunkte ein höherer Wert er-
gibt.

§ 12 Verfolgungszeiten als Anrechnungszeiten
(1) Hat der Verfolgte wegen einer Verfolgungsmaßnahme seine
Fachschulausbildung oder Hochschulausbildung nicht abschlie-
ßen können, gilt die Ausbildung für die Anerkennung dieser
Zeiten als Anrechnungszeit als abgeschlossen.
(2) Ist wegen einer Verfolgungsmaßnahme eine Schulausbil-
dung, Fachschulausbildung oder Hochschulausbildung unter-
brochen, jedoch später wieder aufgenommen und abgeschlos-
sen oder eine neue Ausbildung begonnen und abgeschlossen
worden, sind die Ausbildungszeiten als Anrechnungszeiten bis
zum Doppelten der allgemein geltenden Höchstdauer anzuer-
kennen.

§ 13 Entgeltpunkte für Verfolgungszeiten als Pflichtbeitrags-
zeiten
(1) Zur Ermittlung von Entgeltpunkten für Verfolgungszeiten
werden für ein Kalenderjahr als Beitragsbemessungsgrundlage
1. für Zeiten vor dem 1. Januar 1950 die sich aus den Anla-
gen 1 bis 16 des Fremdrentengesetzes ergebenden Werte und
2. für Zeiten nach dem 31. Dezember 1949 die sich aus den
Anlagen 13 und 14 zum Sechsten Buch Sozialgesetzbuch er-
gebenden und um 20 vom Hundert erhöhten Durchschnittsver-
dienste berücksichtigt. Für Verfolgungszeiten, in denen ohne
die Verfolgung die Fachschuloder Hochschulausbildung bis zum
regelmäßigen Abschluß fortgesetzt worden wäre, werden für
jeden Kalendermonat die sich aus der Gesamtleistungsbewer-
tung für Anrechnungszeiten wegen des Besuchs einer Fachschu-
le oder Hochschule ergebenden Entgeltpunkte zugrunde gelegt.
(1a) Für jeden Kalendermonat mit Verfolgungszeit wird der
monatliche Durchschnitt aus Entgeltpunkten für vollwertige
Pflichtbeiträge auf Grund einer versicherten Beschäftigung oder
selbständigen Tätigkeit oder für freiwillige Beiträge im letz-
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ten Kalenderjahr oder, wenn dies günstiger ist, in den letzten
drei Kalenderjahren vor Beginn der Verfolgung berücksichtigt,
wenn diese durchschnittliche Entgeltpunkteposition eine höhere
Rente ergibt. Im Fall der Anwendung von Absatz 2 sind jedoch
höchstens die sich daraus ergebenden Entgeltpunkte zu berück-
sichtigen.
(2) Für Verfolgungszeiten in der Zeit vom 1. Januar 1977 bis
zum 30. Juni 1990 werden als Beitragsbemessungsgrundlage
für ein Kalenderjahr höchstens
1. die um 20 vom Hundert erhöhten Beträge der Anlage 16 zum
Sechsten Buch Sozialgesetzbuch berücksichtigt, wenn der
Verfolgte in dieser Zeit ein tatsächliches Einkommen von mehr
als 600 Mark monatlich erzielt hat und der Freiwilligen Zusatz-
rentenversicherung (FZR) nicht angehört hat,
2. die Beträge nach Nummer 1 doppelt berücksichtigt, wenn
der Verfolgte a) als Arbeiter, Angestellter oder Mitglied einer
Produktionsgenossenschaft oder
b) in der Zeit nach dem 30. November 1989 als Mitglied der
Kollegien der Rechtsanwälte, in eigener Praxis tätiger Arzt,
Zahnarzt oder Tierarzt, freiberuflich tätiger Kultur- und Kunst-
schaffender, Inhaber eines Handwerks- Handwerks- oder Ge-
werbebetriebes, freiberuflich Tätiger und anderer selbständig
Tätiger sowie als deren ständig mitarbeitender Ehegatte ein
tatsächliches Einkommen von mehr als 1.200 Mark monatlich
erzielt hat und sich nicht für eine Beitragszahlung zur FZR für
das Einkommen über 1.200 Mark monatlich erklärt hat.
Satz 1 gilt nicht, wenn der Verfolgte zu Beginn der Verfolgung
1. sich in einer Fachschul- oder Hochschulausbildung befun-
den hat,
2. der FZR angehört hat,
3. sich für eine Beitragszahlung zur FZR für das Einkommen
über 1.200 Mark monatlich erklärt hat oder nicht mindestens
24 Kalendermonate die Möglichkeit zur Abgabe der Erklärung
gehabt hat oder
4. der FZR nicht angehören konnte oder nicht mindestens 24
Kalendermonate die Möglichkeit des Beitritts zur FZR gehabt
hat.
(3) Absatz 2 ist für Verfolgte, die während Zeiten der Verfol-
gung einem Zusatz- oder Sonderversorgungssystem (Anlagen
1 und 2 zum Anspruchs- und Anwartschaftsüberführungsgesetz)
angehört haben oder wegen einer Verfolgungsmaßnahme
aus einem Zusatz- oder Sonderversorgungssystem ausgeschie-
den sind, nicht anzuwenden.
Auf die nach Absatz 1 ermittelten oder sich aus Absatz 1a
ergebenden, durch die Werte der Anlage 10 zum Sechsten Buch
Sozialgesetzbuch geteilten Beitragsbemessungsgrundlagen sind
die Vorschriften des Anspruchs- und Anwartschaftsüberfüh-
rungsgesetzes anzuwenden.
(4) Für jeden Teilzeitraum wird der entsprechende Anteil der
Werte nach den Absätzen 1 bis 3 zugrunde gelegt.

Dritter Unterabschnitt Renten nach den Vorschriften des
Beitrittsgebiets

§ 14 Verfolgungszeiten als rentenrechtliche Zeiten
Verfolgungszeiten gelten als
1. Zeiten einer versicherungspflichtigen Tätigkeit und
2. Beitragszeiten zur FZR, soweit sie nicht nach den allgemein
anzuwendenden Vorschriften Zeiten einer versicherungspflich-
tigen Tätigkeit oder Beitragszeiten zur FZR sind.
(2) Verfolgungszeiten werden
1. Zeiten der bergbaulichen Versicherung,
2. Zeiten der Beschäftigung oder selbständigen Tätigkeit in
Einrichtungen des Gesundheits- und Sozialwesens nach den
Bestimmungen der §§ 46 und 47 der Rentenverordnung vom
23. November 1979 (GBl. I Nr. 43 S. 401),
3. Zeiten der Beschäftigung bei der Deutschen Post nach der

Post-Dienst-Verordnung vom 28. März 1973 (GBl. I Nr. 25 S.
222) und der Versorgungsordnung der Deutschen Post vom 31.
Mai 1973,
4. Zeiten der Beschäftigung bei der Deutschen Reichsbahn nach
der Eisenbahner-Verordnung vom 28. März 1973 (GBl. I Nr.
25 S. 217) und der Versorgungsordnung der Deutschen Reichs-
bahn oder
5. Zeiten der Beschäftigung in Einrichtungen nach der Anord-
nung über die Berechnung von Renten der Sozialversicherung
für bestimmte Gruppen von Werktätigen vom 12. April 1976
zugeordnet, wenn zu Beginn der Verfolgung eine Beschäfti-
gung oder selbständige Tätigkeit im Sinne der Nummern 1 bis
5 ausgeübt worden ist.

§ 15 Durchschnittseinkommen für Verfolgungszeiten
(1) Bei der Ermittlung des beitragspflichtigen Durchschnitts-
einkommens der letzten 20 Jahre vor Ende der letzten versi-
cherungspflichtigen Tätigkeit sind für Verfolgungszeiten die
nach § 13 ermittelten Beitragsbemessungsgrundlagen, geteilt
durch die Werte der Anlage 10 zum Sechsten Buch Sozialge-
setzbuch, höchstens 600 Mark monatlich, zugrunde zu legen.
Bei der Ermittlung des durch Beiträge zur FZR versicherten
Durchschnittseinkommens sind für Verfolgungszeiten die nach
§ 13 ermittelten Beitragsbemessungsgrundlagen, geteilt durch
die Werte der Anlage 10 zum Sechsten Buch Sozialgesetzbuch,
zugrunde zu legen, soweit sie 600 Mark monatlich übersteigen.
(3) § 309 Abs. 1a des Sechsten Buches Sozialgesetzbuch fin-
det entsprechende Anwendung.

Vierter Unterabschnitt Übergangsregelungen

§ 16 Rentenleistungen vor dem 1. Juli 1994
Wird zum Zeitpunkt der Anerkennung als Verfolgter eine Rente
geleistet oder besteht auf Grund der Anerkennung als Verfolgter
erstmals Anspruch auf eine Rente, ist die Rente in neuer Höhe
für die Zeit des Bezugs, frühestens für die Zeit vom 1. Juli 1990
an, zu leisten.

Fünfter Abschnitt Zuständigkeit und Verfahren

§ 17 Rehabilitierungsbescheinigung und Behördenzustän-
digkeit
(1) Der Nachweis darüber, daß die Voraussetzungen des § 1
Abs. 1 oder des § 3 Abs. 1 vorliegen und daß Ausschließungs-
gründe nach § 4 nicht gegeben sind, ist durch eine Bescheini-
gung zu erbringen, die auf Antrag von der Rehabilitierungs-
behörde erteilt wird.
(2) Rehabilitierungsbehörden werden in den Ländern Berlin,
Brandenburg, Mecklenburg-Vorpommern, Sachsen, Sachsen-
Anhalt und Thüringen errichtet.
(3) Zuständig ist die Rehabilitierungsbehörde des Landes, von
dessen Gebiet nach dem Stand vom 3. Oktober 1990 die Ver-
folgungsmaßnahme ausgegangen ist. Sind hiernach Rehabili-
tierungsbehörden mehrerer Länder zuständig, so entscheidet die
Behörde, die zuerst mit der Sache befaßt worden ist.

§ 18 Vorläufige Rehabilitierungsbescheinigung
(1) Erfordert die Erteilung einer Bescheinigung nach § 17 Abs.
1 voraussichtlich längere Zeit, kann die Rehabilitierungsbehörde
als Grundlage für Leistungen nach dem Zweiten oder Dritten
Abschnitt oder für die Anwendung des § 60 Nr. 1 des Bundes-
ausbildungsförderungsgesetzes eine vorläufige Bescheinigung
erteilen. Diese Bescheinigung hat die Angaben nach § 22 Abs.
1 Nr. 1 bis 3 oder § 22 Abs. 2 Nr. 1 und 2 zu enthalten.
(2) In den Fällen des Absatzes 1 ist die Verfolgteneigenschaft
oder die Verfolgung als Schüler glaubhaft zu machen. Die
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Rehabilitierungsbehörde kann zu diesem Zweck auch eine
Versicherung an Eides Statt verlangen und abnehmen.

§ 19 Verwendung personenbezogener Daten
Personenbezogene Daten aus einem beruflichen Rehabilitie-
rungsverfahren dürfen auch für andere Verfahren zur Rehabi-
litierung, Wiedergutmachung oder Gewährung von Leistungen
nach dem Häftlingshilfegesetz soweit erforderlich verarbeitet
und genutzt werden.

§ 20 Antrag
(1) Der Antrag auf Erteilung der Bescheinigung nach § 17 Abs.
1 kann von dem Verfolgten gestellt werden, nach dessen Tod
von seinen Hinterbliebenen, wenn diese ein rechtliches Inter-
esse an der Antragstellung haben.
(2) Die Anträge nach § 17 Abs. 1 und § 18 Abs. 1 können bis
zum Ablauf des 31. Dezember 2007 gestellt werden. In den in
§ 1 Abs. 2 genannten Fällen kann der Antrag nach § 17 Abs.
1 auch innerhalb von sechs Monaten nach Eintritt der Unan-
fechtbarkeit der nach § 1 Abs. 2 erforderlichen Entscheidung
gestellt werden.
(3) Der Antrag ist schriftlich bei der Rehabilitierungsbehörde
zu stellen. Die Antragsfrist gilt auch dann als gewahrt, wenn
der Antrag fristgemäß bei einer anderen inländischen Behör-
de oder bei einem deutschen Gericht gestellt worden ist.

§ 21 Inhalt des Antrags
Der Antrag soll enthalten
1. Angaben zur Person,
2. Angaben zur Ausbildung und zum beruflichen Werdegang,
3. eine Darstellung der Verfolgung,
4. Angaben zum Umfang der Benachteiligung in Ausbildung
und Beruf,
5. die Angabe von Beweismitteln sowie
6. eine Erklärung, ob und wo der Antragsteller schon früher
einen Antrag gestellt hat.

§ 22 Inhalt der Bescheinigung
(1) Die Bescheinigung hat in den Fällen des § 1 folgende
Angaben zu enthalten:
1. die Feststellungen nach § 1 Abs. 1,
2. die Bestätigung, daß Ausschließungsgründe nach § 4 nicht
vorliegen,
3. Beginn und Ende der Verfolgungszeit (§ 2),
4. Dauer der verfolgungsbedingten Unterbrechung eines Fach-
oder Hochschulstudiums vor dem 3. Oktober 1990,
5. Angaben über eine wegen Verfolgungsmaßnahmen nicht
abgeschlossene Fachoder Hochschulausbildung oder sonstige
berufsbezogene Ausbildung sowie die voraussichtliche Dauer
dieser Ausbildung bis zum regelmäßigen Abschluß,
6. Angaben über die Beschäftigung oder selbständige Tätigkeit,
die ohne die Verfolgung ausgeübt worden wäre, einschließlich
Angaben über die
a) Leistungsgruppe nach den Anlagen 1 bis 16 des Fremdren-
tengesetzes für Verfolgungszeiten vor dem 1. Januar 1950,
b) Qualifikationsgruppe nach Anlage 13 und den Bereich nach
Anlage 14 zum Sechsten Buch Sozialgesetzbuch für Verfol-
gungszeiten nach dem 31. Dezember 1949,
c) tatsächliche oder ohne die Verfolgung gegebene Zugehörig-
keit zu einem zu benennenden Zusatz- oder Sonderversorgungs-
system und die jeweilige Tätigkeit oder Funktion,
7. Angaben über eine Beschäftigung oder selbständige Tätig-
keit zu Beginn der Verfolgung in einem der in § 14 Abs. 2
genannten Bereiche oder im Bereich der knappschaftlichen
Rentenversicherung.
(2) Die Bescheinigung hat in den Fällen des § 3 folgende
Angaben zu enthalten:
1. die Feststellungen nach § 3 Abs. 1,

2. die Bestätigung, daß Ausschließungsgründe nach § 4 nicht
vorliegen,
3. Zeitraum einer zu Unrecht erlittenen Freiheitsentziehung (§
1 Abs. 2) und Dauer der verfolgungsbedingten Unterbrechung
der Ausbildung vor dem 3. Oktober 1990.
Soweit die Bescheinigung nicht zur Vorlage bei den für die
Ausführung des § 60 des Bundesausbildungsförderungsgesetzes
zuständigen Behörden benötigt wird, sind nur die Angaben zu
den Nummern 1 und 2 erforderlich.
(3) Die für die Ausführung des Zweiten bis Vierten Abschnitts
und des § 60 des Bundesausbildungsförderungsgesetzes zustän-
digen Behörden sind an die in der Bescheinigung enthaltenen
Feststellungen gebunden.

§ 23 Antragsfrist für Leistungen nach dem Zweiten und
Dritten Abschnitt
Der Antrag auf Leistungen nach dem Zweiten oder Dritten
Abschnitt kann bis zum Ablauf des 31. Dezember 2008 gestellt
werden. Der Antrag auf Leistungen nach dem Dritten Abschnitt
kann auch noch innerhalb von sechs Monaten nach dem Zeit-
punkt gestellt werden, von dem an der Verfolgte eine Rente
aus der gesetzlichen Rentenversicherung aus eigener Versiche-
rung bezieht.

§ 24 Zuständigkeit für Leistungen nach dem Zweiten und
Dritten Abschnitt
(1) Leistungen nach dem Zweiten Abschnitt werden von der
Bundesagentur für Arbeit als einem für diese Aufgabe entlie-
henen Organ des Landes, in dem der Betroffene seinen Wohn-
sitz hat, gewährt.
(2) Für die Gewährung von Ausgleichsleistungen nach dem
Dritten Abschnitt sind die örtlichen Träger der Sozialhilfe (§
3 Abs. 2, §§ 98 und 99 Abs. 1 des Zwölften Buches Sozialge-
setzbuch) zuständig.

§ 25 Verwaltungsverfahren
(1) In dem Verfahren vor der Rehabilitierungsbehörde sind
Zeugen zur Aussage und Sachverständige zur Erstattung von
Gutachten verpflichtet. § 65 des Verwaltungsverfahrensgesetzes
gilt entsprechend.
(2) Die Angaben des Antragstellers zur Verfolgteneigenschaft
(§ 1 Abs. 1), zur Verfolgungszeit (§ 2 Abs. 1) und zur Ver-
folgung als Schüler (§ 3 Abs. 1) können, wenn Beweismittel
nicht vorhanden oder nicht zu beschaffen oder ohne Verschul-
den des Antragstellers oder desjenigen, von dem er seine Rechte
herleitet, verlorengegangen sind, der Entscheidung zugrunde-
gelegt werden, soweit sie glaubhaft erscheinen. Unter den
Voraussetzungen des Satzes 1 kann die Rehabilitierungsbehörde
vom Antragsteller die Versicherung an Eides Statt gemäß § 27
des Verwaltungsverfahrensgesetzes verlangen.
(3) Soweit in diesem Gesetz nichts anderes bestimmt ist, gel-
ten bis zum Erlaß entsprechender landesrechtlicher Bestimmun-
gen die Vorschriften des Verwaltungsverfahrensgesetzes, des
Verwaltungszustellungsgesetzes und des Verwaltungs-Vollstre-
ckungsgesetzes.
(4) Für das Verfahren nach dem Zweiten und Dritten Abschnitt
gelten das Erste und Zehnte Buch Sozialgesetzbuch.

§ 26 Kosten
Das Verwaltungsverfahren vor den Rehabilitierungsbehörden
einschließlich des Widerspruchsverfahrens ist kostenfrei. Wurde
ein Antrag im Verwaltungsverfahren oder ein Widerspruch als
offensichtlich unbegründet zurückgewiesen, so können dem
Antragsteller die Kosten auferlegt werden.

§ 27 Rechtsweg
(1) In Streitigkeiten nach diesem Gesetz ist der Verwaltungs-
rechtsweg gegeben. Die Berufung gegen ein Urteil und die
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Beschwerde gegen eine andere Entscheidung des Verwaltungs-
gerichts sind ausgeschlossen. Das gilt nicht für die Beschwerde
gegen die Nichtzulassung der Revision nach § 135 in Verbin-
dung mit § 133 der Verwaltungsgerichtsordnung und die Be-
schwerde gegen Beschlüsse über den Rechtsweg nach § 17a
Abs. 2 und 3 des Gerichtsverfassungsgesetzes. Auf die Be-
schwerde gegen die Beschlüsse über den Rechtsweg findet §
17a Abs. 4 Satz 4 bis 6 des Gerichtsverfassungsgesetzes ent-
sprechend Anwendung. (2) Soweit bei der Durchführung die-
ses Gesetzes die Bundesagentur für Arbeit oder die Träger der
Rentenversicherung tätig werden, entscheiden über öffentlich-
rechtliche Streitigkeiten die Gerichte der Sozialgerichtsbarkeit.

Sechster Abschnitt Kostenregelung

§ 28 Kosten für Leistungen nach dem Zweiten Abschnitt
(1) Von den Aufwendungen, die den Ländern durch Geldleis-
tungen nach dem Zweiten Abschnitt entstehen, trägt der Bund
60 vom Hundert.
(2) Verwaltungskosten werden nicht erstattet.

§ 29 Kosten für Leistungen nach dem Dritten Abschnitt
Von den Aufwendungen, die den Ländern durch Leistungen
nach dem Dritten Abschnitt entstehen, trägt der Bund 60 vom
Hundert.

Siebter Abschnitt Übergangsregelungen

§ 30 (weggefallen)

I.4. Las Comisiones de Investigación

En la 12ª Legislatura del Bundestag, años 1992-1994, se crea
la Comisión de investigación sobre la «Revisión de la histo-
ria y consecuencias de la dictadura del SED en Alemania»
(Aufarbeitung der Geschichte und Folgen der SED Diktatur in
Deutschland) En el informe final publicado a finales de 1992
se aportan datos fundamentales para la valoración política,
histórica y moral de la segunda dictadura en el territorio ale-
mán. Se han conseguido grandes logros en la depuración de los
40 años del pasado de la RDA y deja un testimonio importan-
te de cómo se ha mostrado el Bundestag y la opinión política
en los primeros años después de la reunificación. La colabo-
ración de la Comisión de Investigación en el proceso de la
reunificación alemana ha encontrado una gran atención públi-
ca y un gran eco –en el interior y exterior– del país

La Comisión de investigación ha tenido las siguientes tareas:
1. Ofrecer aportaciones al análisis político-histórico y a la

valoración política-moral de la dictadura de la SED, fomentar
el proceso de la valoración social y presentar en el futuro pro-
puestas para su continuación.

Para ello hay que examinar si existen los medios institu-
cionales adicionales. El interés del reconocimiento de la Co-
misión se dirige especialmente a las consecuencias externas e
internas y a los efectos posteriores de la dictadura y a los pro-
blemas que surjan para el proceso de la unificación interior.

2. Contribuir a la fijación de la conciencia individual de-
mocrática, al sentimiento jurídico libre, y al consenso antito-
talitario en Alemania y a todas las tendencias que justifiquen
las dictaduras. Por ello es importante el recuerdo de las dicta-
duras y a sus víctimas. El recuerdo de las víctimas debe man-
tenerse vivo. Al mismo tiempo deben cuidarse las formas y
contenidos desarrollados desigualmente en ambos Estados, de

las críticas de la resistencia frente al nacionalsocialismo asi
como la instrumentalización del antifascismo de la ideología
legitimada en la SBZ/RDA En este contexto la comisión debe
presentar propuestas para crear lugares y monumentos conme-
morativos y debe ayudar al reencuentro de las personas con sus
biografías en el proceso de unificación.

Con ello debe contribuir a la reconciliación de la sociedad,
basada en la voluntad de la franqueza, a la verdad histórica y
al entendimiento de ambas partes. La dignidad personal de los
afectados por la injusticia tiene que reestablecerse.

A continuación incluimos el informe final de la Comisión
Act No. 12/2597 (May 14, 1992).

LAW CREATING THE COMMISSION
OF INQUIRY ON «WORKING THROUGH

THE HISTORY AND THE CONSEQUENCES
OF THE SED DICTATORSHIP»

A
I. To work through the history and consequences of the SED

[East German Communist Party, known as the «German So-
cialist Union Party»] dictatorship in Germany is a joint task
of all Germans. It is particularly important for the purpose of
truly unifying Germany.

The legacy of the SED dictatorship continues to be a bur-
den preventing people in Germany from coming together. The
experiences of injustice and persecution, humiliation and dis-
couragement are still alive. Many people are looking for clar-
ification, struggling for orientation in dealing with their own
and others’ responsibility and culpability; they are asking ques-
tions about the roots of the dictatorial system set up in the SBZ/
GDR [the former German Democratic Republic]; about the
political, mental, and intellectual and emotional effects of the
dictatorship; about the possibilities of political and moral re-
habilitation of the victims.

To work through these issues, the commission of inquiry
appointed by the March 12, 1992 resolution of the Bundestag
(Paper 12/2230 of March 11, 1992) has a specific mandate. It
carries this obligation for the people of all of Germany, but
above all to the Germans in the new Federal States [German
«Länder»], who had been subjected to dictatorial forms of
government for nearly six decades; the Bundestag considers it
an essential concern of the Commission to offer them help in
confronting the past and assessing personal responsibility. The
Bundestag is aware of the inherent limits of working through
issues with political-constitutional (rule of law) connotations.
The effort to satisfy an injured sense of justice by revealing
injustice and identifying responsibilities is thus all the more
important. At the same time, it is important to make a contri-
bution to reconciliation in society.

The commission of inquiry shall not forestall or replace the
necessary historical research. The goal of its work is to con-
tribute, in dialogue with the public, to the solidification of
democratic consciousness and the further development of a
common political culture in Germany.

II. In this regard, the Commission has the mandate to make
contributions to political-historical analysis and to political-
moral assessment. This includes:

1. to analyze the structures, strategies and instruments of
the SED dictatorship, in particular the issue of responsibilities
for the violation of human and civil rights and for the destruc-
tion of nature and the environment; including:

the decision processes of the SED,
the relation of the SED and the government apparatus, par-

ticularly the relation between the various levels of the SED and
the MfS [Ministry for State Security],
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structure and mode of operation of national security, the
police and the justice system,

the role of the mass parties, mass organizations and the
media,

the militarization of the society and the role of the «armed
bodies»,

restructuring the economy and rendering it instrumental
(expropriation; forced collectivization, centrally administered
economy),

careless handling of nature and the environment;
2. to illustrate and evaluate the significance of ideology,

integrative factors and disciplining practices, including:
the function and rendering instrumental of Marxism-Len-

inism and anti-fascism,
importance and misuse of education, instruction, science,

literature, culture, art and sport,dealing with the effects and the
role of career offers and privileges;

3. to examine the violation of international human rights
agreements and standards and the forms of appearance of oppres-
sion in various phases; to identify groups of victims and consider
possibilities of material and moral restitution, including:

political repression by criminal law, punitive justice and
execution of sentences (e.g., prison conditions, mistreatment,
restrictions on liberty, deportations);

the mechanisms of political, mental and psychosocial op-
pression in people’s everyday life and their consequences since
1945/46;

4. to work out the possibilities and forms of deviating and
resistant behavior and oppositional action in the various spheres
along with the factors that influenced them;

5. to illustrate the role and identity of the churches in the
various phases of the SED dictatorship;

6. to judge the significance of the international framework
conditions, particularly the influence of Soviet politics in the
SBZ and the GDR;

7. to examine the significance of the relation between the
Federal Republic of Germany and the GDR, including:

German political goals, guiding concepts and perspectives
for action in the two nations;domestic political, economic, social
and cultural relations and their effects on the development of
the GDR;

the significance of personal connections for the sense of
belonging together;

the influence of the media of the Federal Republic of Ger-
many in the GDR;

the activities of the SED and the GDR in the Federal Re-
public of Germany and in the international sphere;

8. to include the issue of continuities and analogies of thought,
behavior and structures in 20th century German history, partic-
ularly the period of the national socialist dictatorship.

III. Coming to terms with the history of the SED dictator-
ship is to be illustrated using the following data and periods:

constitution of the dictatorship and its framework conditions,
1945-1949 (e.g.: Potsdam Treaty, land reform, forced unifica-
tion of SPD [German Socialist Party] and KPD [German Com-
munist Party] into the SED, political and social elimination of
opposition, among others);

uprising of June 17, 1953;
forced collectivization and construction of the Berlin Wall;
entry of the Warsaw Pact troops into Czechoslovakia in

1968;
transition from Ulbricht to Honecker 1971;
peaceful revolution in Autumn 1989 and German reunifi-

cation.

IV. The Commission shall strive primarily to achieve the
following practical results from its work:

contributions to the political and moral rehabilitation of the
victims and to redress damages related to the dictatorship;

to show possibilities of overcoming continuing disadvan-
tages in education and professions; - contributions to clarify-
ing the matter of government criminality in the GDR;

obtaining, securing and opening the pertinent archives;
improving the conditions for scholarly research on the SBZ/

GDR past;
recommendation for action to the Bundestag with respect

to legislative measures and other political initiatives,
suggestions for coming to terms with the East German past

in pedagogical and psychological terms.

V. The mode of operation of the commission of inquiry shall
contain the following elements, among others:

discussions with interested parties and citizens’ groups on
site. Dialogue with scientists, scholars and grass-roots groups
which work through GDR history;

public hearings and forums;
commissioning of presentation of expert assessments and

scholarly studies.

B
The Commission will be named as follows:
Commission of Inquiry on «Working through the History

and the Consequences of the SED Dictatorship in Germany»...
Rainer Eppelmann, Chairman Dr. Dorothea Wilms
Markus Meckel Dirk Hansen
Gerd Poppe Dr. Dietmar Keller 

En la 13ª legislatura, 1994-1998, los grupos parlamentarios
del Bundestag CDU/CSU, SPD Alianza 90/Los VERDES y
FDP presentan una moción para la creación de una Comisión
para continuar el trabajo encomendado por la Comisión de
investigación anterior. «Vencimiento de las consecuencias de
la dictadura del Sed en el proceso de la unidada alemana»

 «Uberwindung der Folgen der SED Diktatur im Prozess
der deutschen Einheit» (Boletín Bundestag 13/1535)

El Informe final se presenta el 1 de junio de 1998 mani-
festando que hay que seguir mejorando la rehabilitación de las
víctimas de la dictadura de la SED desde el punto de vista
ideológico, moral y material.

I.4.1. La Fundación para la investigación
de la dictadura de la SED

Siguiendo las recomedaciones de las dos Comisiones de
investigación creadas entre 1992 y 1995, el Bundestag aprue-
ba el 5 de junio de 1998 la ley de creación de la Fundación
para la investigación de la dictadura de la SED, publicada en
el Bundesgesetzblatt 1998 Teil l nº. 33, de 12 de junio de 1998.

Esta fundación es un organismo federal de derecho públi-
co que contribuye junto a otras instituciones a superar y recordar
las causas, historia y consecuencias de la dictadura en la zona
soviétiva y la RDA.

Tiene como objetivos, promover y apoyar los proyectos
dirigidos a la investigación de la sociedad de la RDA, crear
archivos privados y organizaciones de víctimas e investigación
científica y educación política, contribuir a recopilar y docu-
mentar la oposición a la dictadura, dar apoyo psicológico y legal
a las víctimas, fomentar la cooperación internacional en la
revisión a las dictaduras, contribuir mediante sus publicacio-
nes a un debate público, la concesión de premios y becas, fo-
mentar un consenso antitotalitario de la sociedada actual y
fortalecer la democracia y la reunificacióna alemana.
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Al frente de la Fundación está un Consejo, elegido cada
cinco años, compuesto por parlamentarios, miembros del Go-
bierno Federal y del Gobierno de Berlín, así como por perso-
nas comprometidas en la investigación.

En la Fundación se crea un archivo y biblioteca especiali-
zados donde se guardan testimonios históricos de la resisten-
cia y de la represión y facilita al ciudadano el acceso a esos
documentos.

El texto de la Ley es el siguiente:

§1 Rechtsform der Stiftung
Unter dem Namen «Stiftung zur Aufarbeitung der SED-Dik-
tatur» wird mit Sitz in Berlin eine rechtsfähige Stiftung des
öffentlichen Rechts errichtet. Die Stiftung entsteht mit dem
Inkrafttreten dieses Gesetzes.

§ 2 Stiftungszweck
Zweck der Stiftung ist es, in Zusammenarbeit mit anderen
Einrichtungen auf dem Gebiet der Aufarbeitung der SED-Dik-
tatur, Beiträge zur umfassenden Aufarbeitung von Ursachen,
Geschichte und Folgen der Diktatur in der sowjetischen Be-
satzungszone in Deutschland und in der DDR zu leisten und
zu unterstützen, die Erinnerung an das geschehene Unrecht und
die Opfer wachzuhalten sowie den antitotalitären Konsens in
der Gesellschaft, die Demokratie und die innere Einheit
Deutschlands zu fördern und zu festigen.
Der Erfüllung dieses Zweckes dienen insbesondere:
die projektbezogene Förderung von gesellschaftlichen Aufar-
beitungsinitiativen, von privaten Archiven und von Verbän-
den der Opfer der Diktatur in der sowjetischen Besatzungs-
zone und in der DDR; die Unterstützung der Beratung und
Betreuung von Opfern der sowjetischen Besatzungsmacht und
der SED-Diktatur; die Förderung der politisch-historischen
Aufklärung und der wissenschaftlichen Arbeit über die Dik-
tatur in der sowjetischen Besatzungszone und in der DDR,
wobei die Stiftung keine Forschungstätigkeit betreibt, sondern
Forschungsvorhaben Dritter unterstützt; die Sicherung und
Sammlung, Dokumentation und Auswertung entsprechender
Materialien, insbesondere über Opposition und Widerstand und
über politische Verfolgung und Repression, sowie von sons-
tigem privatem Schriftgut; Errichtung und Unterhaltung ei-
nes Archivs nebst Dokumentationsstelle und Bibliothek; die
Stiftung bewahrt zu Forschungszwecken das Archivgut der
Enquete-Kommission «Aufarbeitung von Geschichte und
Folgen der SED-Diktatur in Deutschland» der 12. Wahlperi-
ode des Deutschen Bundestages und der Enquete-Kommission
«Überwindung der Folgen der SED-Diktatur im Prozeß der
deutschen Einheit» der 13. Wahlperiode des Deutschen Bun-
destages als Dauerleihgabe auf, das zur inhaltlichen Vorbe-
reitung der Kommissionsberichte und Kommissionsanhörun-
gen entstanden oder gesammelt worden ist; die Mitgestaltung
des Gedenkens an die Opfer dieser Diktaturen sowie der
Erinnerung an die deutsche Teilung und an die friedliche
Revolution 1989/90; die Förderung der internationalen Zusam-
menarbeit bei der Aufarbeitung von Diktaturen, insbesondere
im europäischen Rahmen.
Der Erfüllung des Zweckes können u.a. dienen: eigene Veran-
staltungen, Publikationen und sonstige Beiträge zur politisch-
historischen Aufklärung über die SED-Diktatur; die finanzielle
Förderung von Forschungsprojekten Dritter und die Förderung
von Nachwuchswissenschaftlern, insbesondere durch Stipendien;
die Vergabe von Preisen für besondere publizistische, wissen-
schaftliche oder künstlerische Leistungen im Sinne des Stiftungs-
zweckes; die Ausgestaltung von Gedenktagen, die an die deut-
sche Teilung, an Opposition und Widerstand und an die Opfer der
Diktatur in der sowjetischen Besatzungszone und in der DDR
erinnern.

§ 3 Stiftungsvermögen
Das Stiftungsvermögen bilden diejenigen unbeweglichen und
beweglichen Vermögensgegenstände, die die Bundesrepublik
Deutschland für Zwecke der Stiftung erwirbt. Ferner ist die
Stiftung berechtigt, Zuwendungen von dritter Seite anzuneh-
men und eigene Rechtsgeschäfte zu tätigen.
Zur Erfüllung des Stiftungszweckes (§ 2 Abs. 1) erhält die Stif-
tung einen jährlichen Zuschuß des Bundes nach Maßgabe des
jeweiligen durch das Bundeshaushaltsgesetz festgestellten Bun-
deshaushaltsplans. Darüber hinaus sind im Rahmen der Verfüg-
barkeit Mittel aus dem in § 20b des Parteiengesetzes der Deut-
schen Demokratischen Republik vom 21. Februar 1990 (GBI. I
Nr. 9 S. 66), zuletzt geändert durch Gesetz vom 22. Juli 1990
(GBI. I Nr. 49 S. 904), in Verbindung mit Anlage II Kapitel II
Sachgebiet A Abschnitt III Buchstabe d Satz 3 des Einigungs-
vertrages vom 31. August 1990 (BGBI. 1990 II S. 885,1150)
genannten Vermögen vorrangig zur Erfüllung des Stiftungszwe-
ckes zu verwenden. § 3 Abs. 2 des Gesetzes zur Regelung der
Altschulden für gesellschaftliche Einrichtungen (Altschulden-
regelungsgesetz - ARG) (BGBI. 1997 l S. 434) bleibt unberührt.
Erträge aus dem Stiftungsvermögen und sonstige Einnahmen
sind nur im Sinne des Stiftungszweckes zu verwenden.

§ 4 Satzung
Die Stiftung gibt sich im Benehmen mit dem Bundesministe-
rium des Innern eine Satzung, die vom Stiftungsrat mit einer
Mehrheit von zwei Dritteln der Stimmen beschlossen wird. Das
gleiche gilt für Änderungen der Satzung.

§ 5 Organe der Stiftung
Organe der Stiftung sind der Stiftungsrat, der Vorstand. Zur
Beratung bei der Erfüllung ihrer Aufgaben kann die Stiftung
Fachbeiräte berufen.
§ 6 Stiftungsrat
Der Stiftungsrat setzt sich wie folgt zusammen: Der Deutsche
Bundestag wählt nach der zum Zeitpunkt der Wahl bestehen-
den Zahl seiner Fraktionen Mitglieder in den Stiftungsrat, wobei
jede Fraktion im Deutschen Bundestag ein Mitglied vorschla-
gen kann. Darüber hinaus kann jede zum Zeitpunkt der Wahl
bestehende Fraktion aus dem Kreis der Personen, die in Fra-
gen der Aufarbeitung der SED-Diktatur besoonders engagiert
und qualifiziert sind,- eine Person vorschlagen, die vom Deut-
schen Bundestag gewählt wird. Die Bundesregierung entsen-
det so viele Mitglieder in den Stiftungsrat, wie zum Zeitpunkt
der Wahl Fraktionen imDeutschen Bundestag bestehen. Ein
weiteres Mitglied wird vom Land Berlin entsandt. Für jedes
Mitglied ist ein persönlicher Stellvertreter nach dem für die-
ses Mitglied vorgesehenen Verfahren zu bestellen. Die Mitglie-
der werden für die Dauer von fünf Jahren bestellt. Wiederholte
Bestellung ist zulässig.
Scheidet ein Stiftungsratsmitglied oder sein Vertreter vorzei-
tig aus, so kann eine Bestellung des Nachfolgers nur für den
Rest der Zeit, für die das Mitglied oder der Vertreter bestellt
war, erfolgen. Der Stiftungsrat wählt einen Vorsitzenden und
dessen Stellvertreter.
Der Stiftungsrat beschließt über alle Fragen von grundsätzli-
cher Bedeutung, die zum Aufgabenbereich der Stiftung gehö-
ren. Er überwacht die Tätigkeit des Vorstandes und vertritt die
Stiftung gegenüber dem Vorstand.
Jedes Mitglied hat eine Stimme im Stiftungsrat. Im Falle der
Verhinderung eines Mitgliedes sowie seines persönlichen Stell-
vertreters kann die Stimmausübung einem anderen Mitglied des
Stiftungsrates übertragen werden. Der Stiftungsrat faßt seine
Beschlüsse mit einfacher Mehrheit der Stimmen. Bei Stimmen-
gleichheit gibt die Stimme des Vorsitzenden den Ausschlag.
Das Nähere regelt die Satzung.
Die Mitglieder des Vorstandes sind berechtigt, an den Sitzun-
gen des Stiftungsrates mit beratender Stimme teilzunehmen.
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§ 7 Vorstand
Der Vorstand besteht aus mindestens drei, höchstens fünf
Mitgliedern. Sie werden vom Stiftungsrat mit der Mehrheit
seiner Stimmen für die Dauer von fünf Jahren bestellt. Der
Vorstand führt die Beschlüsse des Stiftungsrates aus und führt
die Geschäfte der Stiftung. Er vertritt die Stiftung gerichtlich
und außergerichtlich.
Das Nähere regelt die Satzung.

§ 8 Neben- und ehrenamtliche Tätigkeit
Die Mitglieder des Stiftungsrates, des Vorstandes und
gegebenenfalls der Fachbeiräte sind, soweit sie nicht neben-
amtlich tätig sind, ehrenamtlich tätig.

§ 9 Aufsicht, Haushalt, Rechnungsprüfung, Rechts- und
Amtshilfe
Die Stiftung untersteht der Rechtsaufsicht des Bundesminis-
teriums des Innern. Für das Haushalts-, Kassen- und Rechnungs-
wesen sowie für die Rechnungslegung der Stiftung finden die
für die Bundesverwaltung geltenden Bestimmungen entspre-
chende Anwendung. Der Stiftung ist Rechts- und Amtshilfe zu
leisten. Gebühren und Auslagen werden nicht erstattet.

§ 10 Beschäftigte
Die Geschäfte der Stiftung werden in der Regel durch Arbeit-
nehmer wahrgenommen. Auf die Arbeitnehmer der Stiftung sind
die für Arbeitnehmer des Bundes jeweils geltenden Tarifver-
träge und sonstigen Bestimmungen anzuwenden. Der Stiftung
kann durch Satzungsregelung das Recht, Beamte zu beschäf-
tigen, verliehen werden.

§11 Gebühren
Die Stiftung kann zur Deckung des Verwaltungsaufwandes nach
näherer Bestimmung der Satzung Gebühren für die Benutzung
von Stiftungseinrichtungen erheben.

§12 Dienstsiegel
Die Stiftung führt ein Dienstsiegel.

§13 Inkrafttreten
Dieses Gesetz tritt am Tage nach der Verkündung in Kraft. Die
verfassungsmäßigen Rechte des Bundesrates sind gewahrt. Das
vorstehende Gesetz wird hiermit ausgefertigt und wird im
Bundesgesetzblatt verkündet. Berlin, den 5. Juni 1998Der
Bundespräsident Roman HerzogDer Bundeskanzler Dr. Helmut
KohlDer Bundesminister des Innern Manfred Kanther

I.5. Jurisprudencia del Tribunal
Constitucional alemán

2 BvQ 60/99, 2 BvR 2414/99
vom 12.01.2000

Recurso de amparo de Egon Krenz en relación a la conde-
na por asesinato del Tribunal del Land de Berlín.

El Tribunal Constitucional federal lo rechaza.

Der Beschwerdeführer, letzter Generalsekretär des Zentralko-
mitees der SED sowie Vorsitzender des Staatsrats und des
Nationalen Verteidigungsrats der DDR, wurde vom Landge-
richt wegen Totschlags und wegen tateinheitlich begangenen
dreifachen Totschlags zu einer Gesamtfreiheitsstrafe von sechs
Jahren und sechs Monaten verurteilt. Nach den Feststellungen
verursachte der Beschwerdeführer durch seine Mitwirkung an

Beschlüssen des Politbüros und des Nationalen Verteidigungs-
rats zum Grenzregime der DDR zwischen 1984 und 1989 den
Tod von vier Flüchtlingen an der innerdeutschen Grenze. Der
Bundesgerichtshof verwarf die Revision des Beschwerdefüh-
rers als unbegründet.
siehe auch Pressemitteilung vom 12.01.2000

- 2 BvQ 60/99
- 2 BvR 2414/99
In den Verfahren über die Verfassungsbeschwerde
 
des Herrn K...
 
- Bevollmächtigter:
Rechtsanwalt Robert Unger, Kurfürsten-
damm 218, Berlin -
 
gegen a) das Urteil des Bundesgerichtshofs vom 8. Novem-

ber 1999 - 5 StR 632/98 -,
b) das Urteil des Landgerichts Berlin vom 25. August

1997 - (527) 25/2 Js 20/92 Ks (1/95) -  
und den Antrag auf Erlaß einer einstweiligen Anordnung 
hat die 3. Kammer des Zweiten Senats des Bundesverfassungs-
gerichts durch die Richter Hassemer, Broß, Di Fabio
 
gemäß § 93b in Verbindung mit § 93a BVerfGG in der Fas-
sung der Bekanntmachung vom 11. August 1993 (BGBl I S.
1473) am 12. Januar 2000 einstimmig beschlossen:
 
Die Verfahren werden zur gemeinsamen Entscheidung verbun-
den.
Die Verfassungsbeschwerde wird nicht zur Entscheidung an-
genommen.
Damit erledigt sich zugleich der Antrag des Beschwerdefüh-
rers auf Erlaß einer einstweiligen Anordnung.

Gründe:
I.
1.
1. Der Beschwerdeführer, letzter Generalsekretär des Zentral-
komitees der SED sowie Vorsitzender des Staatsrats und des
Nationalen Verteidigungsrats der DDR, wurde vom Landge-
richt wegen Totschlags und wegen tateinheitlich begangenen
dreifachen Totschlags zu einer Gesamtfreiheitsstrafe von sechs
Jahren und sechs Monaten verurteilt. Nach den Feststellungen
verursachte der Beschwerdeführer durch seine Mitwirkung an
Beschlüssen des Politbüros und des Nationalen Verteidigungs-
rats zum Grenzregime der DDR zwischen 1984 und 1989 den
Tod von vier Flüchtlingen an der innerdeutschen Grenze. Der
Bundesgerichtshof verwarf die Revision des Beschwerdefüh-
rers als unbegründet.
2
2. a) Der Beschwerdeführer rügt eine Verletzung von Art. 103
Abs. 2 GG mit der Begründung, das in dieser Grundrechtsnorm
enthaltene strikte Formalisierungskriterium lasse - entgegen der
Entscheidung des Bundesverfassungsgerichts zur Strafbarkeit
von Mitgliedern des Nationalen Verteidigungsrats und der
Grenztruppen der DDR (BVerfGE 95, 96) - keine Einschränkung
zu. Der Schußwaffengebrauch an der innerdeutschen Grenze sei
nicht völkerrechtswidrig gewesen, habe der von den anderen
Warschauer-Pakt-Staaten geübten Praxis entsprochen und ver-
stoße auch nicht gegen Art. 12 des Internationalen Paktes über
bürgerliche und politische Rechte. Um den strikten Vertrauens-
schutz des Rückwirkungsverbots zu gewährleisten, habe die
Bundesrepublik Deutschland bei der Ratifizierung der Europä-
ischen Menschenrechtskonvention zu Art. 7 Abs. 2 EMRK den
Vorbehalt erklärt, daß sie diese Vorschrift nur in den Grenzen
des Art. 103 Abs. 2 GG anwenden werde. Im übrigen habe der
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Beschwerdeführer mit der Rüge einer Verletzung des Rückwir-
kungsverbots des Art. 7 Abs. 1 EMRK gemäß Art. 34 EMRK
Beschwerde zum Europäischen Gerichtshof für Menschenrechte
(EGMR) erhoben; dort sei das Verfahren gemäß Art. 30 EMRK
an die Große Kammer abgegeben worden.
3
b) In der Ablehnung von Beweisanträgen wegen Wahrunter-
stellung (§ 244 Abs. 3 StPO) sieht der Beschwerdeführer eine
Verletzung seines Rechts auf ein faires Verfahren (Art. 2 Abs.
1 i.V.m. Art. 20 Abs. 3 GG, Art. 6 EMRK). Das Landgericht
habe die als wahr unterstellten Bekundungen einer Reihe von
Entlastungszeugen zur Frage der Souveränität der DDR und zur
Befehlslage an der Grenze unzulässigerweise eingeengt und
damit wertlos gemacht.
4
c) Der Beschwerdeführer rügt auch einen Verstoß gegen das
Willkürverbot (Art. 3 Abs. 1 GG), weil seine Mitwirkung an
den Beschlüssen des Nationalen Verteidigungsrats und des
Politbüros nicht kausal für die Tötung der Flüchtlinge gewe-
sen sei.
5
d) Der Beschwerdeführer begehrt ferner im Wege der einstwei-
ligen Anordnung die Aussetzung der Strafvollstreckung bis zur
Entscheidung des EGMR über seine Beschwerde gemäß Art.
34 EMRK.
II.
6
Das Bundesministerium der Justiz und die Senatsverwaltung
für Justiz in Berlin hatten Gelegenheit zur Stellungnahme.
III.
7
Die Verfassungsbeschwerde wird nicht zur Entscheidung an-
genommen. Die Annahmevoraussetzungen des § 93a Abs. 2
BVerfGG liegen nicht vor. Die durch die Verfassungsbeschwer-
de aufgeworfenen verfassungsrechtlichen Fragen sind durch die
Rechtsprechung des Bundesverfassungsgerichts geklärt. Die
Annahme der Verfassungsbeschwerde ist auch zur Durchset-
zung der Rechte des Beschwerdeführers nicht geboten im Sinne
von § 93a Abs. 2b BVerfGG, da sie keine Aussicht auf Erfolg
hat. Sie ist jedenfalls unbegründet.
8
1. Das Rückwirkungsverbot des Art. 103 Abs. 2 GG ist nicht
verletzt. Das Vertrauen in den Fortbestand einer bestimmten
Interpretation von Strafgesetzen ist durch Art. 103 Abs. 2 GG
nicht geschützt, wenn die zugrunde liegende Staatspraxis durch
Aufforderung zu schwerstem kriminellen Unrecht und seiner
Begünstigung die in der Völkergemeinschaft allgemein aner-
kannten Menschenrechte in schwerwiegender Weise mißach-
tet hat; denn hierdurch setzt der Träger der Staatsmacht extre-
mes staatliches Unrecht, das sich nur solange behaupten kann,
wie die dafür verantwortliche Staatsmacht faktisch besteht (vgl.
BVerfGE 95, 96 <132 ff.>; Beschlüsse der 2. Kammer des
Zweiten Senats des Bundesverfassungsgerichts vom 21. Juli
1997 - 2 BvR 1084/97 u.a. -, EuGRZ 1997, S. 413 ff.; vom 7.
April 1998 - 2 BvR 2560/95 -, NJW 1998, S. 2585 ff., und vom
12. Mai 1998 - 2 BvR 61/96 -, NJW 1998, S. 417 ff.).
9
Der Beschwerdeführer bringt nichts vor, das - auch unter Be-
rücksichtigung einer Rechtfertigung des Schußwaffengebrauchs
durch die völkerrechtlichen Vorschriften des Internationalen
Paktes über bürgerliche und politische Rechte sowie des Art.
7 Abs. 1 EMRK - dazu Anlaß geben könnte, das Gebot mate-
rieller Gerechtigkeit, dem in dieser ganz besonderen Situati-
on Vorrang zukommt vor dem Vertrauensschutz des Art. 103
Abs. 2 GG, zurücktreten zu lassen. Der Einwand, die Bundes-
republik habe zu Art. 7 Abs. 2 EMRK den Vorbehalt erklärt,
daß sie diese Vorschrift nur in den Grenzen des Art. 103 Abs.
2 GG anwenden werde, geht ins Leere, weil das Bundesver-

fassungsgericht in der genannten Entscheidung die Grenze des
Rückwirkungsverbots aufgezeigt hat und in diesem Fall der
strikte Schutz des Vertrauens des Art. 103 Abs. 2 GG zurück-
treten muß (vgl. BVerfGE 95, 96 <133>). Die Möglichkeit, daß
der EGMR auf die gemäß Art. 34 EMRK mit der Rüge, das
Rückwirkungsverbot des Art. 7 Abs. 1 EMRK sei verletzt,
erhobene Beschwerde eine Konventionsverletzung feststellen
könnte, würde allenfalls einen Wiederaufnahmegrund im Sin-
ne des § 359 Nr. 6 StPO darstellen, der überdies nur dann
vorläge, wenn das Urteil auf der festgestellten Konventions-
verletzung beruhte. Selbst in einem solchen Fall wäre aber die
weitere Vollstreckung des Urteils grundsätzlich nicht gehemmt
(§ 360 Abs. 1 StPO).
10
2. Soweit sich der Beschwerdeführer gegen die Behandlung von
Beweisanträgen des landgerichtlichen Urteils und der darauf
bezogenen Ausführungen des Bundesgerichtshofs wendet, fehlt
für einen Verstoß gegen den Grundsatz des fairen Verfahrens
oder gegen Art. 3 Abs. 1 GG in seiner Ausprägung als allge-
meines Willkürverbot jeder Anhalt. Strafgerichtliche Entschei-
dungen unterliegen nicht einer unbeschränkten tatsächlichen und
rechtlichen Nachprüfung des Bundesverfassungsgerichts auf die
Richtigkeit der Tatsachenfeststellungen und auf die Ordnungs-
mäßigkeit der Rechtsanwendung. Die Gestaltung des Strafver-
fahrens, die Feststellung und Würdigung der Beweise und des
Sachverhalts, die Auslegung des Strafprozeßrechts und seine
Anwendung auf den einzelnen Fall sind allein Sache der dafür
zuständigen Strafgerichte und der Nachprüfung durch das
Bundesverfassungsgericht grundsätzlich entzogen. Das Bundes-
verfassungsgericht kann nur dann eingreifen, wenn die Gerichte
Verfassungsrecht verletzt haben. Das ist in der Regel erst dann
der Fall, wenn ein Fehler sichtbar wird, der auf einer grund-
sätzlich unrichtigen Anschauung von der Bedeutung eines
Grundrechts, insbesondere vom Umfang seines Schutzbereichs,
beruht, oder wenn die fehlerhafte Rechtsanwendung bei ver-
ständiger Würdigung der das Grundgesetz beherrschenden
Gedanken nicht mehr verständlich ist. Davon kann hier keine
Rede sein. Eine Prüfung der angegriffenen Entscheidung nach
dem Maßstab des Strafverfahrensrechts steht dem Bundesver-
fassungsgericht nicht zu. Innerhalb der Grenzen des Verfas-
sungsrechts obliegt die Anwendung einfachen Rechts allein den
Fachgerichten (vgl. BVerfGE 32, 311 <316>).
11
Von einer weiteren Begründung wird gemäß § 93d Abs. 1 Satz
3 BVerfGG abgesehen.
12
Mit der Nichtannahme der Verfassungsbeschwerde erledigt sich
der Antrag auf Erlaß einer einstweiligen Anordnung.
13
Diese Entscheidung ist unanfechtbar.
 

Información remitida a la prensa del Recurso de amparo de
Egon Krenz

Verfassungsbeschwerde von Egon Krenz ist erfolglos

Die 3. Kammer des Zweiten Senats des BVerfG (in der Beset-
zung Hassemer, Broß, Di Fabio) hat in dem «Krenz-Verfah-
ren» folgendes entschieden.
1. Die Selbstablehnung der Richterin Präsidentin Limbach ist
begründet
(Beschluß vom 11. Januar 2000; Az. 2 BvQ 60/99).
2. Die Verfassungsbeschwerde (Vb) wird nicht zur Entschei-
dung angenommen (Beschluß vom 12. Januar 2000; Az. 2 BvR
2414/99). Damit erledigt sich zugleich der Antrag des Be-
schwerdeführers (Bf) auf Erlaß einer
einstweiligen Anordnung.
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I
Der Bf, letzter Generalsekretär des ZK der SED sowie Vor-
sitzender des Staatsrats und des Nationalen Verteidigungsrats
der DDR, wurde vom Landgericht Berlin (Urteil vom 25.
August 1997) im Hinblick auf seine Mitwirkung bei Anord-
nungen der staatlichen Führung der DDR zur Tötung soge-
nannter Republikflüchtlinge an der innerdeutschen Grenze
wegen mehrfachen Totschlags zu einer Gesamtfreiheitsstrafe
von sechs Jahren
und sechs Monaten verurteilt. Die Revision zum Bundesge-
richtshof blieb erfolglos (Urteil vom 8. November 1999).
Mit seiner Vb rügte der Bf u.a. eine Verletzung von Art. 103
Abs. 2 GG («Eine Tat kann nur bestraft werden, wenn die
Strafbarkeit gesetzlich bestimmt war, bevor die Tat begangen
wurde») sowie seines Rechts auf ein faires Verfahren (Art. 2
Abs. 1 i.V.m. Art. 20 Abs. 3 GG, Art. 6 MRK).
II
1. Die Kammer hat die Vb nicht zur Entscheidung angenom-
men. Die durch die Vb aufgeworfenen verfassungsrechtlichen
Fragen sind durch die Rechtsprechung des BVerfG geklärt. Die
Annahme der Vb ist auch zur Durchsetzung der gerügten Rechte
nicht geboten, da sie keine Aussicht auf Erfolg hat.
a) Das Rückwirkungsverbot des Art. 103 Abs. 2 GG ist nicht
verletzt. Wie der Zweite Senat bereits in seinem Beschluß vom
24. Oktober 1996 betreffend frühere Mitglieder des Nationa-
len Verteidigungsrats festgestellt hat, ist das Vertrauen in den
Fortbestand einer bestimmten
Interpretation von Strafgesetzen nicht durch Art. 103 Abs. 2
GG geschützt, wenn die zugrundeliegende Staatspraxis durch
Aufforderung zu schwerstem kriminellen Unrecht und seiner
Begünstigung die in der Völkergemeinschaft allgemein aner-
kannten Menschenrechte in schwerwiegender Weise mißach-
tet hat; denn hierdurch setzt der Träger der Staatsmacht extre-
mes staatliches Unrecht, das sich nur solange behaupten kann,
wie die dafür verantwortliche Staatsmacht faktisch besteht. Der
Bf bringt nichts vor, das Anlaß geben könnte, das Gebot ma-
terieller Gerechtigkeit, dem in dieser ganz besonderen Situa-
tion Vorrang zukommt vor dem Vertrauensschutz des Art. 103
Abs. 2 GG, hier zurücktreten zu lassen.
Daran ändert auch die Möglichkeit nichts, daß der Europäische
Gerichtshof für Menschenrechte in Straßburg auf die dort vom
Bf erhobene Beschwerde einen Verstoß gegen das Rückwir-
kungsverbot des Art. 7 Abs. 1 MRK feststellen könnte. Denn
eine solche Entscheidung würde lediglich einen Wiederaufnah-
megrund im Sinne des § 359 Nr. 6 StPO darstellen. Auch wäre
die weitere Vollstreckung des Urteils hierdurch grundsätzlich
nicht gehemmt.
b) Soweit der Bf im Zusammenhang mit der Behandlung von
Beweisanträgen einen Verstoß gegen den Grundsatz des fai-
ren Verfahrens oder gegen das Willkürverbot rügt, fehlt hierfür
jeder Anhalt. Die Gestaltung des Strafverfahrens, die Feststel-
lung und Würdigung der Beweise und des Sachverhalts, die
Auslegung des Strafprozeßrechts und seine Anwendung auf den
einzelnen Fall sind allein Sache der dafür zuständigen Straf-
gerichte und der Nachprüfung durch das BVerfG grundsätzlich
entzogen. Das BVerfG kann nur dann eingreifen, wenn die
Gerichte Verfassungsrecht verletzt haben. Das ist in der Re-
gel erst dann der Fall, wenn ein Fehler sichtbar wird, der auf
einer grundsätzlich unrichtigen Anschauung von der Bedeutung
eines Grundrechts, insbesondere vom Umfang seines Schutz-
bereichs, beruht, oder wenn die fehlerhafte Rechtsanwendung
bei verständiger Würdigung der das GG beherrschenden Ge-
danken nicht mehr verständlich ist. Davon kann hier keine Rede
sein
2. Die Selbstablehnung der Präsidentin ist begründet. Sie hat
während ihrer früheren Tätigkeit als Justizsenatorin in Berlin
in zahlreichen politischen Äußerungen zum Ausdruck gebracht,
daß sie die Anordnungen der staatlichen Führung der DDR, auf

denen die Tötung von sogenannten Republikflüchtigen an der
innerdeutschen Grenze durch Minen, Selbstschußanlagen und
den Schußwaffengebrauch der Grenztruppe beruhte, als straf-
bares Unrecht ansehe, dessen Verfolgung durch die Strafjus-
tiz eine notwendige und für die Rechtskultur wichtige Aufga-
be sei. Sie hat dabei mit Nachdruck die Auffassung vertreten,
daß das Verfassungsrecht der Strafverfolgung des Bf wegen der
in Rede stehenden Taten nicht entgegenstehe.
Eine Besorgnis des Bf, die Richterin könne in seinem verfas-
sungsgerichtlichen Verfahren nicht unbefangen urteilen, ist
deshalb nachvollziehbar.

Karlsruhe, den 12. Januar 2000 - Az. 2 BvQ 60/99 u.a. –

2 BvQ 60/99

Recurso ante el Tribunal Constitucional federal de los
miembros del Politburo del Comité central del partido SED
de la antigua RDA. Se recurre contra la sentencia penal por
asesinato.
Excusación en el proceso de la Jueza presidenta Limbach

12.01.2000
Der Antragsteller - Mitglied des Politbüros des Zentralkomi-
tees der SED der ehemaligen DDR - wendet sich mit seinem
Antrag auf Erlaß einer einstweiligen Anordnung gegen seine
strafgerichtliche Verurteilung wegen Totschlags. Gegenstand
des Strafverfahrens war die Tötung von vier Menschen, die
zwischen 1984 und 1989 aus der DDR über die innerdeutsche
Grenze fliehen wollten.

BUNDESVERFASSUNGSGERICHT
- 2 BvQ 60/99 -
In dem Verfahren über den Antrag im Wege der einstweiligen
Anordnung
die Vollziehung der Urteile des Bundesgerichtshofs vom 8.
November 1999 - 5 StR 632/98 - und des Landgerichts Berlin
vom 25. August 1997 - (527) 25/2 Js 20/92 Ks (1/95) -

a) bis zur Entscheidung über die Verfassungsbeschwerde des
Antragstellers und
b) bis zur Entscheidung des Europäischen Gerichtshofs für
Menschenrechte über die dort anhängige Beschwerde des
Antragstellers
auszusetzen

Antragsteller: Herr K...
 
- Bevollmächtigter:
Rechtsanwalt Robert Unger, Kurfürstendamm 218, Berlin

hier: Selbstablehnung der Richterin Präsidentin Limbach 

hat die 2. Kammer des Zweiten Senats des Bundesverfassungs-
gerichts durch die Richter Hassemer,
Groß,
Di Fabio

am 11. Januar 2000 einstimmig beschlossen:

Die Selbstablehnung der Richterin Präsidentin Limbach wird
für begründet erklärt.
 
Gründe:
1
1. Der Antragsteller - Mitglied des Politbüros des Zentralko-
mitees der SED der ehemaligen DDR - wendet sich mit sei-
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nem Antrag auf Erlaß einer einstweiligen Anordnung gegen
seine strafgerichtliche Verurteilung wegen Totschlags. Gegen-
stand des Strafverfahrens war die Tötung von vier Menschen,
die zwischen 1984 und 1989 aus der DDR über die innerdeut-
sche Grenze fliehen wollten.
2
2. Die Richterin Präsidentin Limbach hat ersucht, sie gemäß
§ 19 Abs. 1 und 3 BVerfGG von einer Teilnahme an der Ent-
scheidung über den Antrag auf Erlaß einer einstweiligen An-
ordnung zu entbinden. Sie hat dazu erklärt:
3
«Ich habe mich während meiner Tätigkeit als Berliner Justiz-
senatorin sehr nachdrücklich und wiederholt in der Öffentlich-
keit und in meinem Amt für den Einsatz und die Arbeitsfä-
higkeit der Arbeitsgruppe Regierungskriminalität bei der
Staatsanwaltschaft bei dem Kammergericht Berlin engagiert.
Die Berliner Staatsanwaltschaft hat die Anklage gegen den
oben genannten Antragsteller erhoben. Auch habe ich mich
wiederholt über die Strafbarkeit des Mißbrauchs staatlicher
Gewalt in der DDR in Vorträgen, Interviews und Zeitschrif-
ten geäußert. Diese Umstände können meines Erachtens ge-
eignet sein, Zweifel an meiner Unbefangenheit entstehen zu
lassen.»
4
3. Diese Erklärung ist dem Antragsteller sowie dem Bundes-
ministerium der Justiz und der Senatsverwaltung für Justiz in
Berlin zur Kenntnis gegeben worden. Das Bundesministerium
der Justiz hat von einer Äußerung abgesehen.
II.
5
Die Selbstablehnung ist begründet.
6
Besorgnis der Befangenheit besteht, wenn ein am Verfahren
Beteiligter bei vernünftiger Würdigung aller Umstände Anlaß
hat, an der Unvoreingenommenheit des Richters zu zweifeln
(BVerfGE 88, 1 <4>; stRspr). Dies ist hier der Fall.
7
Die Richterin war als Justizsenatorin in Berlin unter anderem
auch für die Arbeitsgruppe Regierungskriminalität bei der
Staatsanwaltschaft bei dem Kammergericht verantwortlich. Sie
hat sich in ihrem Amt engagiert für die Einrichtung und die
Wirksamkeit dieser Behörde eingesetzt und bis in die letzte Zeit
vor ihrem Amtsantritt als Richterin des Bundesverfassungsge-
richts in zahlreichen politischen Äußerungen zum Ausdruck
gebracht, daß sie die Anordnungen der staatlichen Führung der
DDR, auf denen die Tötung von sogenannten «Republikflücht-
lingen» an der innerdeutschen Grenze durch Minen, Selbst-
schußanlagen und den Schußwaffengebrauch der Grenztruppe
beruhte, als strafbares Unrecht ansehe, dessen Verfolgung durch
die Strafjustiz eine notwendige und für die Rechtskultur wich-
tige Aufgabe sei (vgl. etwa DtZ 1993, S. 66 ff.). Ihre dieser
Auffassung entsprechende Amtsführung als Justizsenatorin
prägte in hohem Maße ihr Bild in der politisch interessierten
Öffentlichkeit.
Entscheidend kommt hinzu, daß die Richterin als Justizsena-
torin mit besonderem Nachdruck als Befürworterin der verfas-
sungsrechtlichen These hervorgetreten ist, daß das Verfassungs-
recht der Strafverfolgung des Antragstellers wegen der in Rede
stehenden Taten nicht entgegenstehe. Gerade über diese -
umstrittene - These wird in dem Verfahren über den Antrag auf
Erlaß einer einstweiligen Anordnung zu befinden sein.
8
Eine Besorgnis des Antragstellers, daß die Richterin diese Frage
nicht mehr offen und unbefangen beurteilen werde, ist unter
diesen Umständen nachvollziehbar.
9
Diese Entscheidung ist unanfechtbar.

Hassemer Broß Di Fabio

I.6. Direcciones web

ALEMANIA

Bundesregierung
http.//www.bundesregierung.de

Beauftragter für Kultur und Medien
http://www.bundesregierung.de/Webs/Breg/DE/Bundesregie-
rung/BeauftragterfuerKulturundMedien/AufarbeitungGedenken/
AufarbeitungSedDiktatur/aufarbeitung-sed-diktatur.html

Landesbeauftragter für die Stasi-Unterlagen in Berlin
http://www.berlin.de/lstu/

Der Landesbeauftragte des Landes Mecklenburg/Vorpom-
mern für die Stasi-UnterlagenHerr Jörn Mothes
www.MVnet.de/landesbeauftragter

Der Sächsische Landesbeauftragte für die Stasi-Unterlagen
www.lstu-sachsen.de

Der Landesbeauftragte für die Stasi-Unterlagen des Lan-
des Sachsen-Anhalt
www.landesbeauftragte.de

Die Landesbeauftragte des Freistaates Thüringen für die
Stasi-Unterlagen
www.thueringen.de/tlstu

Berliner Beauftragter für Datenschutz und Informations-
freiheit
www.datenschutz-berlin.de

Stiftung zur Aufarbeitung der SED-Diktatur
www.stiftung-aufarbeitung.de

Oficinas de orientación

Beratungsstelle «Gegenwind»
www.beratungsstelle-gegenwind.de

BMD - Bund der Mitteldeutschen - Landesverband Berlin
e.V.

BSV - Bund der Stalinistisch Verfolgten e.V. - Landesver-
band Berlin-Brandenburg: www.bsv-stacheldraht.de

Bürgerbüro e.V.
user.berlin.sireco.net/buergerbuero/nonew.htm

HELP e.V. - Hilfsorganisation für die Opfer politischer
Gewalt in Europa
www.help-e-v.de

VOS - Vereinigung der Opfer des Stalinismus
www.vos-fg.de

ZPO - Zentralverband Politisch Ostgeschädigter e.V.
Marienfelder Allee 66-80, 12277 Berlin

Bibliotecas

Bibliothek der Friedrich-Ebert-Stiftung - Gesamtkatalog
library.fes.de/library/netzquelle/

Virtuelle Allgemeinbibliothek
www.virtuelleallgemeinbibliothek.de

http://www.uni-protokolle.de/nachrichten/id/61452/
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Sächsische Landeszentrale fuer politische Bildung
http://www.slpb.de/links_traeger.php

Museos

AlliiertenMuseum
www.alliiertenmuseum.de

Berliner Mauer - Gedenkstätte und Dokumentationszen-
trum
www.berliner-mauer-dokumentationszentrum.de

Deutsch-Russisches Museum Berlin-Karlshorst
www.museum-karlshorst.de

Erinnerungsstätte Notaufnahmelager Marienfelde e.V.
www.enm-berlin.de

Forschungs- und Gedenkstätte Normannenstraße
www.Stasi-Museum.de

Gedenkstätte Berlin-Hohenschönhausen
www.stiftung-hsh.de

Museum Haus am Checkpoint Charlie
www.mauer-museum.com

BRANDENBURG

Dokumentationsstätte KZ-Außenlager Lieberose 1943-1945
/ Dokumentationsstätte Sowjetisches Speziallager Nr. 6
Jamlitz 1945-1947
www.die-lager-jamlitz.de

Gedenk- und Begegnungsstätte Ehemaliges KGB-Gefäng-
nis Potsdam e.V.
http://www.kgb-gefaengnis.de

Gedenk- und Dokumentationsstätte «Opfer politischer
Gewaltherrschaft»
www.museum-viadrina.de/Ausstellungen/15_Gedenkstaette.htm

Gedenkstätte und Museum Sachsenhausen / Stiftung Bran-
denburgische Gedenkstätten
www.stiftung-bg.de

Potsdam-Museum - Bildungs- und Dokumentationsstätte
«Lindenstraße 54»

Institutos privados en Alemania

Stiftung zur Ausarbeitung der SED_Diktatur
http://www.stiftung-aufarbeitung.de/

Otros

Bautzen-Komitee
www.bautzen-komitee.de

Haus der Geschichte der Bundesrepublik Deutschland
www.hdg.de

Landeszentrale für politische Bildungsarbeit Berlin
www.berlin.de/landeszentrale-politische-bildung

NS-Gedenkstätten und Dokumentationszentren in der Bun-
desrepublik Deutschland
www.ns-gedenkstaetten.de

Institutos privados en el extranjero

Foundation Deutsche Geisteswissenschaftliche Institute im
Ausland (DGIA): http://www.stiftung-dgia.de/
German Historical Institutes: http://www.ghi-dc.org/

Otros institutos en America

Professional Organizations of Historians and Related Disci-
plines
American Organizations
German Organizations
Resources for Historians in the USA
German History in Documents and Images
American Institutions and Organizations in the Washington
Area
German Foundations in the Washington Area
Centers for German and European Studies
Other Resources
Resources for Historians in Germany
German History in Documents and Images http://ghdi.ghi-
dc.org/
Archives and Collections of Primary Sources
Libraries and Bibliographic Reference Tools
Institutes and Organizations for Historical Research
Organizations Sponsoring Research and Academic Exchange
General Information on Germany
Deutsche Welle Radio and TV
German Information Center (includes comprehensive link list)
Goethe-Institut




